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SG/SJ/R-OF/2/19 

 
PROPUESTA DE ACUERDO A CONSEJO DE GOBIERNO DE RESOLUCION 
DE PROCEDIMIENTO DE REVISIÓN DE OFICIO (Exp. R-OF 2/2019) 

 
Visto el expediente relativo a la revisión de oficio formulada por D. José 

David , con D.N.I. , respecto a la Resolución de 17 de 
julio de 2015, de la Dirección General de Planificación Educativa y Recursos 
Humanos, por la que se publican las puntuaciones definitivas de la fase de 
concurso y las listas de seleccionados en los procedimientos selectivos para 
ingreso, accesos y adquisición de nuevas especialidades en los Cuerpos de 
Profesores de Enseñanza Secundaria, Profesores de Escuelas Oficiales de 
Idiomas, Profesores Técnicos de Formación Profesional, Profesores de Música 
y Artes Escénicas y Profesores de Artes Plásticas y Diseño convocados por 
Orden de 13 de marzo de 2015; y de la Orden de 7 de septiembre de 2016, de 
la Consejería de Educación y Universidades, por la que se declara que han 
superado la fase de prácticas los aspirantes seleccionados en los procedimientos 
selectivos convocados por Orden de 13 de marzo de 2015, y se aprueba el 
expediente del proceso selectivo, y vistos los siguientes: 

I. ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO.- D. José David  participó en el procedimiento 
selectivo convocado por Orden de 13 de marzo de 2015 de la Consejería de 
Educación, Cultura y Universidades, para ingreso, accesos y adquisición de 
nuevas especialidades en los Cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, 
Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores Técnicos de Formación 
Profesional, Profesores de Música y Artes Escénicas y Profesores de Artes 
Plásticas y Diseño celebrado en el año 2015 y por la que se regula la 
composición de las listas de interinidad en estos cuerpos para el curso 2015-
2016, como aspirante a una plaza del Cuerpo de Profesores Técnicos de 
Formación Profesional, especialidad de Operaciones y Equipos de Producción 
Agraria.  

SEGUNDO.- D. José David  obtuvo una puntuación final de 
7,1524 puntos, sin que resultara seleccionado, quedando integrado en el Bloque 
I de la lista de aspirantes a cubrir plazas en régimen de interinidad, a la que se 
alude en la base 23.a) de la Orden de 13 de marzo de 2015 por la especialidad 
de Operaciones y Equipos de Producción Agraria del Cuerpo de Profesores 

M
AR

ÍN
 N

AV
AR

RO
, V

IC
TO

R 
JA

V
ER

02
/0

3/
20

23
 2

0:
03

:1
3

st
a 

es
 u

na
 c

op
ia

 a
ut

én
tic

a 
im

pr
im

ib
le

 d
e 

un
 d

oc
um

en
to

 e
le

ct
ró

ni
co

 a
dm

in
is

tr
at

iv
o 

ar
ch

iv
ad

o 
po

r 
la

 C
om

un
id

ad
 A

ut
ón

om
a 

de
 M

ur
ci

a,
 s

eg
ún

 a
rt

íc
ul

o 
27

.3
.c

) d
e 

la
 L

ey
 3

9/
20

15
 L

os
 fi

rm
an

te
s 

y 
la

s 
fe

ch
as

 d
e 

fir
m

a 
se

 m
ue

st
ra

n 
en

 lo
s 

re
cu

ad
ro

s.

Su
 a

ut
en

tic
id

ad
 p

ue
de

 s
er

 c
on

tr
as

ta
da

 a
cc

ed
ie

nd
o 

a 
la

 s
ig

ui
en

te
 d

ir
ec

ci
ón

: h
tt

ps
:/

/s
ed

e.
ca

rm
.e

s/
ve

ri
fic

ar
do

cu
m

en
to

s 
e 

in
tr

od
uc

ie
nd

o 
de

l c
ód

ig
o 

se
gu

ro
 d

e 
ve

ri
fic

ac
ió

n 
(C

SV
)



 

2 
 

 
Técnicos de Formación Profesional, al haber obtenido en la fase de oposición 
una nota superior a cinco puntos. 

TERCERO.- Mediante Resolución de 17 de julio de 2015, de la Dirección 
General de Planificación Educativa y Recursos Humanos, se publican las 
puntuaciones definitivas de la fase de concurso y las listas de seleccionados en 
los procedimientos selectivos para ingreso, accesos y adquisición de nuevas 
especialidades, en los cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, 
Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores Técnicos de Formación 
Profesional, Profesores de Música y Artes Escénicas y Profesores de Artes 
Plásticas y Diseño convocados por Orden de 13 de marzo de 2015. 

CUARTO.- Mediante Orden de 7 de septiembre de 2016, de la Consejería 
de Educación y Universidades, se declara que han superado la fase de prácticas 
los aspirantes seleccionados en los procedimientos selectivos convocados por 
Orden de 13 de marzo de 2015, y se aprueba el expediente del proceso selectivo.  

QUINTO.- Concluido el procedimiento selectivo, no consta que el 
interesado formulara reclamación en vía administrativa sobre las puntuaciones 
otorgadas en la fase de oposición y de concurso, ni sobre ninguna de las 
resoluciones y órdenes dictadas en el desarrollo del proceso. 

SEXTO.- Con fecha 11 de junio de 2018, la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Supremo dicta la Sentencia nº 966/2018,  en el 
recurso de Casación interpuesto por la Asociación de Interinos Docentes de la 
Región de Murcia (AIDMUR) contra la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, de 2 de octubre de 
2015, recaída en el recurso nº 291/2012, sobre impugnación del Acuerdo del 
Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia de 24 
de febrero de 2012, por el que se establecen medidas en materia de personal 
docente de la Administración Pública de la Región de Murcia. El tenor literal del 
fallo es el siguiente: 

“Ha lugar al recurso de casación que interpone la representación procesal 
de la Asociación de Interinos Docentes de la Región de Murcia AIDMUR, contra 
la Sentencia de 2 de octubre de 2015, dictada por la Sección Primera de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, en 
el procedimiento ordinario núm. 291/2012. Sentencia que casamos y dejamos 
sin efecto. 

DECLARAMOS la nulidad de pleno derecho de lo dispuesto en los números 
1 y 2 del apartado Segundo del Acuerdo del Consejo de Gobierno de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia de fecha 24 de febrero de 2012, 
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publicado en el BORM nº 74 de 29 de marzo del mismo año, por el que se 
establecían medidas en materia de Personal Docente en la Administración 
Pública de dicha Comunidad. Tales números, cuya nulidad de pleno derecho 
declaramos, decían así: 

«1. Suspender el apartado sexto, ‘derechos retributivos’, del Acuerdo para 
la provisión de puestos de trabajo de los cuerpos docentes no universitarios, en 
régimen de interinidad en centros dependientes de la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia, publicado por Resolución de 6 de mayo de 2004 de la 
Consejería de Hacienda, y prorrogado en sus mismos términos por el Acuerdo 
de 23 de marzo de 2009. 

2. La duración del nombramiento del personal docente interino se ajustará 
al tiempo que duren las circunstancias que dieron lugar a su nombramiento y se 
mantendrá mientras persistan las razones de urgencia o necesidad que lo 
justificaron, cesando, como máximo el 30 de junio de cada año. En 
consecuencia, con fecha 30 de junio de 2012, se extinguirán los contratos 
vigentes del personal docente interino.»” 

SÉPTIMO.- En cumplimiento de la Sentencia nº 966/2018, la 
Administración y las organizaciones sindicales adoptaron, con fecha 6 de julio de 
2018, el siguiente acuerdo: 

“1. Anotación inmediata de servicios a todos los docentes con derecho a 
ello, con los correspondientes efectos sobre las oposiciones y los actos de 
adjudicación. 

2. Presupuesto 2018: abono, previa solicitud, de la totalidad de los atrasos 
y regulación de trienios y sexenios a los recurrentes que acudieron a la Sala y 
han ganado la sentencia, al resto de demandantes iniciales y a los inmersos en 
causas judiciales  suspensas, siguiendo el ritmo marcado por los tribunales. 

3. Presupuesto 2019: Abono, previa solicitud, del verano de 2012 a los que 
trabajaran 165  días en el curso 2011-12, con regulación de  trienios y sexenios. 

4. Presupuesto 2020: Abono, previa solicitud, del verano de 2013 a los que 
trabajaran 165 días en el curso 2012-13. Abono del verano  de 2014 a los que 
trabajaran 255 días en el curso 2013-14. Todo  ello con regulación de trienios y 
sexenios. 

5. Presupuesto 2021: Abono, previa solicitud, del verano de 2015 a los que 
trabajaran 255 días con regulación  de trienios y sexenios. 

6. Si por razones presupuestarias no se pudiera acometer el pago completo 
de algún verano se comenzarán los pagos por orden de antigüedad hasta agotar 
la partida correspondiente. En caso en que en alguno de los ejercicios no hubiera 
presupuesto, sino prórroga del anterior, los pagos podrían extenderse por los 
mismos períodos. 
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7. Aquellos docentes inmersos en reclamaciones administrativas o 

contenciosas distintas de lo expresado en el punto 2 percibirán los atrasos 
cuando finalicen las mismas, con el objeto de cumplir fielmente las resoluciones 
adoptadas por los tribunales de justicia. La posibilidad de renunciar a tales 
acciones quedará establecida en la aplicación informática que se elabore al 
efecto.” 

OCTAVO.- El Sr.  presentó escrito, con fecha 21 de 
septiembre de 2018, en el que solicita la revisión de oficio de los actos 
administrativos que se indican a continuación: 

- Resolución de 17 de julio de 2015, de la Dirección General de 
Planificación Educativa y Recursos Humanos, por la que se publican las 
puntuaciones definitivas de la fase de concurso y las listas de seleccionados en 
los procedimientos selectivos para ingreso, accesos y adquisición de nuevas 
especialidades, en los cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, 
Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores Técnicos de Formación 
Profesional, Profesores de Música y Artes Escénicas y Profesores de Artes 
Plásticas y Diseño convocados por Orden de 13 de marzo de 2015. 

- Orden de 7 de septiembre de 2016, de la Consejería de Educación y 
Universidades, por la que se declara que han superado la fase de prácticas los 
aspirantes seleccionados en los procedimientos selectivos convocados por 
Orden de 13 de marzo de 2015, y se aprueba el expediente del proceso selectivo. 

El interesado alega que en el procedimiento selectivo convocado por la 
Orden de 13 de marzo de 2015 se le valoraron los méritos perfeccionados hasta 
el 30 de junio de 2015 y que, teniendo en cuenta que la Administración educativa 
en el mes de julio de 2018, le reconoció de oficio como efectivamente trabajados 
los días correspondientes al periodo de verano de los años 2012, 2013, 2014 y 
2015, este tiempo debe valorarse en la fase de concurso, de forma que le 
correspondería una puntuación 3,4998 en lugar de los 3,1666 puntos, y que 
como consecuencia de ello debería resultar incluido entre los seleccionados. 

NOVENO.- Mediante Orden de 6 de noviembre de 2019, de la Consejera 
de Educación y Cultura, se dispone la inadmisión a trámite de la citada solicitud 
de revisión de oficio. 

DECIMO.- Contra dicha Orden el interesado interpuso recurso contencioso-
administrativo, habiendo dictado la Sala de lo Contencioso Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Murcia,  la sentencia nº 98/2021, de 5 de marzo, 
cuyo fallo tiene el siguiente tenor literal: 

“Estimar parcialmente el recurso contencioso administrativo interpuesto por 
Don José David  anulando la Orden de 6/11/2019, de la Consejería 
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de Educación y Cultura que inadmitió a trámite la revisión de oficio solicitada por 
el mismo de la Resolución de 17/7/2015 de la Dirección General de planificación 
educativa y recursos humanos y de la Orden de 7/9/2016 de la Consejería de 
Educación y Universidades, detalladas en el encabezamiento de la presente 
Sentencia, por no resultar la misma ajustada a derecho, debiendo proceder la 
Administración a admitir a trámite su solicitud de revisión y a sustanciarla por los 
trámites legales hasta el dictado de resolución motivada que le ponga término al 
procedimiento resolviendo sobre las pretensiones deducidas por el demandante; 
sin costas.” 

Con fecha 17 de mayo de 2021, se remite al Servicio de Planificación y 
Provisión de Efectivos de la Dirección General de Recursos Humanos, 
Planificación Educativa y Evaluación, el Decreto dictado por la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior Justicia de Murcia, en el 
Procedimiento Ordinario nº 32/2020, por el que se declara la firmeza de la 
Sentencia nº 98/2021, para que en el plazo previsto en la ley se lleve a puro y 
debido efecto lo en ella acordado, adoptándose las resoluciones procedentes 
para el cumplimiento de las declaraciones contenidas en el fallo. 

UNDÉCIMO.- Mediante comunicación interna se remite informe de 31 de 
mayo de 2021, de la Dirección General de Recursos Humanos, Planificación 
Educativa y Evaluación en relación la Sentencia nº 98/2021 dictada en el citado 
PO nº 32/2020, al que adjunta un certificado efectuado por el Jefe de Servicio de 
Gestión Informática de la Consejería de Economía, Hacienda y Transformación 
Digital. Tras el estudio de la documentación obrante en el expediente, con fecha 
20 de diciembre de 2021 por el Servicio Jurídico se solicita a la Dirección General 
de Recursos Humanos, Planificación Educativa y Evaluación la subsanación de 
algunos aspectos del informe y certificado señalados anteriormente. 

DUODÉCIMO.- Con fecha 25 enero 2022, se recibe en el Servicio Jurídico 
de la Secretaría General de esta Consejería informe de esa misma fecha emitido 
por el Servicio de Planificación y Provisión de Efectivos de la Dirección General 
de Recursos Humanos, Planificación Educativa y Evaluación. 

DÉCIMOTERCERO.- Previa propuesta de la Consejera de Educación, se 
adopta con fecha 24 de marzo de 2022 por el Consejo de Gobierno Acuerdo de 
incoación del procedimiento de revisión de oficio de la Resolución de 17 de julio 
de 2015, de la Dirección General de Planificación Educativa y Recursos 
Humanos, por la que se publican las puntuaciones definitivas de la fase de 
concurso y las listas de seleccionados en los procedimientos selectivos para 
ingreso, accesos y adquisición de nuevas especialidades, en los cuerpos de 
Profesores de Enseñanza Secundaria, Profesores de Escuelas Oficiales de 
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Idiomas, Profesores Técnicos de Formación Profesional, Profesores de Música 
y Artes Escénicas y Profesores de Artes Plásticas y Diseño convocados por 
Orden de 13 de marzo de 2015; y de la Orden de 7 de septiembre de 2016, de 
la Consejería de Educación y Universidades, por la que se declara que han 
superado la fase de prácticas los aspirantes seleccionados en los 
procedimientos selectivos convocados por Orden de 13 de marzo de 2015, y se 
aprueba el expediente del proceso selectivo. En dicho Acuerdo se nombra 
instructora del procedimiento, y se avoca la competencia para resolver la revisión 
de oficio de la citada Resolución de 17 de julio de 2015, de la Dirección General 
de Planificación Educativa y Recursos Humanos de la Consejería de Educación. 
Este acto se notifica al interesado con fecha 20 de abril de 2022. 

DÉCIMOCUARTO.- Mediante oficio de 26 de abril de 2022, se confiere al 
interesado trámite de audiencia para que pueda tomar vista del expediente, 
formular alegaciones y presentar los documentos que estime pertinentes. La 
notificación se practica por medios electrónicos atendiendo a lo dispuesto en el 
artículo 41.1 de la Ley 39/2015 en relación con el artículo 42.2 dada la condición 
de empleado público del interesado. La notificación fue aceptada con fecha 28 
de abril de 2022, según consta en el certificado del Servicio de Notificaciones 
Electrónicas y de Dirección Electrónica Habilitada. No consta que haya hecho 
uso de este derecho. 

DECIMOQUINTO.- Tras llevarse a cabo la instrucción del procedimiento de 
revisión de oficio y practicarse el trámite de audiencia al interesado, se elaboró 
propuesta de resolución del expediente de referencia en fecha 17 de mayo de 
2022, que fue sometida al preceptivo dictamen de la Dirección de los Servicios 
Jurídicos conforme al artículo 7.1.l de la Ley 4/2004, de 22 de octubre, de 
Asistencia Jurídica de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, 
evacuándose en fecha 21 de julio de 2022 Informe nº 62/2022 en sentido 
favorable a la propuesta de resolución. 

DECIMOSEXTO.- Con fecha 29 de julio de 2022 se remite el expediente al 
Consejo Jurídico de la Región de Murcia para emisión del preceptivo dictamen 
de dicho órgano consultivo. 

DECIMOSEPTIMO.- En fecha 29 de julio de 2022 se acuerda por la 
instructora suspender el plazo máximo para la resolución del procedimiento de 
revisión de oficio, con efectos desde la solicitud del preceptivo dictamen al 
Consejo Jurídico hasta la recepción del mismo en la Consejería de Educación. 
Dicho acuerdo se notifica al interesado mediante su puesta a disposición en 
fecha 29 de julio de 2022 y la fecha de vencimiento el 8 de agosto de 2022. 
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DECIMOCTAVO.- Con fecha 24 de febrero de 2023 se recibe en el Servicio 

Jurídico de la Consejería de Educación, Formación Profesional y Empleo el 
Dictamen nº 39/2023, de 21 de febrero, del Consejo Jurídico, en el que se 
concluye que no se aprecia la concurrencia de causa de nulidad alguna en los 
actos administrativos impugnados por el actor en base a las siguientes 
consideraciones: 

<< CUARTA.- De la causa de nulidad invocada. 
La potestad de revisión de oficio, reconocida en general a la Administración por el artículo 

106, con los límites del 110 LPACAP, supone una facultad excepcional que se le otorga para 
revisar los actos administrativos sin acudir a los Tribunales y sin tan siquiera esperar a su 
impugnación por los interesados. Prevista para vicios especialmente graves causantes de la 
nulidad de los actos, constituye, en definitiva, una manifestación extrema de la autotutela 
administrativa. Cuando es el interesado quien insta la revisión de oficio de un determinado acto, 
se configura como verdadera acción de nulidad y en tanto que vía excepcional y extraordinaria 
para impugnar actos administrativos ya firmes y sin sometimiento a plazo se le imponen por el 
ordenamiento estrictos y numerosos límites. 

Por lo que aquí interesa, el primero de ellos reside en los motivos que legitiman para 
acudir a esta vía revisoria. Dichos motivos, contenidos en el artículo 47.1 LPACAP (en su día en 
el 62.1 LPAC), constituyen verdaderas causas tasadas, con enumeración exhaustiva, y cuya 
especial gravedad, en definitiva, fundamenta esa potestad excepcional, como, asimismo, tanto 
el Consejo de Estado como la jurisprudencia del Tribunal Supremo han venido entendiendo de 
manera constante y reiterada (por todas SSTS de 30 de marzo de 1982, 17 de octubre de 2000 y 
12 de marzo de 2002). 

Para el actor, las resoluciones impugnadas incurrirían en la causa de nulidad del artículo 
47.1, letra a) LPACAP. Ya hemos señalado que dado el tiempo en que fueron dictados los actos 
cuya nulidad se solicita, anteriores a la entrada en vigor de la LPACAP, ha de estarse al régimen 
sustantivo entonces vigente, por lo que habrá de atenderse a la causa de nulidad fijada en el 
artículo 62.1, letra a), la cual en cualquier caso, tiene idéntica redacción que la establecida en la 
LPACAP. 

1. Entiende el interesado que la puntuación otorgada en el procedimiento selectivo 
convocado por Orden de 13 de marzo de 2015 y que se refleja en la Resolución de 17 de julio de 
2015, ahora impugnada, fue consecuencia de la aplicación de lo establecido en el Acuerdo de 
Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia de fecha 24 de febrero 
de 2012, por el que se establecían medidas en materia de personal docente en la Administración 
Pública de la Región de Murcia, que suspendió la aplicación del apartado sexto, “derechos 
retributivos” del Acuerdo para 1a provisión de puestos de trabajo de los cuerpos docentes no 
universitarios, en régimen de interinidad, en centros dependientes de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, publicado por Resolución de 6 de mayo de 2004, de la Consejería de 
Hacienda, ordenando la extinción de todos los contratos vigentes del personal docente interino 
con efectos de 30 de junio de 2012 y en la misma fecha de los años sucesivos. 

Este Acuerdo de 2012 fue declarado nulo por la STS, Sala de lo Contencioso-
Administrativo, núm. 966/2018, de 11 de junio, al considerar que suponía una discriminación 
injustificada para el personal docente interino respecto del personal funcionario de carrera.  

Afirma el actor que, en cumplimiento del indicado fallo, la Administración le ha 
reconocido un total de 4 meses y 28 días correspondientes a los meses de verano de los años 
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2012 a 2015, durante los cuales vio indebidamente extinguida su relación de servicio con la 
Administración regional, períodos de servicios ahora reconocidos que, sin embargo, no se 
computaron en el procedimiento selectivo convocado por Orden de 13 de marzo de 2015. 

En la medida en que de conformidad con las bases reguladoras del procedimiento 
selectivo, debían haberle sido computados los servicios prestados hasta el 30 de junio de 2015, 
de haber sido tenidos en cuenta los servicios reconocidos tras el cumplimiento de la sentencia, 
ello habría incrementado su puntuación final hasta los 7,2635 puntos, superior a la de la 
seleccionada en último lugar, lo que habría determinado el derecho del actor a ser nombrado 
funcionario de carrera tras la superación del oportuno período de prácticas. 

Entiende el actor que dado que la puntuación que le fue otorgada en el procedimiento 
selectivo estuvo condicionada por la aplicación de un Acuerdo declarado nulo, la resolución por 
la que se le atribuyó aquella puntuación está también viciada de nulidad, conforme a lo 
establecido en el artículo 47.1, letra a) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, por vulnerar su derecho de acceso en 
condiciones de igualdad a las funciones públicas, consagrado por el artículo 23.2 CE, por lo que 
procede que así se declare, se le incluya en la relación de seleccionados en el proceso selectivo, 
se le permita realizar la fase de prácticas y que, una vez superada, se proceda a su nombramiento 
como funcionario de carrera. Sostiene a tal efecto el actor que “la declaración de nulidad de una 
disposición general por ser de pleno derecho, produce efectos "ex tunc" y obliga a eliminar la 
disposición del ordenamiento jurídico, eliminando también aquellos actos que resulten de la 
aplicación directa de la disposición”. 

2. La vulneración del principio de igualdad en el acceso a las funciones públicas 
consagrado en el artículo 23.2 CE. 

Como de forma reiterada hemos declarado en nuestra doctrina (por todos, Dictámenes 
334/2019, 313/2021 o 307/2022), la ubicación de este artículo 23.2 en el Título I, Capítulo II, 
Sección 1ª de la Ley Fundamental lo hace susceptible de amparo constitucional, de conformidad 
con el artículo 53.2 CE y, en consecuencia, su eventual vulneración sería determinante de la 
nulidad del acto cuya revisión se solicita, en virtud de lo establecido en los artículos 62.1, letra 
a) LPAC y 47.1, letra a, LPACAP. 

El referido precepto establece que los ciudadanos “tienen derecho a acceder en 
condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos con los requisitos que señalen las 
leyes”. Si bien, en un primer momento, la doctrina constitucional fue algo vacilante a la hora de 
establecer el ámbito de este precepto y determinar si tenían cabida en él las funciones públicas 
de carácter profesional propias de los empleados públicos o si únicamente era aplicable al 
acceso a los cargos de representación política, el Alto Tribunal se decantó por entender que este 
derecho fundamental se proyecta sobre ambos tipos de función, aunque, en relación a los 
empleados públicos, únicamente es predicable de aquellos que mantienen con la 
Administración una relación estatutaria o funcionarial, no de carácter contractual laboral. 

Así, la STC 86/2004, señala expresamente que “las funciones públicas englobadas en la 
protección que dispensa el artículo 23.2 CE son aquellas que vienen desarrolladas por 
funcionarios públicos, en el sentido del artículo 103,3 CE, esto es, por aquellas personas 
vinculadas con la Administración mediante una relación de servicios de carácter estatutario”. 

Este derecho ha sido calificado por la doctrina constitucional como de configuración legal 
y de carácter puramente reaccional, pues el artículo 23.2 CE no otorga el derecho a desempeñar 
determinadas funciones públicas, sino únicamente permite impugnar ante la jurisdicción 
ordinaria y, en última instancia, ante el Tribunal Constitucional, toda norma o aplicación 
concreta de una norma que quiebre la igualdad (SSTC 161/2001, 137/2004, ó 30/2008, entre 
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otras). La doctrina constitucional señala, asimismo, que este precepto no consagra un 
pretendido derecho fundamental al estricto cumplimiento de la legalidad en el acceso a los 
cargos públicos, de forma que sólo cuando la infracción de las normas o bases del proceso 
selectivo implique, a su vez, una vulneración de la igualdad entre los participantes, cabe 
entender que se ha vulnerado esta dimensión interna y más específica del derecho que reconoce 
el artículo 23.2 CE (ATC 16/2010). Nos encontramos, por tanto, ante un derecho de igualdad lex 
espetialis, respecto del principio de igualdad consagrado por el artículo 14 CE, cuyo contenido 
puede sintetizarse en el siguiente: 

a) Predeterminación normativa del procedimiento de acceso a la función pública. 
b) Igualdad en la Ley, de forma que las normas rectoras de los procedimientos de acceso 

aseguren una situación jurídica de igualdad de todos los ciudadanos, prohibiendo el 
establecimiento de requisitos discriminatorios o referencias individualizadas o ad personam y 
no estrictamente referidos a los principios de mérito y capacidad. 

c) Igualdad en la aplicación de la Ley, de manera que las normas que regulan las pruebas 
selectivas se apliquen por igual a todos los interesados. 

En relación con esta última dimensión del derecho proclamado en el artículo 23.2 CE, éste 
incorpora también el derecho a la igualdad en la aplicación misma de la ley, de tal modo que, 
una vez garantizada la vinculación de la propia Administración a lo dispuesto en las normas 
reguladoras del procedimiento selectivo, ha de quedar también excluida toda diferencia de trato 
en el desarrollo del referido procedimiento. En todos los momentos del proceso selectivo, la 
Administración está objetivamente obligada a dispensar a todos un trato igual. Las condiciones 
de igualdad a las que se refiere el artículo 23.2 CE se proyectan, por tanto, no sólo a las propias 
leyes sino también a su aplicación e interpretación (STC 10/1998, de 13 de enero). 

En este sentido, “si bien el derecho fundamental del artículo 23.2 ha de conectarse 
ineludiblemente con la vinculación de la Administración a lo dispuesto en las bases que regulan 
el procedimiento de acceso a la función pública (...) el artículo 23.2 CE no consagra un pretendido 
derecho fundamental al estricto cumplimiento de la legalidad en el acceso a los cargos públicos,  
ya que sólo cuando la infracción de las bases del concurso implique, a su vez, una vulneración de 
la igualdad entre los participantes cabe entender que se ha vulnerado esta dimensión interna y 
más específica del derecho fundamental que reconoce el art. 23.2 CE, lo que de suyo exige, como 
asimismo se afirma, la existencia de un término de comparación sobre el que articular un 
eventual juicio de igualdad. En otros términos, la conexión existente entre el artículo 23.2 CE y la 
vinculación de la Administración a lo dispuesto en las bases no puede llevarse al extremo de que 
toda vulneración de las mismas (que normalmente supondrá una vulneración de los principios 
de mérito y capacidad que a través de las mismas se actúan) implique infracción del derecho 
fundamental, lo que sólo existirá cuando se produzca una diferencia de trato o, como en otros 
casos se ha sostenido, una quiebra relevante del procedimiento, que haría arbitraria la decisión 
que en esas condiciones se dictase" (STC 73/1998, FJ 3º, que reitera la doctrina contenida en la 
número 115/1996). 

Centrándonos en esta tercera manifestación del derecho fundamental estudiado, la 
igualdad en la aplicación de la Ley ha de interpretarse en el sentido de otorgar el mismo trato a 
todos los participantes durante el desarrollo del procedimiento selectivo. Del mismo modo, no 
toda vulneración de las bases del procedimiento selectivo constituye una vulneración del 
derecho de acceder a las funciones públicas en condiciones de igualdad, sino sólo cuando esa 
violación de las bases implique, a su vez, una quiebra de la igualdad de los participantes, porque 
exista una injustificada diferencia de trato entre éstos. 
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3. En la aplicación de la doctrina expuesta al supuesto ahora sometido a consulta, sería 

posible apreciar una vulneración del artículo 23.2 CE si el interesado tuviera derecho a que se le 
hubieran computado como servicios prestados a efectos del procedimiento selectivo los 
períodos estivales correspondientes a los años 2012 a 2014, que en la Resolución impugnada de 
17 de julio de 2015 no le fueron sumados y que, sin embargo, le fueron reconocidos con 
posterioridad, con ocasión del cumplimiento de la sentencia del Tribunal Supremo de constante 
cita, mediante el Acuerdo de 6 de julio de 2018. 

A tal efecto importa destacar que el desconocimiento o vulneración de aquellos 
elementos que en la selección de los empleados públicos tienen por finalidad la garantía de la 
objetividad del procedimiento selectivo y, en consecuencia, la salvaguardia de la igualdad de 
oportunidades de todos los aspirantes, pueden dar lugar a una quiebra del derecho al acceso a 
la función pública en condiciones de igualdad. Entre tales elementos y en el seno de un 
procedimiento concurrencial basado en la valoración de los méritos, la incorrecta aplicación del 
baremo de méritos o su desconocimiento, son susceptibles de producir una quiebra del indicado 
derecho cuando en dicha apreciación del mérito se beneficia o se perjudica de forma 
injustificada y arbitraria a un aspirante en detrimento del resto. 

De modo que ha de determinarse si el Sr  tenía derecho a que en el procedimiento 
selectivo en el que se insertan las resoluciones impugnadas se le computaran como servicios 
prestados los períodos estivales correspondientes a los años 2012 a 2014, espacios de tiempo 
en los que no trabajó porque de forma sistemática se extinguía su relación de servicio con la 
Administración regional cada 30 de junio, en aplicación de un apartado del Acuerdo del año 2012 
que fue declarado nulo en el año 2018 por sentencia. 

Entiende el Sr.  que su derecho al cómputo de tales períodos a efectos del 
procedimiento selectivo se deriva de los efectos ex tunc que tiene la declaración de nulidad del 
Acuerdo, que se extendería a todos los actos de aplicación del mismo, entre los que se 
encontraría la Resolución de 17 de julio de 2015 ahora impugnada. Frente a dicha concepción 
de los efectos de la declaración de nulidad de una disposición administrativa como lo es el 
Acuerdo del Consejo de Gobierno de 24 de febrero de 2012, por el que se establecen medidas 
en materia de Personal Docente en la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, ha de recordarse que aquéllos se regulan tanto en la normativa del 
procedimiento administrativo común como en la legislación procesal, y que el artículo 106.4 
LPACAP dispone con carácter general que, declarada la nulidad de una disposición, subsistirán 
los actos firmes dictados en aplicación de ella. 

Del mismo modo, el artículo 73 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, establece que las sentencias firmes que anulen un 
precepto de una disposición general no afectarán por sí mismas a la eficacia de las sentencias o 
actos administrativos firmes que lo hayan aplicado antes de que la anulación alcanzara efectos 
generales, salvo en el caso de que la anulación del precepto supusiera la exclusión o la reducción 
de las sanciones aún no ejecutadas completamente. 

En ambos regímenes, por tanto, la nulidad de la disposición administrativa no se extiende 
de forma automática a los actos firmes dictados en su aplicación, que subsisten y mantienen sus 
efectos, no siendo atacables por las vías ordinarias de recurso, sin perjuicio de la posibilidad de 
acudir a otras formas excepcionales o extraordinarias para dejar sin efectos tales actos, como la 
revisión de oficio. 

Ahora bien, ya hemos señalado que sólo cabe amparar en la acción prevista en el artículo 
106 LPACAP aquellas pretensiones anulatorias que se funden en una causa de nulidad de las 
previstas en el artículo 47 de la misma Ley (62 LPAC), circunstancia que procede analizar ahora 
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si concurre a la luz de las alegaciones de vulneración del derecho establecido en el artículo 23.2 
CE. 

A tal efecto y una vez descartada la extensión de la nulidad de la disposición 
administrativa a los actos de aplicación de aquélla, se advierte que el actor centra su 
argumentación en una remisión al razonamiento contenido en la STS, Sala de lo Contencioso-
Administrativo, núm. 966/2018, de 11 de junio, transcribiendo sus fundamentos jurídicos 
decimosexto y decimoséptimo, que se expresan en los siguientes términos:  

“Por tanto, ese Acuerdo, en cuanto decidió suspender los derechos retributivos 
correspondientes a los meses de julio y agosto del curso escolar y ordenó que con fecha 30 de 
junio de 2012 se extinguieran los contratos vigentes, extendiendo tales decisiones, o incluyendo 
en ellas, a los funcionarios docentes interinos no universitarios que hubieran sido nombrados al 
principio del curso escolar y con el designio de que desempeñaran las funciones propias de un 
profesor docente durante todo él, vulneró el principio de no discriminación que impone la 
Cláusula 4 del repetido Acuerdo marco (…) Tal vulneración es merecedora de la sanción de 
nulidad de pleno derecho. Tanto por la naturaleza de disposición administrativa que es propia 
de aquel Acuerdo (art. 62.2 de la Ley 30/1992, entonces vigente). Como, si lo anterior se pusiera 
en cuestión, por lesionar los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional [art. 
62.1.a) de la misma ley]. A este respecto, cabe añadir que la Directiva 1999/70/ CE, de 28 de 
junio, y el Acuerdo marco que figura en su anexo y cuya aplicación ordena, entroncan con uno 
de los derechos que reconoce la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, como 
es la igualdad de trato y la prohibición de discriminación (arts. 20 y 21 de ésta)”. 

Es importante destacar que esta sentencia alcanza la conclusión de que el Acuerdo que 
anula era discriminatorio tomando como términos de comparación al personal docente interino, 
de una parte, y al docente funcionario de carrera, de otra, de modo que la extinción de la 
relación de servicios a 30 de junio de cada año, que sólo se dispone para los interinos, 
determinaba una diferencia de trato no justificada.  

Ya señalamos en nuestro Dictamen 258/2019, que para el análisis de la cuestión la norma 
clave a considerar será, como apunta el propio Tribunal Supremo, “la Directiva 1999/70/CE, de 
28 de junio, pues es en ella donde se contiene la regulación singular o particular sobre el tipo de 
discriminación que es objeto de este recurso”. Directiva y Acuerdo marco que como se ha dicho, 
entroncan con uno de los derechos que reconoce la Carta de Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea, como es la igualdad de trato y la prohibición de discriminación (arts. 20 y 21 de 
ésta).  

El artículo 1 de la Directiva dispone que tiene por objeto aplicar el Acuerdo marco sobre 
el trabajo con contrato de duración determinada, que figura en el anexo, celebrado el 18 de 
marzo de 1999 entre las organizaciones interprofesionales de carácter general (UNICE, CEEP y 
CES). 

A su vez, la Cláusula Cuarta del Acuerdo Marco, bajo el epígrafe “Principio de no 
discriminación" dispone: “Por lo que respecta a las condiciones de trabajo, no podrá tratarse a 
los trabajadores con un contrato de duración determinada de una manera menos favorable que 
a los trabajadores fijos comparables por el mero hecho de tener un contrato de duración 
determinada, a menos que se justifique un trato diferente por razones objetivas”. 

En la interpretación de esta cláusula, el Tribunal Supremo en la ya citada Sentencia 
966/2018, de 11 de junio, sostiene que los funcionarios interinos docentes que son nombrados 
a principio de cada curso con el designio de desarrollar sus funciones como profesor hasta su 
finalización, son comparables a los docentes de carrera que desempeñan sus funciones en los 
mismos centros y que, en consecuencia, el Acuerdo de Consejo de Gobierno de 24 de febrero 
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de 2012 es nulo al suspender los derechos retributivos correspondientes a los meses de julio y 
agosto del curso escolar, percibidos por los interinos desde el año 2004, y al ordenar que las 
relaciones de servicio se extingan a 30 de junio de cada año.  

Estima, en definitiva, que a los efectos de la Cláusula Cuarta del Acuerdo Marco sobre 
trabajo de duración determinada, se vulnera el principio de no discriminación al considerar que 
la desigualdad de trato entre los docentes interinos y los de carrera no está justificada por 
razones objetivas. 

Sin embargo, esta interpretación que de conformidad con el Fundamento Jurídico Décimo 
de la Sentencia se basa en una abundante jurisprudencia europea que el Tribunal Supremo 
considera consolidada y que permite resolver la cuestión litigiosa sin necesidad de formular 
cuestión prejudicial (FJ Decimoctavo) ha sido rebatida por la Sentencia del Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea, de 21 de noviembre de 2018, recaída en el Asunto C-245/17 en respuesta 
a una cuestión prejudicial formulada por el TSJ de Castilla-La Mancha. Dice ahora el TJUE que la 
Cláusula Cuarta del Acuerdo Marco del trabajo de duración determinada “debe interpretarse en 
el sentido de que no se opone a una normativa nacional que permite a un empleador extinguir, 
en la fecha en que finaliza el período lectivo, la relación de servicio de duración determinada de 
los docentes nombrados como funcionarios interinos para un curso académico por el hecho de 
que, en esa fecha, ya no se dan las razones de necesidad y urgencia a las que se supeditó su 
nombramiento, mientras que se mantiene la relación de servicio por tiempo indefinido de los 
docentes que son funcionarios de carrera”. 

Dicha Sentencia contesta en los siguientes términos a la pregunta de si la finalización del 
período lectivo del curso escolar constituye una razón objetiva que justifique un trato diferente 
entre funcionarios interinos docentes y funcionarios de carrera: 

“43. En efecto, el hecho de que, en la fecha de finalización de las clases, no se extinga la 
relación de servicio de los docentes que son funcionarios de carrera o de que esta relación no se 
suspenda es inherente a la propia naturaleza de la relación de servicio de estos empleados. En 
efecto, estos están llamados a ocupar una plaza permanente precisamente porque su relación 
de servicio es por tiempo indefinido. 

44. En cuanto a las relaciones de servicio de duración determinada, como las de los 
interesados, se caracterizan en cambio, como se desprende de la cláusula 3, apartado 1, del 
Acuerdo Marco, por el hecho de que el empleador y el empleado acuerdan, cuando se inicia la 
relación, que ésta se extinguirá cuando se produzca una circunstancia fijada de manera objetiva, 
como la finalización de una tarea determinada, el advenimiento de un acontecimiento concreto 
o, incluso, una fecha concreta.... 

45. Corresponde exclusivamente al órgano jurisdiccional remitente apreciar si el 
empleador extinguió la relación de servicio de los interesados antes de que se produjese la 
circunstancia fijada de manera objetiva por las partes de los asuntos de los que conoce. Si así 
ocurriera, este hecho no constituiría una discriminación prohibida por el Acuerdo Marco, sino un 
incumplimiento por parte del empleador de las condiciones en las que se enmarca tal relación de 
servicio, incumplimiento que podría sancionarse, en su caso, con arreglo a las disposiciones 
nacionales aplicables 

(...) 
49. Por lo demás, del auto de remisión se desprende que el Sr. Indalecio y la Sra. Marisa 

alegan, en esencia, que sus relaciones de servicio de duración determinada no habrían debido 
extinguirse el 29 de junio de 2012, fecha en la que finalizó el período lectivo, sino el 14 de 
septiembre de 2012, es decir, unos dos meses y medio después, tal como se establecía en el 
acuerdo de 10 de marzo de 1994.  
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50. A este respecto, es preciso señalar que los interesados no solicitan ser tratados 

efectivamente, por lo que respecta a la duración de su relación de servicio, de la misma manera 
que sus compañeros funcionarios de carrera, que están llamados a ocupar sus puestos incluso 
después del 14 de septiembre de 2012. En realidad, lo que reclaman con sus solicitudes es el 
mismo trato que se otorgó a los docentes que en los anteriores cursos académicos fueron 
nombrados como funcionarios interinos hasta el 14 de septiembre. 

51. Pues bien, dado que el principio de no discriminación se ha aplicado y se ha concretado 
mediante el Acuerdo Marco únicamente en lo que respecta a las diferencias de trato entre 
trabajadores con contrato de duración determinada y trabajadores con contratos por tiempo 
indefinido que se encuentren en una situación comparable ( sentencia de 5 de junio de 2018, 
Montero Mateos, C-677/16, apartado 50 y jurisprudencia citada), las posibles diferencias de 
trato entre determinadas categorías de personal con contrato de duración determinada no están 
incluidas en el ámbito de aplicación del principio de no discriminación consagrado por dicho 
Acuerdo Marco (véase, en este sentido, la sentencia de 14 de septiembre de 2016, de Diego 
Porras, C-596/14, apartado 38 y jurisprudencia citada). 

52. En tales circunstancias, la diferencia de trato alegada por los interesados no puede 
estar comprendida, en cualquier caso, en el ámbito de aplicación de la cláusula 4, apartado 1, 
del Acuerdo Marco". 

A la luz de lo expuesto, la STSJ Castilla-La Mancha, Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
núm. 64/2019, de 12 de marzo, y considerando las Sentencias 966/2018, de 11 de junio, del 
Tribunal Supremo y la del TJUE de 21 de noviembre de 2018, se separa de la doctrina establecida 
por el Tribunal Supremo en dicha sentencia para, a la luz de la interpretación que con 
posterioridad a aquélla ha efectuado el TJUE de la Cláusula Cuarta del Acuerdo Marco para el 
trabajo de duración determinada, fijar que no incurre en una vulneración del principio de no 
discriminación allí proclamado el trato que respecto al momento de finalización de los 
nombramientos se da a los funcionarios interinos docentes y a los funcionarios de carrera. 

Ya se indicó supra que, en el supuesto ahora sometido a consulta y que constituye el 
objeto de este Dictamen, la alegación de trato discriminatorio realizada por el interesado se 
hace de modo genérico, mediante una remisión a la interpretación que se contiene en la STS 
966/2018 de la normativa europea sobre trabajo de duración determinada, interpretación que, 
sin embargo, ha sido rechazada por el TJUE y trasladada a la jurisprudencia española, no sólo 
por la STSJ Castilla -La Mancha antes citada, que fue la primera sentencia en aplicarla en nuestro 
país, sino también por el propio Tribunal Supremo en numerosas sentencias de su Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, cuya serie se inició con la número 1024/2020, de 16 de julio, y que 
continúa hoy día como muestra la STS núm. 1343/2022, de 24 de octubre, que a modo de juicio 
de la Sala sintetiza la siguiente doctrina: “…en las citadas sentencias, declaramos que la 
finalización del vínculo de relación de servicio se produce en las respectivas fechas de los ceses 
del personal funcionario interino --que en este caso fueron al 30 de junio de cada uno de los años 
reclamados--, y la iniciación de una nueva relación de servicio al inicio del siguiente curso escolar 
no invalida los efectos jurídicos de cada uno de los ceses precedentes, y, por ende, no otorga 
derecho alguno al funcionario interino en esta situación para percibir retribuciones por el periodo 
de tiempo transcurrido entre el cese anterior y el inicio de una nueva relación de servicio, como 
tampoco otorga derecho al reconocimiento de otros efectos de índole administrativa, como 
antigüedad o cómputo de servicios prestados, en relación al indicado periodo”. 

En consecuencia, el hoy actor no fue discriminado respecto de los funcionarios de carrera 
cuando se le cesó el 30 de junio de 2012, 2013 y 2014, ni vio vulnerado su derecho a acceder en 
condiciones de igualdad a la función pública cuando no se le computaron en el procedimiento 

M
AR

ÍN
 N

AV
AR

RO
, V

IC
TO

R 
JA

V
ER

02
/0

3/
20

23
 2

0:
03

:1
3

st
a 

es
 u

na
 c

op
ia

 a
ut

én
tic

a 
im

pr
im

ib
le

 d
e 

un
 d

oc
um

en
to

 e
le

ct
ró

ni
co

 a
dm

in
is

tr
at

iv
o 

ar
ch

iv
ad

o 
po

r 
la

 C
om

un
id

ad
 A

ut
ón

om
a 

de
 M

ur
ci

a,
 s

eg
ún

 a
rt

íc
ul

o 
27

.3
.c

) d
e 

la
 L

ey
 3

9/
20

15
 L

os
 fi

rm
an

te
s 

y 
la

s 
fe

ch
as

 d
e 

fir
m

a 
se

 m
ue

st
ra

n 
en

 lo
s 

re
cu

ad
ro

s.

Su
 a

ut
en

tic
id

ad
 p

ue
de

 s
er

 c
on

tr
as

ta
da

 a
cc

ed
ie

nd
o 

a 
la

 s
ig

ui
en

te
 d

ir
ec

ci
ón

: h
tt

ps
:/

/s
ed

e.
ca

rm
.e

s/
ve

ri
fic

ar
do

cu
m

en
to

s 
e 

in
tr

od
uc

ie
nd

o 
de

l c
ód

ig
o 

se
gu

ro
 d

e 
ve

ri
fic

ac
ió

n 
(C

SV
)



 

14 
 

 
selectivo convocado en 2015, como servicios efectivamente prestados, los meses de verano de 
dichos años en los que no trabajó porque había sido cesado. 

Por otra parte, aunque la Administración regional, atendiendo al criterio jurisprudencial 
imperante en aquel momento, acordó en el año 2018 reconocer efectos tanto administrativos 
(en forma de reconocimiento de servicios prestados) como retributivos a dichos períodos de 
cese, y ordenó la “anotación inmediata de servicios a todos los docentes con derecho a ello, con 
los correspondientes efectos sobre las oposiciones y los actos de adjudicación” (apartado 1 del 
Acuerdo de 6 de julio de 2018), lo hizo sin establecer un efecto retroactivo de dichas 
anotaciones, de modo que de conformidad con el artículo 39.1 LPACAP, aquéllas se presumirán 
válidas y producirán efectos desde la fecha en que se realicen y no antes, por lo que no era 
procedente su cómputo en un procedimiento convocado y resuelto tres años antes, en el año 
2015. Adviértase, por otra parte, que este Acuerdo de 6 de julio de 2018 no ha sido impugnado 
por el actor en el actual procedimiento de revisión de oficio ni consta que lo haya atacado por 
otros medios, como debería haber hecho si consideraba que los efectos reconocidos por el 
mismo habían de retrotraerse al momento en que se prestaron los servicios anotados. 

QUINTA.- De la nulidad de la Orden de 7 de septiembre de 2016 por la que se declaran los 
aspirantes que han superado la fase de prácticas del procedimiento selectivo: inexistencia. 

Ya señalamos supra que el actor dirige la acción de nulidad no sólo frente a la Resolución 
de 17 de julio de 2015, sino también frente a la Orden de 7 de septiembre de 2016, de la 
Consejería de Educación y Universidades, por la que se declaran los aspirantes que han superado 
la fase de prácticas.  

Como bien indica la Dirección de los Servicios Jurídicos, esta Orden nada tiene que ver con 
la valoración de los méritos del interesado en la fase de concurso, argumentación que 
fundamenta su acción, por lo que su nulidad únicamente podría derivarse de la de otros actos 
previos del procedimiento selectivo, con los que estuviera directa e íntimamente vinculada, 
como la Resolución de 17 de julio de 2015, determinante de los aspirantes que tienen derecho 
a pasar a la fase de prácticas del procedimiento selectivo. Descartada la nulidad de dicha 
resolución conforme a lo señalado en la Consideración cuarta de este Dictamen, no se aprecia 
causa de nulidad en la Orden impugnada. 

Corolario de lo expuesto es que procede desestimar la solicitud de revisión de oficio a la 
que se refiere este Dictamen, toda vez que no se advierte que los actos impugnados incurran en 
causa de nulidad alguna. >> 

 
II. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO.- El artículo 106.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
establece: “1. las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por 
iniciativa propia o a solicitud de interesado, y previo dictamen favorable del 
Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, 
si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los actos administrativos que 
hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, 
en los supuestos previstos en el artículo 47.1”. 

SEGUNDO.- Atendiendo a lo dictaminado por el Consejo Jurídico de la 
Región de Murcia en sentido desfavorable a la propuesta de revisión de oficio, 
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no procede declarar de oficio la nulidad de la Resolución de 17 de julio de 2015, 
de la Dirección General de Planificación Educativa y Recursos Humanos, por la 
que se publican las puntuaciones definitivas de la fase de concurso y las listas 
de seleccionados en los procedimientos selectivos para ingreso, accesos y 
adquisición de nuevas especialidades en los Cuerpos de Profesores de 
Enseñanza Secundaria, Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, 
Profesores Técnicos de Formación Profesional, Profesores de Música y Artes 
Escénicas y Profesores de Artes Plásticas y Diseño convocados por Orden de 
13 de marzo de 2015; y de la Orden de 7 de septiembre de 2016, de la Consejería 
de Educación y Universidades, por la que se declara que han superado la fase 
de prácticas los aspirantes seleccionados en los procedimientos selectivos 
convocados por Orden de 13 de marzo de 2015, y se aprueba el expediente del 
proceso selectivo, al no estar incursos dichos actos en la causa de nulidad del 
artículo 47.1 a) de la Ley 39/2015 LPACAP (en su día en el 62.1 de la Ley 
30/1992 LPAC) 

Por todo ello, de conformidad con el artículo 16.2.c) de la ley 7/2004, de 28 
de Diciembre, de Organización y Régimen Jurídico de la Administración Publica 
de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, en relación con el artículo 
22.27 de la ley 6/2004, de 28 de Diciembre, del Presidente y del Consejo de 
Gobierno de la Región de Murcia y los artículos 106.5 y 95 de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, y de acuerdo con el Consejo Jurídico, se eleva la siguiente 

PROPUESTA DE ACUERDO 

PRIMERO.- DECLARAR que no procede la revisión de oficio de la 
Resolución de 17 de julio de 2015, de la Dirección General de Planificación 
Educativa y Recursos Humanos, por la que se publican las puntuaciones 
definitivas de la fase de concurso y las listas de seleccionados en los 
procedimientos selectivos para ingreso, accesos y adquisición de nuevas 
especialidades en los Cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, 
Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores Técnicos de Formación 
Profesional, Profesores de Música y Artes Escénicas y Profesores de Artes 
Plásticas y Diseño convocados por Orden de 13 de marzo de 2015; y de la Orden 
de 7 de septiembre de 2016, de la Consejería de Educación y Universidades, por 
la que se declara que han superado la fase de prácticas los aspirantes 
seleccionados en los procedimientos selectivos convocados por Orden de 13 de 
marzo de 2015, y se aprueba el expediente del proceso selectivo. 

SEGUNDO.- Notificar este Acuerdo al interesado, D. José David  
, con indicación de que contra el mismo, que pone fin a la vía 

M
AR

ÍN
 N

AV
AR

RO
, V

IC
TO

R 
JA

V
ER

02
/0

3/
20

23
 2

0:
03

:1
3

st
a 

es
 u

na
 c

op
ia

 a
ut

én
tic

a 
im

pr
im

ib
le

 d
e 

un
 d

oc
um

en
to

 e
le

ct
ró

ni
co

 a
dm

in
is

tr
at

iv
o 

ar
ch

iv
ad

o 
po

r 
la

 C
om

un
id

ad
 A

ut
ón

om
a 

de
 M

ur
ci

a,
 s

eg
ún

 a
rt

íc
ul

o 
27

.3
.c

) d
e 

la
 L

ey
 3

9/
20

15
 L

os
 fi

rm
an

te
s 

y 
la

s 
fe

ch
as

 d
e 

fir
m

a 
se

 m
ue

st
ra

n 
en

 lo
s 

re
cu

ad
ro

s.

Su
 a

ut
en

tic
id

ad
 p

ue
de

 s
er

 c
on

tr
as

ta
da

 a
cc

ed
ie

nd
o 

a 
la

 s
ig

ui
en

te
 d

ir
ec

ci
ón

: h
tt

ps
:/

/s
ed

e.
ca

rm
.e

s/
ve

ri
fic

ar
do

cu
m

en
to

s 
e 

in
tr

od
uc

ie
nd

o 
de

l c
ód

ig
o 

se
gu

ro
 d

e 
ve

ri
fic

ac
ió

n 
(C

SV
)



 

16 
 

 
administrativa, cabe interponer recurso potestativo de reposición ante el Consejo 
de Gobierno, en el plazo de un mes, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 
123 y 124 la Ley 39/2015 ,de 1 de Octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, o bien recurso contencioso-
administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Murcia, en el plazo de dos meses, a partir del día 
siguiente a su notificación. 

 EL CONSEJERO DE EDUCACIÓN, FORMACION PROFESIONAL Y 
EMPLEO 

Fdo: Víctor Javier Marín Navarro 
(Documento firmado digitalmente al margen) 
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INFORME JURÍDICO 

Visto el borrador de la propuesta de acuerdo a Consejo de Gobierno relativa 
a la declaración de la improcedencia de la revisión de oficio formulada por D. 
José David , este Servicio Jurídico, informa favorablemente en el 
sentido de la propuesta de acuerdo cuyo texto se recoge a continuación siendo 
correctas todas la referencias legales que en ella se mencionan. 

“PROPUESTA DE ACUERDO A CONSEJO DE GOBIERNO DE RESOLUCION 
DE PROCEDIMIENTO DE REVISIÓN DE OFICIO (Exp. R-OF 2/2019) 

Visto el expediente relativo a la revisión de oficio formulada por D. José 
David , con D.N.I. , respecto a la Resolución de 17 de 
julio de 2015, de la Dirección General de Planificación Educativa y Recursos 
Humanos, por la que se publican las puntuaciones definitivas de la fase de 
concurso y las listas de seleccionados en los procedimientos selectivos para 
ingreso, accesos y adquisición de nuevas especialidades en los Cuerpos de 
Profesores de Enseñanza Secundaria, Profesores de Escuelas Oficiales de 
Idiomas, Profesores Técnicos de Formación Profesional, Profesores de Música 
y Artes Escénicas y Profesores de Artes Plásticas y Diseño convocados por 
Orden de 13 de marzo de 2015; y de la Orden de 7 de septiembre de 2016, de 
la Consejería de Educación y Universidades, por la que se declara que han 
superado la fase de prácticas los aspirantes seleccionados en los procedimientos 
selectivos convocados por Orden de 13 de marzo de 2015, y se aprueba el 
expediente del proceso selectivo, y vistos los siguientes: 

I. ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO.- D. José David  participó en el procedimiento 
selectivo convocado por Orden de 13 de marzo de 2015 de la Consejería de 
Educación, Cultura y Universidades, para ingreso, accesos y adquisición de 
nuevas especialidades en los Cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, 
Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores Técnicos de Formación 
Profesional, Profesores de Música y Artes Escénicas y Profesores de Artes 
Plásticas y Diseño celebrado en el año 2015 y por la que se regula la 
composición de las listas de interinidad en estos cuerpos para el curso 2015-
2016, como aspirante a una plaza del Cuerpo de Profesores Técnicos de 
Formación Profesional, especialidad de Operaciones y Equipos de Producción 
Agraria.  
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SEGUNDO.- D. José David  obtuvo una puntuación final de 
7,1524 puntos, sin que resultara seleccionado, quedando integrado en el Bloque 
I de la lista de aspirantes a cubrir plazas en régimen de interinidad, a la que se 
alude en la base 23.a) de la Orden de 13 de marzo de 2015 por la especialidad 
de Operaciones y Equipos de Producción Agraria del Cuerpo de Profesores 
Técnicos de Formación Profesional, al haber obtenido en la fase de oposición 
una nota superior a cinco puntos. 

TERCERO.- Mediante Resolución de 17 de julio de 2015, de la Dirección 
General de Planificación Educativa y Recursos Humanos, se publican las 
puntuaciones definitivas de la fase de concurso y las listas de seleccionados en 
los procedimientos selectivos para ingreso, accesos y adquisición de nuevas 
especialidades, en los cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, 
Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores Técnicos de Formación 
Profesional, Profesores de Música y Artes Escénicas y Profesores de Artes 
Plásticas y Diseño convocados por Orden de 13 de marzo de 2015. 

CUARTO.- Mediante Orden de 7 de septiembre de 2016, de la Consejería 
de Educación y Universidades, se declara que han superado la fase de prácticas 
los aspirantes seleccionados en los procedimientos selectivos convocados por 
Orden de 13 de marzo de 2015, y se aprueba el expediente del proceso selectivo.  

QUINTO.- Concluido el procedimiento selectivo, no consta que el 
interesado formulara reclamación en vía administrativa sobre las puntuaciones 
otorgadas en la fase de oposición y de concurso, ni sobre ninguna de las 
resoluciones y órdenes dictadas en el desarrollo del proceso. 

SEXTO.- Con fecha 11 de junio de 2018, la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Supremo dicta la Sentencia nº 966/2018,  en el 
recurso de Casación interpuesto por la Asociación de Interinos Docentes de la 
Región de Murcia (AIDMUR) contra la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, de 2 de octubre de 
2015, recaída en el recurso nº 291/2012, sobre impugnación del Acuerdo del 
Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia de 24 
de febrero de 2012, por el que se establecen medidas en materia de personal 
docente de la Administración Pública de la Región de Murcia. El tenor literal del 
fallo es el siguiente: 

“Ha lugar al recurso de casación que interpone la representación procesal 
de la Asociación de Interinos Docentes de la Región de Murcia AIDMUR, contra 
la Sentencia de 2 de octubre de 2015, dictada por la Sección Primera de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, en 
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el procedimiento ordinario núm. 291/2012. Sentencia que casamos y dejamos 
sin efecto. 

DECLARAMOS la nulidad de pleno derecho de lo dispuesto en los números 
1 y 2 del apartado Segundo del Acuerdo del Consejo de Gobierno de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia de fecha 24 de febrero de 2012, 
publicado en el BORM nº 74 de 29 de marzo del mismo año, por el que se 
establecían medidas en materia de Personal Docente en la Administración 
Pública de dicha Comunidad. Tales números, cuya nulidad de pleno derecho 
declaramos, decían así: 

«1. Suspender el apartado sexto, ‘derechos retributivos’, del Acuerdo para 
la provisión de puestos de trabajo de los cuerpos docentes no universitarios, en 
régimen de interinidad en centros dependientes de la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia, publicado por Resolución de 6 de mayo de 2004 de la 
Consejería de Hacienda, y prorrogado en sus mismos términos por el Acuerdo 
de 23 de marzo de 2009. 

2. La duración del nombramiento del personal docente interino se ajustará 
al tiempo que duren las circunstancias que dieron lugar a su nombramiento y se 
mantendrá mientras persistan las razones de urgencia o necesidad que lo 
justificaron, cesando, como máximo el 30 de junio de cada año. En 
consecuencia, con fecha 30 de junio de 2012, se extinguirán los contratos 
vigentes del personal docente interino.»” 

SÉPTIMO.- En cumplimiento de la Sentencia nº 966/2018, la 
Administración y las organizaciones sindicales adoptaron, con fecha 6 de julio de 
2018, el siguiente acuerdo: 

“1. Anotación inmediata de servicios a todos los docentes con derecho a 
ello, con los correspondientes efectos sobre las oposiciones y los actos de 
adjudicación. 

2. Presupuesto 2018: abono, previa solicitud, de la totalidad de los atrasos 
y regulación de trienios y sexenios a los recurrentes que acudieron a la Sala y 
han ganado la sentencia, al resto de demandantes iniciales y a los inmersos en 
causas judiciales  suspensas, siguiendo el ritmo marcado por los tribunales. 

3. Presupuesto 2019: Abono, previa solicitud, del verano de 2012 a los que 
trabajaran 165  días en el curso 2011-12, con regulación de  trienios y sexenios. 

4. Presupuesto 2020: Abono, previa solicitud, del verano de 2013 a los que 
trabajaran 165 días en el curso 2012-13. Abono del verano  de 2014 a los que 
trabajaran 255 días en el curso 2013-14. Todo  ello con regulación de trienios y 
sexenios. 

5. Presupuesto 2021: Abono, previa solicitud, del verano de 2015 a los que 
trabajaran 255 días con regulación  de trienios y sexenios. 
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6. Si por razones presupuestarias no se pudiera acometer el pago completo 
de algún verano se comenzarán los pagos por orden de antigüedad hasta agotar 
la partida correspondiente. En caso en que en alguno de los ejercicios no hubiera 
presupuesto, sino prórroga del anterior, los pagos podrían extenderse por los 
mismos períodos. 

7. Aquellos docentes inmersos en reclamaciones administrativas o 
contenciosas distintas de lo expresado en el punto 2 percibirán los atrasos 
cuando finalicen las mismas, con el objeto de cumplir fielmente las resoluciones 
adoptadas por los tribunales de justicia. La posibilidad de renunciar a tales 
acciones quedará establecida en la aplicación informática que se elabore al 
efecto.” 

OCTAVO.- El Sr.  presentó escrito, con fecha 21 de 
septiembre de 2018, en el que solicita la revisión de oficio de los actos 
administrativos que se indican a continuación: 

- Resolución de 17 de julio de 2015, de la Dirección General de 
Planificación Educativa y Recursos Humanos, por la que se publican las 
puntuaciones definitivas de la fase de concurso y las listas de seleccionados en 
los procedimientos selectivos para ingreso, accesos y adquisición de nuevas 
especialidades, en los cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, 
Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores Técnicos de Formación 
Profesional, Profesores de Música y Artes Escénicas y Profesores de Artes 
Plásticas y Diseño convocados por Orden de 13 de marzo de 2015. 

- Orden de 7 de septiembre de 2016, de la Consejería de Educación y 
Universidades, por la que se declara que han superado la fase de prácticas los 
aspirantes seleccionados en los procedimientos selectivos convocados por 
Orden de 13 de marzo de 2015, y se aprueba el expediente del proceso selectivo. 

El interesado alega que en el procedimiento selectivo convocado por la 
Orden de 13 de marzo de 2015 se le valoraron los méritos perfeccionados hasta 
el 30 de junio de 2015 y que, teniendo en cuenta que la Administración educativa 
en el mes de julio de 2018, le reconoció de oficio como efectivamente trabajados 
los días correspondientes al periodo de verano de los años 2012, 2013, 2014 y 
2015, este tiempo debe valorarse en la fase de concurso, de forma que le 
correspondería una puntuación 3,4998 en lugar de los 3,1666 puntos, y que 
como consecuencia de ello debería resultar incluido entre los seleccionados. 

NOVENO.- Mediante Orden de 6 de noviembre de 2019, de la Consejera 
de Educación y Cultura, se dispone la inadmisión a trámite de la citada solicitud 
de revisión de oficio. BE
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DECIMO.- Contra dicha Orden el interesado interpuso recurso contencioso-
administrativo, habiendo dictado la Sala de lo Contencioso Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Murcia,  la sentencia nº 98/2021, de 5 de marzo, 
cuyo fallo tiene el siguiente tenor literal: 

“Estimar parcialmente el recurso contencioso administrativo interpuesto por 
Don José David  anulando la Orden de 6/11/2019, de la Consejería 
de Educación y Cultura que inadmitió a trámite la revisión de oficio solicitada por 
el mismo de la Resolución de 17/7/2015 de la Dirección General de planificación 
educativa y recursos humanos y de la Orden de 7/9/2016 de la Consejería de 
Educación y Universidades, detalladas en el encabezamiento de la presente 
Sentencia, por no resultar la misma ajustada a derecho, debiendo proceder la 
Administración a admitir a trámite su solicitud de revisión y a sustanciarla por los 
trámites legales hasta el dictado de resolución motivada que le ponga término al 
procedimiento resolviendo sobre las pretensiones deducidas por el demandante; 
sin costas.” 

Con fecha 17 de mayo de 2021, se remite al Servicio de Planificación y 
Provisión de Efectivos de la Dirección General de Recursos Humanos, 
Planificación Educativa y Evaluación, el Decreto dictado por la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior Justicia de Murcia, en el 
Procedimiento Ordinario nº 32/2020, por el que se declara la firmeza de la 
Sentencia nº 98/2021, para que en el plazo previsto en la ley se lleve a puro y 
debido efecto lo en ella acordado, adoptándose las resoluciones procedentes 
para el cumplimiento de las declaraciones contenidas en el fallo. 

UNDÉCIMO.- Mediante comunicación interna se remite informe de 31 de 
mayo de 2021, de la Dirección General de Recursos Humanos, Planificación 
Educativa y Evaluación en relación la Sentencia nº 98/2021 dictada en el citado 
PO nº 32/2020, al que adjunta un certificado efectuado por el Jefe de Servicio de 
Gestión Informática de la Consejería de Economía, Hacienda y Transformación 
Digital. Tras el estudio de la documentación obrante en el expediente, con fecha 
20 de diciembre de 2021 por el Servicio Jurídico se solicita a la Dirección General 
de Recursos Humanos, Planificación Educativa y Evaluación la subsanación de 
algunos aspectos del informe y certificado señalados anteriormente. 

DUODÉCIMO.- Con fecha 25 enero 2022, se recibe en el Servicio Jurídico 
de la Secretaría General de esta Consejería informe de esa misma fecha emitido 
por el Servicio de Planificación y Provisión de Efectivos de la Dirección General 
de Recursos Humanos, Planificación Educativa y Evaluación. 

DÉCIMOTERCERO.- Previa propuesta de la Consejera de Educación, se 
adopta con fecha 24 de marzo de 2022 por el Consejo de Gobierno Acuerdo de 
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incoación del procedimiento de revisión de oficio de la Resolución de 17 de julio 
de 2015, de la Dirección General de Planificación Educativa y Recursos 
Humanos, por la que se publican las puntuaciones definitivas de la fase de 
concurso y las listas de seleccionados en los procedimientos selectivos para 
ingreso, accesos y adquisición de nuevas especialidades, en los cuerpos de 
Profesores de Enseñanza Secundaria, Profesores de Escuelas Oficiales de 
Idiomas, Profesores Técnicos de Formación Profesional, Profesores de Música 
y Artes Escénicas y Profesores de Artes Plásticas y Diseño convocados por 
Orden de 13 de marzo de 2015; y de la Orden de 7 de septiembre de 2016, de 
la Consejería de Educación y Universidades, por la que se declara que han 
superado la fase de prácticas los aspirantes seleccionados en los 
procedimientos selectivos convocados por Orden de 13 de marzo de 2015, y se 
aprueba el expediente del proceso selectivo. En dicho Acuerdo se nombra 
instructora del procedimiento, y se avoca la competencia para resolver la revisión 
de oficio de la citada Resolución de 17 de julio de 2015, de la Dirección General 
de Planificación Educativa y Recursos Humanos de la Consejería de Educación. 
Este acto se notifica al interesado con fecha 20 de abril de 2022. 

DÉCIMOCUARTO.- Mediante oficio de 26 de abril de 2022, se confiere al 
interesado trámite de audiencia para que pueda tomar vista del expediente, 
formular alegaciones y presentar los documentos que estime pertinentes. La 
notificación se practica por medios electrónicos atendiendo a lo dispuesto en el 
artículo 41.1 de la Ley 39/2015 en relación con el artículo 42.2 dada la condición 
de empleado público del interesado. La notificación fue aceptada con fecha 28 
de abril de 2022, según consta en el certificado del Servicio de Notificaciones 
Electrónicas y de Dirección Electrónica Habilitada. No consta que haya hecho 
uso de este derecho. 

DECIMOQUINTO.- Tras llevarse a cabo la instrucción del procedimiento de 
revisión de oficio y practicarse el trámite de audiencia al interesado, se elaboró 
propuesta de resolución del expediente de referencia en fecha 17 de mayo de 
2022, que fue sometida al preceptivo dictamen de la Dirección de los Servicios 
Jurídicos conforme al artículo 7.1.l de la Ley 4/2004, de 22 de octubre, de 
Asistencia Jurídica de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, 
evacuándose en fecha 21 de julio de 2022 Informe nº 62/2022 en sentido 
favorable a la propuesta de resolución. 

DECIMOSEXTO.- Con fecha 29 de julio de 2022 se remite el expediente al 
Consejo Jurídico de la Región de Murcia para emisión del preceptivo dictamen 
de dicho órgano consultivo. BE

LM
O

NT
E 

AL
BA

LA
DE

JO
, M

AR
IA

 D
EL

 P
LA

R
FE

RN
AN

DE
Z 

GO
NZ

ÁL
EZ

, M
AR

ÍA
 C

O
NC

EP
CI

O
N

02
/0

3/
20

23
 1

1:
26

:5
7

02
/0

3/
20

23
 1

2:
54

:2
2

st
a 

es
 u

na
 c

op
ia

 a
ut

én
tic

a 
im

pr
im

ib
le

 d
e 

un
 d

oc
um

en
to

 e
le

ct
ró

ni
co

 a
dm

in
is

tr
at

iv
o 

ar
ch

iv
ad

o 
po

r 
la

 C
om

un
id

ad
 A

ut
ón

om
a 

de
 M

ur
ci

a,
 s

eg
ún

 a
rt

íc
ul

o 
27

.3
.c

) d
e 

la
 L

ey
 3

9/
20

15
 L

os
 fi

rm
an

te
s 

y 
la

s 
fe

ch
as

 d
e 

fir
m

a 
se

 m
ue

st
ra

n 
en

 lo
s 

re
cu

ad
ro

s.

Su
 a

ut
en

tic
id

ad
 p

ue
de

 s
er

 c
on

tr
as

ta
da

 a
cc

ed
ie

nd
o 

a 
la

 s
ig

ui
en

te
 d

ir
ec

ci
ón

: h
tt

ps
:/

/s
ed

e.
ca

rm
.e

s/
ve

ri
fic

ar
do

cu
m

en
to

s 
e 

in
tr

od
uc

ie
nd

o 
de

l c
ód

ig
o 

se
gu

ro
 d

e 
ve

ri
fic

ac
ió

n 
(C

SV
)



 
 

DECIMOSEPTIMO.- En fecha 29 de julio de 2022 se acuerda por la 
instructora suspender el plazo máximo para la resolución del procedimiento de 
revisión de oficio, con efectos desde la solicitud del preceptivo dictamen al 
Consejo Jurídico hasta la recepción del mismo en la Consejería de Educación. 
Dicho acuerdo se notifica al interesado mediante su puesta a disposición en 
fecha 29 de julio de 2022 y la fecha de vencimiento el 8 de agosto de 2022. 

DECIMOCTAVO.- Con fecha 24 de febrero de 2023 se recibe en el Servicio 
Jurídico de la Consejería de Educación, Formación Profesional y Empleo el 
Dictamen nº 39/2023, de 21 de febrero, del Consejo Jurídico, en el que se 
concluye que no se aprecia la concurrencia de causa de nulidad alguna en los 
actos administrativos impugnados por el actor en base a las siguientes 
consideraciones: 

<< CUARTA.- De la causa de nulidad invocada. 
La potestad de revisión de oficio, reconocida en general a la Administración por el artículo 

106, con los límites del 110 LPACAP, supone una facultad excepcional que se le otorga para 
revisar los actos administrativos sin acudir a los Tribunales y sin tan siquiera esperar a su 
impugnación por los interesados. Prevista para vicios especialmente graves causantes de la 
nulidad de los actos, constituye, en definitiva, una manifestación extrema de la autotutela 
administrativa. Cuando es el interesado quien insta la revisión de oficio de un determinado acto, 
se configura como verdadera acción de nulidad y en tanto que vía excepcional y extraordinaria 
para impugnar actos administrativos ya firmes y sin sometimiento a plazo se le imponen por el 
ordenamiento estrictos y numerosos límites. 

Por lo que aquí interesa, el primero de ellos reside en los motivos que legitiman para 
acudir a esta vía revisoria. Dichos motivos, contenidos en el artículo 47.1 LPACAP (en su día en 
el 62.1 LPAC), constituyen verdaderas causas tasadas, con enumeración exhaustiva, y cuya 
especial gravedad, en definitiva, fundamenta esa potestad excepcional, como, asimismo, tanto 
el Consejo de Estado como la jurisprudencia del Tribunal Supremo han venido entendiendo de 
manera constante y reiterada (por todas SSTS de 30 de marzo de 1982, 17 de octubre de 2000 y 
12 de marzo de 2002). 

Para el actor, las resoluciones impugnadas incurrirían en la causa de nulidad del artículo 
47.1, letra a) LPACAP. Ya hemos señalado que dado el tiempo en que fueron dictados los actos 
cuya nulidad se solicita, anteriores a la entrada en vigor de la LPACAP, ha de estarse al régimen 
sustantivo entonces vigente, por lo que habrá de atenderse a la causa de nulidad fijada en el 
artículo 62.1, letra a), la cual en cualquier caso, tiene idéntica redacción que la establecida en la 
LPACAP. 

1. Entiende el interesado que la puntuación otorgada en el procedimiento selectivo 
convocado por Orden de 13 de marzo de 2015 y que se refleja en la Resolución de 17 de julio de 
2015, ahora impugnada, fue consecuencia de la aplicación de lo establecido en el Acuerdo de 
Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia de fecha 24 de febrero 
de 2012, por el que se establecían medidas en materia de personal docente en la Administración 
Pública de la Región de Murcia, que suspendió la aplicación del apartado sexto, “derechos 
retributivos” del Acuerdo para 1a provisión de puestos de trabajo de los cuerpos docentes no 
universitarios, en régimen de interinidad, en centros dependientes de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, publicado por Resolución de 6 de mayo de 2004, de la Consejería de 
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Hacienda, ordenando la extinción de todos los contratos vigentes del personal docente interino 
con efectos de 30 de junio de 2012 y en la misma fecha de los años sucesivos. 

Este Acuerdo de 2012 fue declarado nulo por la STS, Sala de lo Contencioso-
Administrativo, núm. 966/2018, de 11 de junio, al considerar que suponía una discriminación 
injustificada para el personal docente interino respecto del personal funcionario de carrera.  

Afirma el actor que, en cumplimiento del indicado fallo, la Administración le ha 
reconocido un total de 4 meses y 28 días correspondientes a los meses de verano de los años 
2012 a 2015, durante los cuales vio indebidamente extinguida su relación de servicio con la 
Administración regional, períodos de servicios ahora reconocidos que, sin embargo, no se 
computaron en el procedimiento selectivo convocado por Orden de 13 de marzo de 2015. 

En la medida en que de conformidad con las bases reguladoras del procedimiento 
selectivo, debían haberle sido computados los servicios prestados hasta el 30 de junio de 2015, 
de haber sido tenidos en cuenta los servicios reconocidos tras el cumplimiento de la sentencia, 
ello habría incrementado su puntuación final hasta los 7,2635 puntos, superior a la de la 
seleccionada en último lugar, lo que habría determinado el derecho del actor a ser nombrado 
funcionario de carrera tras la superación del oportuno período de prácticas. 

Entiende el actor que dado que la puntuación que le fue otorgada en el procedimiento 
selectivo estuvo condicionada por la aplicación de un Acuerdo declarado nulo, la resolución por 
la que se le atribuyó aquella puntuación está también viciada de nulidad, conforme a lo 
establecido en el artículo 47.1, letra a) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, por vulnerar su derecho de acceso en 
condiciones de igualdad a las funciones públicas, consagrado por el artículo 23.2 CE, por lo que 
procede que así se declare, se le incluya en la relación de seleccionados en el proceso selectivo, 
se le permita realizar la fase de prácticas y que, una vez superada, se proceda a su nombramiento 
como funcionario de carrera. Sostiene a tal efecto el actor que “la declaración de nulidad de una 
disposición general por ser de pleno derecho, produce efectos "ex tunc" y obliga a eliminar la 
disposición del ordenamiento jurídico, eliminando también aquellos actos que resulten de la 
aplicación directa de la disposición”. 

2. La vulneración del principio de igualdad en el acceso a las funciones públicas 
consagrado en el artículo 23.2 CE. 

Como de forma reiterada hemos declarado en nuestra doctrina (por todos, Dictámenes 
334/2019, 313/2021 o 307/2022), la ubicación de este artículo 23.2 en el Título I, Capítulo II, 
Sección 1ª de la Ley Fundamental lo hace susceptible de amparo constitucional, de conformidad 
con el artículo 53.2 CE y, en consecuencia, su eventual vulneración sería determinante de la 
nulidad del acto cuya revisión se solicita, en virtud de lo establecido en los artículos 62.1, letra 
a) LPAC y 47.1, letra a, LPACAP. 

El referido precepto establece que los ciudadanos “tienen derecho a acceder en 
condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos con los requisitos que señalen las 
leyes”. Si bien, en un primer momento, la doctrina constitucional fue algo vacilante a la hora de 
establecer el ámbito de este precepto y determinar si tenían cabida en él las funciones públicas 
de carácter profesional propias de los empleados públicos o si únicamente era aplicable al 
acceso a los cargos de representación política, el Alto Tribunal se decantó por entender que este 
derecho fundamental se proyecta sobre ambos tipos de función, aunque, en relación a los 
empleados públicos, únicamente es predicable de aquellos que mantienen con la 
Administración una relación estatutaria o funcionarial, no de carácter contractual laboral. 

Así, la STC 86/2004, señala expresamente que “las funciones públicas englobadas en la 
protección que dispensa el artículo 23.2 CE son aquellas que vienen desarrolladas por 
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funcionarios públicos, en el sentido del artículo 103,3 CE, esto es, por aquellas personas 
vinculadas con la Administración mediante una relación de servicios de carácter estatutario”. 

Este derecho ha sido calificado por la doctrina constitucional como de configuración legal 
y de carácter puramente reaccional, pues el artículo 23.2 CE no otorga el derecho a desempeñar 
determinadas funciones públicas, sino únicamente permite impugnar ante la jurisdicción 
ordinaria y, en última instancia, ante el Tribunal Constitucional, toda norma o aplicación 
concreta de una norma que quiebre la igualdad (SSTC 161/2001, 137/2004, ó 30/2008, entre 
otras). La doctrina constitucional señala, asimismo, que este precepto no consagra un 
pretendido derecho fundamental al estricto cumplimiento de la legalidad en el acceso a los 
cargos públicos, de forma que sólo cuando la infracción de las normas o bases del proceso 
selectivo implique, a su vez, una vulneración de la igualdad entre los participantes, cabe 
entender que se ha vulnerado esta dimensión interna y más específica del derecho que reconoce 
el artículo 23.2 CE (ATC 16/2010). Nos encontramos, por tanto, ante un derecho de igualdad lex 
espetialis, respecto del principio de igualdad consagrado por el artículo 14 CE, cuyo contenido 
puede sintetizarse en el siguiente: 

a) Predeterminación normativa del procedimiento de acceso a la función pública. 
b) Igualdad en la Ley, de forma que las normas rectoras de los procedimientos de acceso 

aseguren una situación jurídica de igualdad de todos los ciudadanos, prohibiendo el 
establecimiento de requisitos discriminatorios o referencias individualizadas o ad personam y 
no estrictamente referidos a los principios de mérito y capacidad. 

c) Igualdad en la aplicación de la Ley, de manera que las normas que regulan las pruebas 
selectivas se apliquen por igual a todos los interesados. 

En relación con esta última dimensión del derecho proclamado en el artículo 23.2 CE, éste 
incorpora también el derecho a la igualdad en la aplicación misma de la ley, de tal modo que, 
una vez garantizada la vinculación de la propia Administración a lo dispuesto en las normas 
reguladoras del procedimiento selectivo, ha de quedar también excluida toda diferencia de trato 
en el desarrollo del referido procedimiento. En todos los momentos del proceso selectivo, la 
Administración está objetivamente obligada a dispensar a todos un trato igual. Las condiciones 
de igualdad a las que se refiere el artículo 23.2 CE se proyectan, por tanto, no sólo a las propias 
leyes sino también a su aplicación e interpretación (STC 10/1998, de 13 de enero). 

En este sentido, “si bien el derecho fundamental del artículo 23.2 ha de conectarse 
ineludiblemente con la vinculación de la Administración a lo dispuesto en las bases que regulan 
el procedimiento de acceso a la función pública (...) el artículo 23.2 CE no consagra un pretendido 
derecho fundamental al estricto cumplimiento de la legalidad en el acceso a los cargos públicos,  
ya que sólo cuando la infracción de las bases del concurso implique, a su vez, una vulneración de 
la igualdad entre los participantes cabe entender que se ha vulnerado esta dimensión interna y 
más específica del derecho fundamental que reconoce el art. 23.2 CE, lo que de suyo exige, como 
asimismo se afirma, la existencia de un término de comparación sobre el que articular un 
eventual juicio de igualdad. En otros términos, la conexión existente entre el artículo 23.2 CE y la 
vinculación de la Administración a lo dispuesto en las bases no puede llevarse al extremo de que 
toda vulneración de las mismas (que normalmente supondrá una vulneración de los principios 
de mérito y capacidad que a través de las mismas se actúan) implique infracción del derecho 
fundamental, lo que sólo existirá cuando se produzca una diferencia de trato o, como en otros 
casos se ha sostenido, una quiebra relevante del procedimiento, que haría arbitraria la decisión 
que en esas condiciones se dictase" (STC 73/1998, FJ 3º, que reitera la doctrina contenida en la 
número 115/1996). 
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Centrándonos en esta tercera manifestación del derecho fundamental estudiado, la 
igualdad en la aplicación de la Ley ha de interpretarse en el sentido de otorgar el mismo trato a 
todos los participantes durante el desarrollo del procedimiento selectivo. Del mismo modo, no 
toda vulneración de las bases del procedimiento selectivo constituye una vulneración del 
derecho de acceder a las funciones públicas en condiciones de igualdad, sino sólo cuando esa 
violación de las bases implique, a su vez, una quiebra de la igualdad de los participantes, porque 
exista una injustificada diferencia de trato entre éstos. 

3. En la aplicación de la doctrina expuesta al supuesto ahora sometido a consulta, sería 
posible apreciar una vulneración del artículo 23.2 CE si el interesado tuviera derecho a que se le 
hubieran computado como servicios prestados a efectos del procedimiento selectivo los 
períodos estivales correspondientes a los años 2012 a 2014, que en la Resolución impugnada de 
17 de julio de 2015 no le fueron sumados y que, sin embargo, le fueron reconocidos con 
posterioridad, con ocasión del cumplimiento de la sentencia del Tribunal Supremo de constante 
cita, mediante el Acuerdo de 6 de julio de 2018. 

A tal efecto importa destacar que el desconocimiento o vulneración de aquellos 
elementos que en la selección de los empleados públicos tienen por finalidad la garantía de la 
objetividad del procedimiento selectivo y, en consecuencia, la salvaguardia de la igualdad de 
oportunidades de todos los aspirantes, pueden dar lugar a una quiebra del derecho al acceso a 
la función pública en condiciones de igualdad. Entre tales elementos y en el seno de un 
procedimiento concurrencial basado en la valoración de los méritos, la incorrecta aplicación del 
baremo de méritos o su desconocimiento, son susceptibles de producir una quiebra del indicado 
derecho cuando en dicha apreciación del mérito se beneficia o se perjudica de forma 
injustificada y arbitraria a un aspirante en detrimento del resto. 

De modo que ha de determinarse si el Sr. tenía derecho a que en el procedimiento 
selectivo en el que se insertan las resoluciones impugnadas se le computaran como servicios 
prestados los períodos estivales correspondientes a los años 2012 a 2014, espacios de tiempo 
en los que no trabajó porque de forma sistemática se extinguía su relación de servicio con la 
Administración regional cada 30 de junio, en aplicación de un apartado del Acuerdo del año 2012 
que fue declarado nulo en el año 2018 por sentencia. 

Entiende el Sr.  que su derecho al cómputo de tales períodos a efectos del 
procedimiento selectivo se deriva de los efectos ex tunc que tiene la declaración de nulidad del 
Acuerdo, que se extendería a todos los actos de aplicación del mismo, entre los que se 
encontraría la Resolución de 17 de julio de 2015 ahora impugnada. Frente a dicha concepción 
de los efectos de la declaración de nulidad de una disposición administrativa como lo es el 
Acuerdo del Consejo de Gobierno de 24 de febrero de 2012, por el que se establecen medidas 
en materia de Personal Docente en la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, ha de recordarse que aquéllos se regulan tanto en la normativa del 
procedimiento administrativo común como en la legislación procesal, y que el artículo 106.4 
LPACAP dispone con carácter general que, declarada la nulidad de una disposición, subsistirán 
los actos firmes dictados en aplicación de ella. 

Del mismo modo, el artículo 73 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, establece que las sentencias firmes que anulen un 
precepto de una disposición general no afectarán por sí mismas a la eficacia de las sentencias o 
actos administrativos firmes que lo hayan aplicado antes de que la anulación alcanzara efectos 
generales, salvo en el caso de que la anulación del precepto supusiera la exclusión o la reducción 
de las sanciones aún no ejecutadas completamente. 
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En ambos regímenes, por tanto, la nulidad de la disposición administrativa no se extiende 
de forma automática a los actos firmes dictados en su aplicación, que subsisten y mantienen sus 
efectos, no siendo atacables por las vías ordinarias de recurso, sin perjuicio de la posibilidad de 
acudir a otras formas excepcionales o extraordinarias para dejar sin efectos tales actos, como la 
revisión de oficio. 

Ahora bien, ya hemos señalado que sólo cabe amparar en la acción prevista en el artículo 
106 LPACAP aquellas pretensiones anulatorias que se funden en una causa de nulidad de las 
previstas en el artículo 47 de la misma Ley (62 LPAC), circunstancia que procede analizar ahora 
si concurre a la luz de las alegaciones de vulneración del derecho establecido en el artículo 23.2 
CE. 

A tal efecto y una vez descartada la extensión de la nulidad de la disposición 
administrativa a los actos de aplicación de aquélla, se advierte que el actor centra su 
argumentación en una remisión al razonamiento contenido en la STS, Sala de lo Contencioso-
Administrativo, núm. 966/2018, de 11 de junio, transcribiendo sus fundamentos jurídicos 
decimosexto y decimoséptimo, que se expresan en los siguientes términos:  

“Por tanto, ese Acuerdo, en cuanto decidió suspender los derechos retributivos 
correspondientes a los meses de julio y agosto del curso escolar y ordenó que con fecha 30 de 
junio de 2012 se extinguieran los contratos vigentes, extendiendo tales decisiones, o incluyendo 
en ellas, a los funcionarios docentes interinos no universitarios que hubieran sido nombrados al 
principio del curso escolar y con el designio de que desempeñaran las funciones propias de un 
profesor docente durante todo él, vulneró el principio de no discriminación que impone la 
Cláusula 4 del repetido Acuerdo marco (…) Tal vulneración es merecedora de la sanción de 
nulidad de pleno derecho. Tanto por la naturaleza de disposición administrativa que es propia 
de aquel Acuerdo (art. 62.2 de la Ley 30/1992, entonces vigente). Como, si lo anterior se pusiera 
en cuestión, por lesionar los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional [art. 
62.1.a) de la misma ley]. A este respecto, cabe añadir que la Directiva 1999/70/ CE, de 28 de 
junio, y el Acuerdo marco que figura en su anexo y cuya aplicación ordena, entroncan con uno 
de los derechos que reconoce la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, como 
es la igualdad de trato y la prohibición de discriminación (arts. 20 y 21 de ésta)”. 

Es importante destacar que esta sentencia alcanza la conclusión de que el Acuerdo que 
anula era discriminatorio tomando como términos de comparación al personal docente interino, 
de una parte, y al docente funcionario de carrera, de otra, de modo que la extinción de la 
relación de servicios a 30 de junio de cada año, que sólo se dispone para los interinos, 
determinaba una diferencia de trato no justificada.  

Ya señalamos en nuestro Dictamen 258/2019, que para el análisis de la cuestión la norma 
clave a considerar será, como apunta el propio Tribunal Supremo, “la Directiva 1999/70/CE, de 
28 de junio, pues es en ella donde se contiene la regulación singular o particular sobre el tipo de 
discriminación que es objeto de este recurso”. Directiva y Acuerdo marco que como se ha dicho, 
entroncan con uno de los derechos que reconoce la Carta de Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea, como es la igualdad de trato y la prohibición de discriminación (arts. 20 y 21 de 
ésta).  

El artículo 1 de la Directiva dispone que tiene por objeto aplicar el Acuerdo marco sobre 
el trabajo con contrato de duración determinada, que figura en el anexo, celebrado el 18 de 
marzo de 1999 entre las organizaciones interprofesionales de carácter general (UNICE, CEEP y 
CES). 

A su vez, la Cláusula Cuarta del Acuerdo Marco, bajo el epígrafe “Principio de no 
discriminación" dispone: “Por lo que respecta a las condiciones de trabajo, no podrá tratarse a 
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los trabajadores con un contrato de duración determinada de una manera menos favorable que 
a los trabajadores fijos comparables por el mero hecho de tener un contrato de duración 
determinada, a menos que se justifique un trato diferente por razones objetivas”. 

En la interpretación de esta cláusula, el Tribunal Supremo en la ya citada Sentencia 
966/2018, de 11 de junio, sostiene que los funcionarios interinos docentes que son nombrados 
a principio de cada curso con el designio de desarrollar sus funciones como profesor hasta su 
finalización, son comparables a los docentes de carrera que desempeñan sus funciones en los 
mismos centros y que, en consecuencia, el Acuerdo de Consejo de Gobierno de 24 de febrero 
de 2012 es nulo al suspender los derechos retributivos correspondientes a los meses de julio y 
agosto del curso escolar, percibidos por los interinos desde el año 2004, y al ordenar que las 
relaciones de servicio se extingan a 30 de junio de cada año.  

Estima, en definitiva, que a los efectos de la Cláusula Cuarta del Acuerdo Marco sobre 
trabajo de duración determinada, se vulnera el principio de no discriminación al considerar que 
la desigualdad de trato entre los docentes interinos y los de carrera no está justificada por 
razones objetivas. 

Sin embargo, esta interpretación que de conformidad con el Fundamento Jurídico Décimo 
de la Sentencia se basa en una abundante jurisprudencia europea que el Tribunal Supremo 
considera consolidada y que permite resolver la cuestión litigiosa sin necesidad de formular 
cuestión prejudicial (FJ Decimoctavo) ha sido rebatida por la Sentencia del Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea, de 21 de noviembre de 2018, recaída en el Asunto C-245/17 en respuesta 
a una cuestión prejudicial formulada por el TSJ de Castilla-La Mancha. Dice ahora el TJUE que la 
Cláusula Cuarta del Acuerdo Marco del trabajo de duración determinada “debe interpretarse en 
el sentido de que no se opone a una normativa nacional que permite a un empleador extinguir, 
en la fecha en que finaliza el período lectivo, la relación de servicio de duración determinada de 
los docentes nombrados como funcionarios interinos para un curso académico por el hecho de 
que, en esa fecha, ya no se dan las razones de necesidad y urgencia a las que se supeditó su 
nombramiento, mientras que se mantiene la relación de servicio por tiempo indefinido de los 
docentes que son funcionarios de carrera”. 

Dicha Sentencia contesta en los siguientes términos a la pregunta de si la finalización del 
período lectivo del curso escolar constituye una razón objetiva que justifique un trato diferente 
entre funcionarios interinos docentes y funcionarios de carrera: 

“43. En efecto, el hecho de que, en la fecha de finalización de las clases, no se extinga la 
relación de servicio de los docentes que son funcionarios de carrera o de que esta relación no se 
suspenda es inherente a la propia naturaleza de la relación de servicio de estos empleados. En 
efecto, estos están llamados a ocupar una plaza permanente precisamente porque su relación 
de servicio es por tiempo indefinido. 

44. En cuanto a las relaciones de servicio de duración determinada, como las de los 
interesados, se caracterizan en cambio, como se desprende de la cláusula 3, apartado 1, del 
Acuerdo Marco, por el hecho de que el empleador y el empleado acuerdan, cuando se inicia la 
relación, que ésta se extinguirá cuando se produzca una circunstancia fijada de manera objetiva, 
como la finalización de una tarea determinada, el advenimiento de un acontecimiento concreto 
o, incluso, una fecha concreta.... 

45. Corresponde exclusivamente al órgano jurisdiccional remitente apreciar si el 
empleador extinguió la relación de servicio de los interesados antes de que se produjese la 
circunstancia fijada de manera objetiva por las partes de los asuntos de los que conoce. Si así 
ocurriera, este hecho no constituiría una discriminación prohibida por el Acuerdo Marco, sino un 
incumplimiento por parte del empleador de las condiciones en las que se enmarca tal relación de 
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servicio, incumplimiento que podría sancionarse, en su caso, con arreglo a las disposiciones 
nacionales aplicables 

(...) 
49. Por lo demás, del auto de remisión se desprende que el Sr. Indalecio y la Sra. Marisa 

alegan, en esencia, que sus relaciones de servicio de duración determinada no habrían debido 
extinguirse el 29 de junio de 2012, fecha en la que finalizó el período lectivo, sino el 14 de 
septiembre de 2012, es decir, unos dos meses y medio después, tal como se establecía en el 
acuerdo de 10 de marzo de 1994.  

50. A este respecto, es preciso señalar que los interesados no solicitan ser tratados 
efectivamente, por lo que respecta a la duración de su relación de servicio, de la misma manera 
que sus compañeros funcionarios de carrera, que están llamados a ocupar sus puestos incluso 
después del 14 de septiembre de 2012. En realidad, lo que reclaman con sus solicitudes es el 
mismo trato que se otorgó a los docentes que en los anteriores cursos académicos fueron 
nombrados como funcionarios interinos hasta el 14 de septiembre. 

51. Pues bien, dado que el principio de no discriminación se ha aplicado y se ha concretado 
mediante el Acuerdo Marco únicamente en lo que respecta a las diferencias de trato entre 
trabajadores con contrato de duración determinada y trabajadores con contratos por tiempo 
indefinido que se encuentren en una situación comparable ( sentencia de 5 de junio de 2018, 
Montero Mateos, C-677/16, apartado 50 y jurisprudencia citada), las posibles diferencias de 
trato entre determinadas categorías de personal con contrato de duración determinada no están 
incluidas en el ámbito de aplicación del principio de no discriminación consagrado por dicho 
Acuerdo Marco (véase, en este sentido, la sentencia de 14 de septiembre de 2016, de Diego 
Porras, C-596/14, apartado 38 y jurisprudencia citada). 

52. En tales circunstancias, la diferencia de trato alegada por los interesados no puede 
estar comprendida, en cualquier caso, en el ámbito de aplicación de la cláusula 4, apartado 1, 
del Acuerdo Marco". 

A la luz de lo expuesto, la STSJ Castilla-La Mancha, Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
núm. 64/2019, de 12 de marzo, y considerando las Sentencias 966/2018, de 11 de junio, del 
Tribunal Supremo y la del TJUE de 21 de noviembre de 2018, se separa de la doctrina establecida 
por el Tribunal Supremo en dicha sentencia para, a la luz de la interpretación que con 
posterioridad a aquélla ha efectuado el TJUE de la Cláusula Cuarta del Acuerdo Marco para el 
trabajo de duración determinada, fijar que no incurre en una vulneración del principio de no 
discriminación allí proclamado el trato que respecto al momento de finalización de los 
nombramientos se da a los funcionarios interinos docentes y a los funcionarios de carrera. 

Ya se indicó supra que, en el supuesto ahora sometido a consulta y que constituye el 
objeto de este Dictamen, la alegación de trato discriminatorio realizada por el interesado se 
hace de modo genérico, mediante una remisión a la interpretación que se contiene en la STS 
966/2018 de la normativa europea sobre trabajo de duración determinada, interpretación que, 
sin embargo, ha sido rechazada por el TJUE y trasladada a la jurisprudencia española, no sólo 
por la STSJ Castilla -La Mancha antes citada, que fue la primera sentencia en aplicarla en nuestro 
país, sino también por el propio Tribunal Supremo en numerosas sentencias de su Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, cuya serie se inició con la número 1024/2020, de 16 de julio, y que 
continúa hoy día como muestra la STS núm. 1343/2022, de 24 de octubre, que a modo de juicio 
de la Sala sintetiza la siguiente doctrina: “…en las citadas sentencias, declaramos que la 
finalización del vínculo de relación de servicio se produce en las respectivas fechas de los ceses 
del personal funcionario interino --que en este caso fueron al 30 de junio de cada uno de los años 
reclamados--, y la iniciación de una nueva relación de servicio al inicio del siguiente curso escolar 
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no invalida los efectos jurídicos de cada uno de los ceses precedentes, y, por ende, no otorga 
derecho alguno al funcionario interino en esta situación para percibir retribuciones por el periodo 
de tiempo transcurrido entre el cese anterior y el inicio de una nueva relación de servicio, como 
tampoco otorga derecho al reconocimiento de otros efectos de índole administrativa, como 
antigüedad o cómputo de servicios prestados, en relación al indicado periodo”. 

En consecuencia, el hoy actor no fue discriminado respecto de los funcionarios de carrera 
cuando se le cesó el 30 de junio de 2012, 2013 y 2014, ni vio vulnerado su derecho a acceder en 
condiciones de igualdad a la función pública cuando no se le computaron en el procedimiento 
selectivo convocado en 2015, como servicios efectivamente prestados, los meses de verano de 
dichos años en los que no trabajó porque había sido cesado. 

Por otra parte, aunque la Administración regional, atendiendo al criterio jurisprudencial 
imperante en aquel momento, acordó en el año 2018 reconocer efectos tanto administrativos 
(en forma de reconocimiento de servicios prestados) como retributivos a dichos períodos de 
cese, y ordenó la “anotación inmediata de servicios a todos los docentes con derecho a ello, con 
los correspondientes efectos sobre las oposiciones y los actos de adjudicación” (apartado 1 del 
Acuerdo de 6 de julio de 2018), lo hizo sin establecer un efecto retroactivo de dichas 
anotaciones, de modo que de conformidad con el artículo 39.1 LPACAP, aquéllas se presumirán 
válidas y producirán efectos desde la fecha en que se realicen y no antes, por lo que no era 
procedente su cómputo en un procedimiento convocado y resuelto tres años antes, en el año 
2015. Adviértase, por otra parte, que este Acuerdo de 6 de julio de 2018 no ha sido impugnado 
por el actor en el actual procedimiento de revisión de oficio ni consta que lo haya atacado por 
otros medios, como debería haber hecho si consideraba que los efectos reconocidos por el 
mismo habían de retrotraerse al momento en que se prestaron los servicios anotados. 

QUINTA.- De la nulidad de la Orden de 7 de septiembre de 2016 por la que se declaran los 
aspirantes que han superado la fase de prácticas del procedimiento selectivo: inexistencia. 

Ya señalamos supra que el actor dirige la acción de nulidad no sólo frente a la Resolución 
de 17 de julio de 2015, sino también frente a la Orden de 7 de septiembre de 2016, de la 
Consejería de Educación y Universidades, por la que se declaran los aspirantes que han superado 
la fase de prácticas.  

Como bien indica la Dirección de los Servicios Jurídicos, esta Orden nada tiene que ver con 
la valoración de los méritos del interesado en la fase de concurso, argumentación que 
fundamenta su acción, por lo que su nulidad únicamente podría derivarse de la de otros actos 
previos del procedimiento selectivo, con los que estuviera directa e íntimamente vinculada, 
como la Resolución de 17 de julio de 2015, determinante de los aspirantes que tienen derecho 
a pasar a la fase de prácticas del procedimiento selectivo. Descartada la nulidad de dicha 
resolución conforme a lo señalado en la Consideración cuarta de este Dictamen, no se aprecia 
causa de nulidad en la Orden impugnada. 

Corolario de lo expuesto es que procede desestimar la solicitud de revisión de oficio a la 
que se refiere este Dictamen, toda vez que no se advierte que los actos impugnados incurran en 
causa de nulidad alguna. >> 

 
II. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO.- El artículo 106.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
establece: “1. las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por 
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iniciativa propia o a solicitud de interesado, y previo dictamen favorable del 
Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, 
si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los actos administrativos que 
hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, 
en los supuestos previstos en el artículo 47.1”. 

SEGUNDO.- Atendiendo a lo dictaminado por el Consejo Jurídico de la 
Región de Murcia en sentido desfavorable a la propuesta de revisión de oficio, 
no procede declarar de oficio la nulidad de la Resolución de 17 de julio de 2015, 
de la Dirección General de Planificación Educativa y Recursos Humanos, por la 
que se publican las puntuaciones definitivas de la fase de concurso y las listas 
de seleccionados en los procedimientos selectivos para ingreso, accesos y 
adquisición de nuevas especialidades en los Cuerpos de Profesores de 
Enseñanza Secundaria, Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, 
Profesores Técnicos de Formación Profesional, Profesores de Música y Artes 
Escénicas y Profesores de Artes Plásticas y Diseño convocados por Orden de 
13 de marzo de 2015; y de la Orden de 7 de septiembre de 2016, de la Consejería 
de Educación y Universidades, por la que se declara que han superado la fase 
de prácticas los aspirantes seleccionados en los procedimientos selectivos 
convocados por Orden de 13 de marzo de 2015, y se aprueba el expediente del 
proceso selectivo, al no estar incursos dichos actos en la causa de nulidad del 
artículo 47.1 a) de la Ley 39/2015 LPACAP (en su día en el 62.1 de la Ley 
30/1992 LPAC) 

Por todo ello, de conformidad con el artículo 16.2.c) de la ley 7/2004, de 28 
de Diciembre, de Organización y Régimen Jurídico de la Administración Publica 
de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, en relación con el artículo 
22.27 de la ley 6/2004, de 28 de Diciembre, del Presidente y del Consejo de 
Gobierno de la Región de Murcia y los artículos 106.5 y 95 de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, y de acuerdo con el Consejo Jurídico, se eleva la siguiente 

PROPUESTA DE ACUERDO 

PRIMERO.- DECLARAR que no procede la revisión de oficio de la 
Resolución de 17 de julio de 2015, de la Dirección General de Planificación 
Educativa y Recursos Humanos, por la que se publican las puntuaciones 
definitivas de la fase de concurso y las listas de seleccionados en los 
procedimientos selectivos para ingreso, accesos y adquisición de nuevas 
especialidades en los Cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, 
Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores Técnicos de Formación 
Profesional, Profesores de Música y Artes Escénicas y Profesores de Artes 
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Plásticas y Diseño convocados por Orden de 13 de marzo de 2015; y de la Orden 
de 7 de septiembre de 2016, de la Consejería de Educación y Universidades, por 
la que se declara que han superado la fase de prácticas los aspirantes 
seleccionados en los procedimientos selectivos convocados por Orden de 13 de 
marzo de 2015, y se aprueba el expediente del proceso selectivo. 

SEGUNDO.- Notificar este Acuerdo al interesado, D. José David  
, con indicación de que contra el mismo, que pone fin a la vía 

administrativa, cabe interponer recurso potestativo de reposición ante el Consejo 
de Gobierno, en el plazo de un mes, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 
123 y 124 la Ley 39/2015 ,de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, o bien recurso contencioso-
administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Murcia, en el plazo de dos meses, a partir del día 
siguiente a su notificación. 

EL CONSEJERO DE EDUCACIÓN, FORMACION PROFESIONAL Y EMPLEO. 
Fdo: Víctor Javier Marín Navarro” 

Es cuanto procede informar, salvo mejor criterio fundado en derecho. 

LA ASESORA JURÍDICA 
Fdo. Mª Pilar Belmonte Albaladejo 

V.º B.º LA JEFA DEL SERVICIO JURÍDICO 
Fdo. Concepción Fernández González 

(Documento firmado digitalmente al margen) 
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Informe nº 62/2022 

 
ASUNTO: EXPEDIENTE RELATIVO A REVISIÓN DE OFICIO 
INSTADA POR D. JOSÉ DAVID  CONTRA LA 
RESOLUCIÓN DE 17 DE JULIO DE 2015, DE LA DIRECCIÓN 
GENERAL DE PLANIFICACIÓN EDUCATIVA Y RECURSOS 
HUMANOS, POR LA QUE SE PUBLICAN LAS PUNTUACIONES 
DEFINITIVAS DE LA FASE DE CONCURSO Y LAS LISTAS DE 
SELECCIONADOS EN LOS PROCEDIMEINTOS SELECTIVOS PARA 
INGRESO, ACCESOS Y ADQUISIÓN DE NUEVAS 
ESPECIALIDADES, EN LOS CUERPOS DE PROFESORES DE 
ENSEÑANZA SECUNDARIA, PROFESORES DE ESCUELAS 
OFICIALES DE IDIOMAS, PROFESORES TÉCNICOS DE 
FORMACIÓN PROFESIONAL, PROFESORES DE MÚSICA Y ARTES 
ESCÉNICAS Y PROFESORES DE ARTES PLÁSTICAS Y DISEÑO, 
CONVOCADOS POR LA ORDEN DE 13 DE MARZO DE 2015, Y 
CONTRA DE LA ORDEN DE 7 DE SEPTIEMBRE DE 2016, DE LA 
CONSEJERÍA DE EDUCACIÓN Y UNIVERSIDADES, POR LA QUE SE 
DECLARA QUE HAN SUPERADO LA FASE DE PRÁCTICAS LOS 
ASPIRANTES SELECCIONADOS, EN LOS PROCEDIMIENTOS 
SELECTIVOS CONVOCADOS POR ORDEN DE 13 DE MARZO DE 
2015, DE LA CONSEJERÍA DE EDUCACIÓN, CULTURA Y 
UNIVERSIDADES, Y SE APRUEBA EL EXPEDIENTE DEL PROCESO 
SELECTIVO. 

 
 
ÓRGANO CONSULTANTE: CONSEJERÍA DE EDUCACIÓN  

 

 

Por la Ilma. Sra. Secretaria General de la Consejería de Educación se 

remitió a esta Dirección de los Servicios Jurídicos expediente relativo a 

revisión de oficio interpuesta por D. José David  contra la 
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Resolución de 17 de julio de 2015, por la que se publican las puntuaciones 

definitivas de la fase de concurso y las listas de seleccionados en los 

procedimientos selectivos para ingreso, accesos y adquisición de nuevas 

especialidades, en los cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, 

Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores Técnicos de 

Formación Profesional, Profesores de Música y Artes Escénicas y Profesores 

de Artes Plásticas y Diseño, convocados por Orden de 13 de marzo de 2013, 

y contra la Orden de 7 de septiembre de 2016, por la que se declara que han 

superado la fase de prácticas los aspirantes seleccionados en los 

procedimientos selectivos convocados por Orden de 13 de marzo de 2015, y 

se aprueba el expediente del proceso selectivo y a los efectos de emisión del 

informe preceptivo establecido en el artículo 7.1.l) de la Ley 4/2004, de 22 

de octubre, de Asistencia Jurídica de la Comunidad Autónoma de la 

Región de Murcia. 

 

En el expediente remitido, además del correspondiente Índice, consta 

la siguiente documentación: 

 

1. Orden de 13 de marzo de 2015, por la que se establecen las bases 

reguladoras y la convocatoria de los procedimientos selectivos para 

ingreso, accesos y adquisición de nuevas especialidades, en los Cuerpos de 

Profesores de Enseñanza Secundaria, Profesores de Escuelas Oficiales de 

Idiomas, Profesores Técnicos de Formación Profesional, Profesores de 

Música y Artes Escénicas y Profesores de Artes Plásticas y Diseño, a 

celebrar en el año 2015, y por la que se regula la composición de las listas 

de interinidad en estos cuerpos para el curso 2015-2016. 
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2. Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso, de fecha 

11 de junio de 2018. 

 

3. Acuerdo de la CARM con las organizaciones sindicales sobre el 

cumplimiento de la Sentencia 966/2018 del tribunal supremo 

 

4. Expediente inicial del Sr. . 

 

5. Orden de Inadmisión del expediente inicial de revisión de oficio. 

 

6. Sentencia del TSJ de Murcia, Sala Contencioso-administrativo, de 

5 de marzo de 2021. 

 

7. Oficio del TSJ de Murcia, Sala de lo Contencioso-Administrativo, 

de 10 de mayo de 2021, declarando la firmeza de la Sentencia citada en el 

punto anterior. 

 

8. Comunicación Interior a la DDGG de 5 de mayo de 2021. 

 

9. Informe de la DDGG de 31 de mayo de 2021. 

 

10. Comunicación Interior a la DDGG de 20 de diciembre de 2021. 

 

11. Informe de la DDGG de 25 de enero de 2022. 
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12. Informe Jurídico de la Secretaría General de la Consejería de 

Educación de 16 de marzo de 2022. 

 

13. Propuesta de Acuerdo al Consejo de Gobierno de la CARM de 16 

de marzo de 2022. 

 

14. Acuerdo del Consejo de Gobierno de la CARM de 24 de marzo de 

2022 de inicio de expediente de revisión. 

 

15. Notificación de Acuerdo de inicio al Sr. . 

 

16. Notificación de trámite de audiencia al Sr. . 

 

17. Propuesta de Resolución de la instructora del expediente al 

procedimiento de revisión de oficio.  

 

 

ANTECEDENTES 

 

Conforme a la documentación remitida se desprenden los siguientes: 

 

 PRIMERO.- Don José David , DNI.: , 

con domicilio en , participó 

en el procedimiento selectivo para ingreso , accesos y adquisición de nuevas 

especialidades, en los Cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, 

Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores Técnicos de 
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Formación Profesional, Profesores de Música y Artes Escénicas y Profesores 

de Artes Plásticas y Diseño celebrado en el año 2015 y por el que se reguló 

la composición de las listas de interinidad en estos cuerpos para el curso 

2015-2016, convocado por Orden de 13 de marzo de 2015, por la 

especialidad de Operaciones y Equipos de Producción Agraria del Cuerpo 

de Profesores Técnicos de Formación Profesional. 

 

 SEGUNDO.- El señor  no superó el procedimiento selectivo, 

siendo su puntuación final de 7,1524 puntos. 

 Puesto que su nota de oposición era superior a cinco, el recurrente 

quedó integrado en el Bloque I de la lista de aspirantes a la que se alude en 

la base 23.a) de la Orden de 13 de marzo de 2015 por la especialidad de 

Operaciones y Equipos de Producción Agraria del Cuerpo de Profesores 

Técnicos de Formación Profesional. 

 

 TERCERO.- Concluido el procedimiento selectivo, no consta 

ninguna reclamación del interesado en vía administrativa sobre el desarrollo 

del proceso ni sobre las puntuaciones otorgadas en la fase de oposición y de 

concurso. 

 

 CUARTO.- En fecha 11 de junio de 2018, la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Supremo dicta la sentencia nº 966/2018 del 

recurso de casación nº 3765/2015, interpuesto por la Asociación de Interinos 

Docentes de la Región de Murcia (AIDMUR) contra la Sentencia de la Secc. 
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1ª de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 

Justicia de Murcia, de 2 de octubre de 2015 del recurso nº 291/2012, sobre 

impugnación del Acuerdo del Consejo de Gobierno de la Comunidad 

Autónoma de la Región de Murcia de 24 de febrero de 2012, por el que se 

establecen medidas en materia de personal docente de la Administración 

Pública de la Región de Murcia. 

 

 QUINTO.- En cumplimiento de la Sentencia 966/2018 se firmó un 

acuerdo con los representantes de los trabajadores, ratificado en mesa 

sectorial de fecha 6 de julio de 2018, con objeto de dar un tratamiento 

unitario a todos los funcionarios interinos que estaban inmersos en el 

procedimiento selectivo convocado por Orden de 6 de abril de 2018, 

evitando así cualquier tipo de discriminación entre aquellos que habían 

efectuado reclamación administrativa y judicial y los que no. 

 

 Ni la sentencia, ni, consecuentemente, el acuerdo de cumplimiento 

contemplan ninguna revisión ni efecto retroactivo anterior al dictado de la 

misma sobre ningún procedimiento selectivo, revisión por otra parte de 

imposible acuerdo, toda vez que se trataba de actos finalizados no revisables 

por este procedimiento, y que ni siquiera se mencionan en la sentencia 

 

 SEXTO.- El día 21 de septiembre de 2018, el señor  presentó 

en la Consejería de Educación, Juventud y Deportes, una solicitud con 
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número de registro 201800463228, que él mismo califica como de revisión 

de oficio de los siguientes actos administrativos: 

- Resolución de 17 de julio de 2015 de la Dirección General de 

Planificación Educativa y Recursos Humanos, por la que se publican 

las puntuaciones definitivas de la fase de concurso y las listas de 

seleccionados en los procedimientos selectivos para ingreso, accesos 

y adquisición de nuevas especialidades, en los cuerpos de profesores 

de enseñanza secundaria, profesores de escuelas oficiales de idiomas, 

profesores técnicos de formación profesional, profesores de música y 

artes escénicas y profesores de artes plásticas y diseño convocados 

por orden de 13 de marzo de 2015. 

- Orden de 7 de septiembre de 2016, por la que se declara que han 

superado la fase de prácticas los aspirantes seleccionados en los 

procedimientos selectivos convocados por orden de 13 de marzo de 

2015, y se aprueba el expediente del proceso selectivo. 

 

 SÉPTIMO.- Mediante Orden de 6 de noviembre de 2019, de la 

Consejera de Educación y Cultura, se dispone la inadmisión a trámite de la 

citada solicitud de revisión de oficio. 

 

 OCTAVO.-  Contra dicha Orden el interesado interpuso recurso 

contencioso-administrativo, habiendo dictado la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, la sentencia nº 
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98/2021, de 5 de marzo, cuyo fallo ordena la tramitación del expediente de 

revisión de oficio para pronunciarse sobre el fondo del asunto.  

 

         NOVENO.- Mediante Acuerdo del Consejo de Gobierno de fecha 24 

de marzo de 2022, se adopta, por un lado, avocar la competencia para 

resolver la revisión instada por el Sr.  y, por otro, iniciar el 

procedimiento de revisión de oficio nombrando a la Sra. Instructora. 

 

 DÉCIMO.- El 17 de mayo de 2022 la Sra. Instructora propone la 

desestimación del expediente de revisión de oficio que nos ocupa en el 

presente dictamen.  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

PRIMERA.- Compete a la Dirección de los Servicios Jurídicos emitir 

dictamen fundado en Derecho, con carácter preceptivo, respecto de los 

expedientes de revisión de oficio de actos o disposiciones nulos, según 

dispone el artículo 7.1.l) de la Ley 4/2004, de 22 de octubre, de Asistencia 

Jurídica de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 

 

La competencia para efectuar consulta a la Dirección de los Servicios 

Jurídicos corresponde, en este caso, a la Excma. Sra. Consejera de 

RA
M

ÍR
EZ

 P
IN

O
, P

AB
LO

 E
NR

IQ
UE

RO
CA

M
O

RA
 M

AN
TE

CA
, J

O
AQ

U
N

21
/0

7/
20

22
 1

3:
35

:2
4

21
/0

7/
20

22
 1

4:
01

:4
8

Es
ta

 e
s 

un
a 

co
pi

a 
au

té
nt

ic
a 

im
pr

im
ib

le
 d

e 
un

 d
oc

um
en

to
 e

le
ct

ró
ni

co
 a

dm
in

is
tr

at
iv

o 
ar

ch
iv

ad
o 

po
r 

la
 C

om
un

id
ad

 A
ut

ón
om

a 
de

 M
ur

ci
a,

 s
eg

ún
 a

rt
íc

ul
o 

27
.3

.c
) d

e 
la

 L
ey

 3
9/

20
15

 L
os

 fi
rm

an
te

s 
y 

la
s 

fe
ch

as
 d

e 
fir

m
a 

se
 m

ue
st

ra
n 

en
 lo

s 
re

cu
ad

ro
s.

Su
 a

ut
en

tic
id

ad
 p

ue
de

 s
er

 c
on

tr
as

ta
da

 a
cc

ed
ie

nd
o 

a 
la

 s
ig

ui
en

te
 d

ir
ec

ci
ón

: h
tt

ps
:/

/s
ed

e.
ca

rm
.e

s/
ve

ri
fic

ar
do

cu
m

en
to

s 
e 

in
tr

od
uc

ie
nd

o 
de

l c
ód

ig
o 

se
gu

ro
 d

e 
ve

ri
fic

ac
ió

n 
(C

SV
) 



 

9 
 

 

Educación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7.3 de la Ley 

4/2004, de Asistencia Jurídica, aunque ha sido efectuada por quien tiene 

delegada dicha competencia, esto es, la Secretaria General, cuya firma consta 

en la comunicación interior con nº de salida 142353/2022. 

 

Destacar que, respecto a la consulta que nos ocupa, esta Dirección de 

los Servicios Jurídicos ya se pronunció en su Dictamen 121/2019, en el 

concluíamos que: “Por las razones expuestas, esta Dirección de los 

Servicios Jurídicos considera, salvo mejor opinión fundada en derecho, que  

no  existe fundamento jurídico suficiente para estimar la revisión de oficio 

planteada por Don José David  contra la Resolución de 17 de julio 

de 2015 y contra la Orden de 7 de septiembre de 2016, y todo ello en base a 

los motivos anteriormente expuestos. Es todo cuanto procede informar al 

respecto.” 

 

SEGUNDA.- Lo sometido a informe es la procedencia de la revisión 

de oficio interpuesta por D. José David  contra la Resolución 

de 17 de julio de 2015, por la que se publican las puntuaciones definitivas de 

la fase de concurso y las listas de seleccionados en los procedimientos 

selectivos para ingreso, accesos y adquisición de nuevas especialidades, en 

los cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, Profesores de Escuelas 

Oficiales de Idiomas, Profesores Técnicos de Formación Profesional, 

Profesores de Música y Artes Escénicas y Profesores de Artes Plásticas y 

Diseño, convocados por Orden de 13 de marzo de 2013, y contra la Orden 

de 7 de septiembre de 2016, por la que se declara que han superado la fase RA
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de prácticas los aspirantes seleccionados en los procedimientos selectivos 

convocados por Orden de 13 de marzo de 2015. 

 

 TERCERA.- El objeto del recurso de revisión debe entenderse 

circunscrito a la Resolución de 17 de julio de 2015, sin que el procedimiento 

revisorio pudiese alcanzar en ningún caso a la Orden de 7 de septiembre de 

2016, por la que se declara que los aspirantes seleccionados han superado la 

fase de prácticas ya que, para estar incluido en esta relación, es condición 

“sine qua non” haber concluido la fase de prácticas y haber acreditado que, 

como aspirante declarado apto, se reúnen los requisitos generales y 

específicos exigidos por la Orden de convocatoria.  

 

Es decir, se trata de un acto para cuya producción se requiere del 

cumplimiento de una serie de requisitos que se deben acreditar con 

posterioridad a la inclusión en la lista de seleccionados y que nada tienen que 

ver con los méritos de la fase de concurso. 

 

CUARTA.- El interesado fundamenta la pretendida revisión en la 

declaración de nulidad de pleno derecho que la Sentencia del Tribunal 

Supremo de 11 de junio de 2018 efectuó con relación a los números 1 y 2 del 

apartado Segundo del Acuerdo de Consejo de Gobierno de 24 de febrero de 

2012. Entiende que esta declaración de nulidad tiene efectos “ex tunc”, por 

lo que éstos se retrotraen al momento en que se dictó la disposición declarada 

nula, y desaparecerían las consecuencias derivadas de la disposición anulada.  
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Considera que, como consecuencia de ello, los servicios 

correspondientes al periodo de verano de los años 2012, 2013, 2014 y 2015 

tendrían que valorarse como mérito en el apartado 1.1 del baremo del Anexo 

XIV A) de la orden de convocatoria del procedimiento selectivo, y ello 

llevaría a que se le incluyera en la lista de seleccionados. 

 

El reclamante considera que la Resolución de 17 de julio de 2015, de 

la Dirección General de Planificación Educativa y Recursos Humanos, y la 

Orden de 7 de septiembre de 2016, de la Consejería de Educación y 

Universidades, incurren en un supuesto de nulidad previsto en el artículo 

47.1 a) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, al entender que la Administración 

ha lesionado los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional 

consagrados en los artículos 14 y 23.2 de la CE. 

 

Por lo tanto, la solicitud de revisión interpuesta incide sobre cuestiones 

resueltas por el Dictamen nº 258/2019 del Consejo Jurídico de la Región 

de Murcia, basando el Consejo Jurídico dicha desestimación en la 

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla la Mancha nº 

64/2019, de 12 de marzo que se separa de la Sentencia del Tribunal Supremo 

966/2018, a la luz de la interpretación de la Cláusula Cuarta del Acuerdo 

Marco para el trabajo de duración determinada que ha realizado el TJUE, en 

su Sentencia de 18 de noviembre de 2018. 

 

En el Antecedente Segundo, apartado 6, del citado Dictamen nº 

258/2019 se contesta a la alegación de la vulneración del principio de 

igualdad del artículo 14 CE en relación con el artículo 23 CE, 
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posteriormente incide sobre la cuestión en el Antecedente Quinto, para 

zanjar definitivamente la cuestión controvertida en su Consideración 

Tercera: 

 

“50. A este respecto, es preciso señalar que los interesados no solicitan ser 

tratados efectivamente, por lo que respecta a la duración de su relación de 

servicio, de la misma manera que sus compañeros funcionarios de carrera, 

que están llamados a ocupar sus puestos incluso después del 14 de 

septiembre de 2012. En realidad, lo que reclaman con sus solicitudes es el 

mismo trato que se otorgó a los docentes que en los anteriores cursos 

académicos fueron nombrados como funcionarios interinos hasta el 14 de 

septiembre. 

 

51. Pues bien, dado que el principio de no discriminación se ha aplicado y 

se ha concretado mediante el Acuerdo Marco únicamente en lo que respecta 

a las diferencias de trato entre trabajadores con contrato de duración 

determinada y trabajadores con contratos por tiempo indefinido que se 

encuentren en una situación comparable (sentencia de 5 de junio de 2018, 

Montero Mateos, C-677/16, apartado 50 y jurisprudencia citada), las 

posibles diferencias de trato entre determinadas categorías de personal con 

contrato de duración determinada no están incluidas en el ámbito de 

aplicación del principio de no discriminación consagrado por dicho 

Acuerdo Marco. 
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52. En tales circunstancias, la diferencia de trato alegada por los 

interesados no puede estar comprendida, en cualquier caso, en el ámbito 

de aplicación de la cláusula 4, apartado I, del Acuerdo Marco". 

 

A la luz de lo expuesto, la STSJ Castilla-La Mancha, Sala de lo Contencioso-

Administrativo, núm. 64/2019, de 12 de marzo, y considerando las 

Sentencias 966/2018, de 11 de junio, del Tribunal Supremo y la del TJUE de 

21 de noviembre de 2018, efectúa los siguientes razonamientos: "...se asume 

la legalidad de este tipo de ceses pues dicha medida se fundamenta en la 

desaparición de la causa que justificó su nombramiento por cuanto la 

Administración puede estimar legítimamente que durante los meses de julio, 

agosto y en su caso septiembre, no existen actividades lectivas en los centros 

que justifiquen la permanencia de estos profesores interinos, máxime en 

momentos de restricción presupuestaria, como los que se vivieron esos años 

(...).” 

 

 QUINTA.- El solicitante no interpuso, en su día, recurso alguno 

contra el Acuerdo de Consejo de Gobierno anulado, ni ha efectuado 

reclamación alguna sobre reconocimiento de servicios prestados hasta la 

presente solicitud, con lo que han de valorarse los límites propios del  

artículo 110 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 

Además, el acuerdo de cumplimiento de la citada Sentencia del Tribunal 

Supremo no prevé en ningún caso las acciones que solicita el interesado 

sobre procedimientos concluidos y consentidos, ni podría hacerlo toda vez 

que la sentencia no los contempla. 
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No es irracional plantear que el interesado bien pudiera haber 

adoptado tal proceder, como efectivamente decidieron hacer muchos 

interesados, dando lugar a múltiples procedimientos ante los Juzgados de lo 

contencioso-administrativo en los que esta Dirección de los Servicios 

Jurídicos procedió a allanarse (pleitos que estaban suspendidos en espera de 

la Sentencia del Tribunal Supremo 966/2018), como lo son los números 

255/2013, 256/2013, 257/2013, 258/2013, 259/2013, 260/2013, 261/2013 y 

262/2013, tramitados ante el Juzgado contencioso administrativo nº 3 de 

Murcia (Informe nº 83/2018), los números 241/13, 257/13, 258/13, 259/13,  

260/13, 261/13, 262/13, 263/13, 264/13, 265/13 y 266/13 tramitados ante el 

Juzgado-contencioso administrativo nº 7 de Murcia (Informe nº 84/2018) o 

los números  258/13, 259/13, 260/13, 261/13, 262/13, 263/13, 264/13, 

265/13 y 266/13  tramitados ante el Juzgado contencioso-administrativo nº 6 

de Murcia (Informe nº 85/2018). 

 

 SEXTA.- La Ley 2/1997, de 19 de mayo, del Consejo Jurídico de la 

Región de Murcia establece en su artículo 12.6 que:  

“El consejo deberá ser consultado en los siguientes asuntos:  

6. Revisión de oficio de los actos administrativos en los casos previstos por 

las Leyes.” 

  

En consecuencia, procede remisión preceptiva al Consejo Jurídico 

para que informe sobre la revisión de oficio instada por el Sr. . 
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SÉPTIMA.- En base a todo lo expuesto, la conclusión a la que se llega 

en el presente Informe ha de ser coincidente con la Propuesta de 

Resolución de la instructora del expediente al procedimiento de revisión de 

oficio. 

 

 

CONCLUSIÓN 

 

Por las razones expuestas, esta Dirección de los Servicios Jurídicos 

considera, salvo mejor opinión fundada en derecho, que no existe 

fundamento jurídico suficiente para estimar la revisión de oficio planteada 

por Don José David  contra la Resolución de 17 de julio de 2015 y 

contra la Orden de 7 de septiembre de 2016, y todo ello en base a los motivos 

anteriormente expuestos. Es todo cuanto procede informar al respecto. 

 

Vº Bº 

EL DIRECTOR 

 

Joaquín Rocamora Manteca 

 

EL LETRADO 

 

Pablo Ramírez Pino 

 

(Documento firmado electrónicamente) 

RA
M

ÍR
EZ

 P
IN

O
, P

AB
LO

 E
NR

IQ
UE

RO
CA

M
O

RA
 M

AN
TE

CA
, J

O
AQ

U
N

21
/0

7/
20

22
 1

3:
35

:2
4

21
/0

7/
20

22
 1

4:
01

:4
8

Es
ta

 e
s 

un
a 

co
pi

a 
au

té
nt

ic
a 

im
pr

im
ib

le
 d

e 
un

 d
oc

um
en

to
 e

le
ct

ró
ni

co
 a

dm
in

is
tr

at
iv

o 
ar

ch
iv

ad
o 

po
r 

la
 C

om
un

id
ad

 A
ut

ón
om

a 
de

 M
ur

ci
a,

 s
eg

ún
 a

rt
íc

ul
o 

27
.3

.c
) d

e 
la

 L
ey

 3
9/

20
15

 L
os

 fi
rm

an
te

s 
y 

la
s 

fe
ch

as
 d

e 
fir

m
a 

se
 m

ue
st

ra
n 

en
 lo

s 
re

cu
ad

ro
s.

Su
 a

ut
en

tic
id

ad
 p

ue
de

 s
er

 c
on

tr
as

ta
da

 a
cc

ed
ie

nd
o 

a 
la

 s
ig

ui
en

te
 d

ir
ec

ci
ón

: h
tt

ps
:/

/s
ed

e.
ca

rm
.e

s/
ve

ri
fic

ar
do

cu
m

en
to

s 
e 

in
tr

od
uc

ie
nd

o 
de

l c
ód

ig
o 

se
gu

ro
 d

e 
ve

ri
fic

ac
ió

n 
(C

SV
) 



Consejo Jurídico 
de la Región de Murcia 

 
 

Dictamen nº 39/2023 
 
El Consejo Jurídico de la Región de 
Murcia, en sesión celebrada el día 21 de 
febrero de 2023, con la asistencia de los 
señores que al margen se expresa, ha 
examinado el expediente remitido en 
petición de consulta por la Ilma. Sra. 
Secretaria General de la Consejería de 
Educación (por delegación de la Excma. 
Sra. Consejera), mediante oficio 
registrado el día 29 de julio de 2022 
(COMINTER 223358), sobre revisión de 

oficio instada por D. José David  contra Resolución de 17-
07-2015 de puntuaciones en fase concurso y listas de seleccionados de 
diversos Cuerpos de Profesores (exp. 2022_269), aprobando el siguiente 
Dictamen. 
 

ANTECEDENTES 

 

 PRIMERO.- Don José David , participó por la 
especialidad de Operaciones y Equipos de Producción Agraria del Cuerpo 
de Profesores Técnicos de Formación Profesional, en el procedimiento 
selectivo convocado por Orden de 13 de marzo de 2015, de la Consejería 
de Educación, para ingreso, acceso y adquisición de nuevas especialidades 
en los Cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, Profesores de 
Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores Técnicos de Formación 
Profesional, Profesores de Música y Artes Escénicas y Profesores de Artes 
Plásticas y Diseño. A resultas de dicho procedimiento se elaboran las 
correspondientes listas de espera para el nombramiento de personal interino 
en estos cuerpos para el curso 2015-2016.  
 

SEGUNDO.- El Sr.  no superó el procedimiento selectivo, 
siendo su puntuación final de 7,1524 puntos. Puesto que su nota en la fase 
de oposición era superior a cinco, el hoy actor quedó integrado en el Bloque 
I de la lista de aspirantes a la que se alude en la base 23.a) de la Orden de 

Señores Consejeros: 
 
Gómez Fayrén, Presidente y 
Consejero en funciones. 
Martínez Ripoll, en funciones. 
Gálvez Muñoz, en funciones. 
 
Letrado-Secretario General: 
Contreras Ortiz. 

CO
NT

RE
RA

S 
O

RT
IZ

, M
AN

UE
L 

M
AR

IA
GÓ

M
EZ

 F
AY

RÉ
N,

 A
NT

O
NI

O
24

/0
2/

20
23

 1
0:

08
:5

3
24

/0
2/

20
23

 1
0:

29
:4

7

Es
ta

 e
s 

un
a 

co
pi

a 
au

té
nt

ic
a 

im
pr

im
ib

le
 d

e 
un

 d
oc

um
en

to
 e

le
ct

ró
ni

co
 a

dm
in

is
tr

at
iv

o 
ar

ch
iv

ad
o 

po
r 

la
 C

om
un

id
ad

 A
ut

ón
om

a 
de

 M
ur

ci
a,

 s
eg

ún
 a

rt
íc

ul
o 

27
.3

.c
) d

e 
la

 L
ey

 3
9/

20
15

 L
os

 fi
rm

an
te

s 
y 

la
s 

fe
ch

as
 d

e 
fir

m
a 

se
 m

ue
st

ra
n 

en
 lo

s 
re

cu
ad

ro
s.

Su
 a

ut
en

tic
id

ad
 p

ue
de

 s
er

 c
on

tr
as

ta
da

 a
cc

ed
ie

nd
o 

a 
la

 s
ig

ui
en

te
 d

ir
ec

ci
ón

: h
tt

ps
:/

/s
ed

e.
ca

rm
.e

s/
ve

ri
fic

ar
do

cu
m

en
to

s 
e 

in
tr

od
uc

ie
nd

o 
de

l c
ód

ig
o 

se
gu

ro
 d

e 
ve

ri
fic

ac
ió

n 
(C

SV
) 



Consejo Jurídico 
de la Región de Murcia 
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13 de marzo de 2015, por la especialidad de Operaciones y Equipos de 
Producción Agraria del Cuerpo de Profesores Técnicos de Formación 
Profesional. 

 
TERCERO.- Concluido el procedimiento selectivo, no consta 

ninguna reclamación del interesado en vía administrativa sobre el 
desarrollo del proceso ni sobre las puntuaciones otorgadas en la fase de 
oposición y de concurso. 

 
CUARTO.- El 21 de septiembre de 2018, el Sr.  presentó una 

solicitud de revisión de oficio de los siguientes actos administrativos: a) 
Resolución de 17 de julio de 2015, de la Dirección General de Planificación 
Educativa y Recursos Humanos, por la que se publican las puntuaciones 
definitivas de la fase de concurso y las listas de seleccionados en los 
procedimientos selectivos para ingreso, accesos y adquisición de nuevas 
especialidades, en los cuerpos de profesores de enseñanza secundaria, 
profesores de escuelas oficiales de idiomas, profesores técnicos de 
formación profesional, profesores de música y artes escénicas y profesores 
de artes plásticas y diseño, convocados por Orden de 13 de marzo de 2015; 
y b) Orden de 7 de septiembre de 2016, por la que se declara que han 
superado la fase de prácticas los aspirantes seleccionados en los 
procedimientos selectivos convocados por orden de 13 de marzo de 2015, 
y se aprueba el expediente del proceso selectivo.  

 
Relata el reclamante que participó en el proceso selectivo convocado 

por la Orden de 13 de marzo de 2015 en la especialidad de Operaciones y 
Equipos de Producción Agraria del Cuerpo de Profesores Técnicos de 
Formación Profesional y que, si bien superó la fase de oposición, no resultó 
seleccionado, pues una vez sumadas las puntuaciones de las dos fases del 
procedimiento selectivo (oposición y concurso) resultó con una puntuación 
total de 7,1524, inferior a la de la última aspirante seleccionada, que fue de 
7,1541 puntos.  

 
Entiende el interesado que la puntuación otorgada fue consecuencia 

de la aplicación de lo establecido en los números 1 y 2 de1 apartado 
segundo del Acuerdo de Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma CO
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de la Región de Murcia de fecha 24 de febrero de 2012, por el que se 
establecían medidas en materia de personal docente en la Administración 
Pública de la Región de Murcia, que suspendió la aplicación del apartado 
sexto, “derechos retributivos” del Acuerdo para 1a provisión de puestos de 
trabajo de los cuerpos docentes no universitarios, en régimen de interinidad, 
en centros dependientes de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, publicado por Resolución de 6 de mayo de 2004, de la Consejería 
de Hacienda, ordenando la extinción de todos los contratos vigentes del 
personal docente interino con efectos de 30 de junio de 2012 y en la misma 
fecha de los años sucesivos.  

 
Este Acuerdo de 2012 fue declarado nulo por la STS, Sala de lo 

Contencioso-Administrativo, núm. 966/2018, de 11 de junio, al considerar 
que suponía una discriminación injustificada para el personal docente 
interino respecto del personal funcionario de carrera. 

 
Afirma el actor que en cumplimiento del indicado fallo la 

Administración le ha reconocido un total de 4 meses y 28 días 
correspondientes a los meses de verano de los años 2012 a 2015, durante 
los cuales vio indebidamente extinguida su relación de servicio con la 
Administración regional, períodos de servicios ahora reconocidos que, sin 
embargo, no se computaron en el procedimiento selectivo convocado por 
Orden de 13 de marzo de 2015. 

 
En la medida en que, de conformidad con las bases reguladoras del 

procedimiento selectivo, debían haberle sido computados los servicios 
prestados hasta el 30 de junio de 2015, de haberse tomado en consideración 
los servicios ahora reconocidos, se habría incrementado su puntuación final 
hasta los 7,2635 puntos, superior a la de la seleccionada en último lugar y 
a quien ya se le reconoció en su momento la puntuación máxima por el 
apartado de servicios prestados.  

 
Entiende el actor que dado que la puntuación que le fue otorgada en 

el procedimiento selectivo estuvo condicionada por la aplicación de un 
Acuerdo declarado nulo, la resolución por la que se le atribuyó aquella 
puntuación está viciada de nulidad, conforme a lo establecido en el artículo CO
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47.1, letra a) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, por vulnerar su 
derecho de acceso en condiciones de igualdad a las funciones públicas, 
consagrado por el artículo 23.2 CE, por lo que procede que así se declare, 
se le incluya en la relación de seleccionados en el proceso selectivo, se le 
permita realizar la fase de prácticas y que, una vez superada, se proceda a 
su nombramiento como funcionario de carrera. Sostiene a tal efecto el actor 
que “la declaración de nulidad de una disposición general por ser de pleno 
derecho, produce efectos "ex tunc" y obliga a eliminar la disposición del 
ordenamiento jurídico, eliminando también aquellos actos que resulten de 
la aplicación directa de la disposición”.   

 
Acompaña a su solicitud diversa documentación correspondiente al 

proceso selectivo y acreditativa de sus méritos. 
 
QUINTO.- Para la adecuada comprensión de las cuestiones 

planteadas por el interesado resulta necesario tomar en consideración los 
siguientes antecedentes: 

   
1. Con fecha 30 de abril de 2004, el Consejo de Gobierno ratifica el 

Acuerdo alcanzado entre la entonces Consejería de Educación y Cultura y 
las Organizaciones Sindicales ANPE, CCOO, STERM y CSI-CSIF, de 
fecha 27 de abril de 2004, para la provisión de puestos de trabajo docentes 
no universitarios, en régimen de interinidad, en la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia (denominado comúnmente como “Acuerdo de 
interinos de 2004”). En su apartado sexto (derechos retributivos) dispone 
que ”todo profesor interino que acredite cinco meses y medio de servicio 
efectivo durante un curso escolar, percibirá las retribuciones 
correspondientes a los meses de julio y agosto”. 

   
La vigencia de dicho Acuerdo fue prorrogada en 2009 hasta el 31 de 

agosto de 2013. 
   
2. Sin embargo, el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 24 de febrero 

de 2012, por el que se establecían medidas en materia de Personal Docente 
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en la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, recogía, entre otras, las siguientes: 

  
a) Suspender el apartado sexto, “derechos retributivos”, del Acuerdo 

de interinos de 2004, en cuya virtud, todo profesor interino que acreditase 
cinco meses y medio de servicio efectivo durante un curso escolar, 
percibiría las retribuciones correspondientes a los meses de julio y agosto. 

   
b) Disponer que la duración del nombramiento del personal docente 

interino se ajustaría al tiempo que duraran las circunstancias que dieron 
lugar a su nombramiento y se mantendría mientras persistieran las razones 
de urgencia o necesidad que lo justificaron, cesando como máximo el 30 de 
junio de cada año. Asimismo, establecía que con fecha 30 de junio de 2012 
se extinguirían los contratos vigentes de personal docente interino. 

  
 Dicha medida fue más tarde recogida en la Ley 5/2012, de 29 de 

junio, de ajuste presupuestario y de medidas en materia de Función Pública, 
para los nombramientos realizados a partir del curso académico 2012-2013, 
cuya Disposición adicional tercera establecía: ”la duración del 
nombramiento del personal docente interino se ajustará al tiempo que 
duren las circunstancias que dieron lugar al mismo, y se mantendrá 
mientras persistan las razones de urgencia o necesidad que lo justificaron, 
cesando, como máximo, el 30 de junio de cada año, devengándose las 
partes proporcionales de pagas extraordinarias y vacaciones”. 

   
3. Las sucesivas órdenes de la Consejería de Educación por las que 

se establecían los procedimientos en materia de recursos humanos para cada 
curso escolar, venían reconociendo a aquellos funcionarios interinos que 
cesaban a 30 de junio de cada año y cumplían el mínimo de días requerido 
para ello en cada ejercicio, la liquidación de las vacaciones no disfrutadas, 
la parte proporcional de paga extra correspondiente a los períodos 
trabajados y demás derechos retributivos que pudieran corresponderle. 
Además, los días que les correspondieran como vacaciones no disfrutadas 
se les computaban como servicios prestados en su hoja de servicios y 
cotizarían a la Seguridad Social salvo renuncia expresa. 
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4. Con fecha 11 de junio de 2018, la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Supremo dicta la Sentencia 966/2018 en el 
recurso de casación nº 3765/2015, interpuesto por la Asociación de 
Interinos Docentes de la Región de Murcia (AIDMUR) contra la Sentencia 
de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Murcia, de fecha 2 de octubre de 2015, 
recaída en el recurso nº 291/2012, sobre impugnación del ya citado Acuerdo 
del Consejo de Gobierno de 24 de febrero de 2012. 

   
Dicha sentencia declara ”la nulidad de pleno derecho de lo dispuesto 

en los números 1 y 2 del apartado Segundo del Acuerdo del Consejo de 
Gobierno de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia de fecha 24 
de febrero de 2012, publicado en el BORM nº 74 de 29 de marzo del mismo 
año, por el que se establecían medidas en materia de Personal Docente en 
la Administración Pública de dicha Comunidad. Tales números, cuya 
nulidad de pleno derecho declaramos, decían así: «1. Suspender el 
apartado sexto, “derechos retributivos”, del Acuerdo para la provisión de 
puestos de trabajo de los cuerpos docentes no universitarios, en régimen 
de interinidad en centros dependientes de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, publicado por Resolución de 6 de mayo de 2004 de la 
Consejería de Hacienda, y prorrogado en sus mismos términos por el 
Acuerdo de 23 de marzo de 2009. 2. La duración del nombramiento del 
personal docente interino se ajustará al tiempo que duren las 
circunstancias que dieron lugar a su nombramiento y se mantendrá 
mientras persistan las razones de urgencia o necesidad que lo justificaron, 
cesando, como máximo el 30 de junio de cada año. En consecuencia, con 
fecha 30 de junio de 2012, se extinguirán los contratos vigentes del 
personal docente interino»“. 

   
Alcanza el Alto Tribunal esta conclusión interpretando la normativa 

europea (Cláusula Cuarta del Acuerdo Marco sobre el trabajo de duración 
determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999 e incorporado al anexo de 
la Directiva 1999/70/CE, del Consejo, de 28 de junio) y aplicando la 
doctrina fijada por el TJUE sobre el principio de no discriminación entre 
trabajadores de duración determinada y fijos. CO
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Considera el Tribunal Supremo que los funcionarios recurrentes son 

nombrados como interinos en centros no universitarios al principio del 
curso escolar con el designio de que desempeñen las funciones propias de 
un profesor durante todo él, y que son cesados al concluir el período lectivo. 
Entiende el Tribunal que estos funcionarios son comparables a los docentes 
de carrera que desempeñan sus funciones en los mismos centros y que, en 
consecuencia, el Acuerdo de Consejo de Gobierno de 24 de febrero de 2012 
es nulo al suspender los derechos retributivos correspondientes a los meses 
de julio y agosto del curso escolar, percibidos por los interinos desde el año 
2004, y al ordenar que las relaciones de servicio se extingan a 30 de junio 
de cada año. Considera, en definitiva, que a los efectos de la Cláusula 
Cuarta del Acuerdo Marco sobre trabajo de duración determinada, se 
vulnera el principio de no discriminación al estimar que la desigualdad de 
trato entre los docentes interinos y los de carrera no está justificada por 
razones objetivas. 

  
5. El 6 de julio de 2018, y a la luz de la indicada sentencia del 

Tribunal Supremo, la Administración y los Sindicatos con representación 
en la Mesa Sectorial de Educación, ANPE, CCOO, STERM, SIDI, UGT y 
CSIF adoptaron un acuerdo sobre abono de retribuciones y anotación de 
servicios relacionados en los siguientes términos: 

  
“1. Anotación inmediata de servicios a todos los docentes con 

derecho a ello, con los correspondientes efectos sobre las oposiciones y los 
actos de adjudicación. 

   
2. Presupuesto 2018: abono, previa solicitud, de la totalidad de los 

atrasos y regulación de trienios y sexenios a los recurrentes que acudieron 
a la Sala y han ganado la sentencia, al resto de demandantes iniciales y a 
los inmersos en causas judiciales suspensas, siguiendo el ritmo marcado 
por los tribunales. 

   
3. Presupuesto 2019: Abono, previa solicitud, del verano de 2012 a 

los que trabajaran 165 días en el curso 2011-12, con regulación de trienios 
y sexenios. CO
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4. Presupuesto 2020: Abono, previa solicitud, del verano de 2013 a 

los que trabajaran 165 días en el curso 2012-13. Abono del verano de 2014 
a los que trabajaran 255 días en el curso 2013-14. Todo ello con regulación 
de trienios y sexenios. 

   
5. Presupuesto 2021: Abono, previa solicitud, del verano de 2015 a 

los que trabajaran 255 días con regulación de trienios y sexenios. 
  
6. Si por razones presupuestarias no se pudiera acometer el pago 

completo de algún verano se comenzarán los pagos por orden de 
antigüedad hasta agotar la partida correspondiente. En caso de que en 
alguno de los ejercicios no hubiera presupuesto, sino prórroga del 
anterior, los pagos podrían extenderse por los mismos períodos. 

  
7. Aquellos docentes inmersos en reclamaciones administrativas o 

contenciosas distintas de lo expresado en el punto 2 percibirán los atrasos 
cuando finalicen las mismas, con el objeto de cumplir fielmente las 
resoluciones adoptadas por los tribunales de justicia. La posibilidad de 
renunciar a tales acciones quedará establecida en la aplicación 
informática que se elabore al efecto”. 

       
Ni la sentencia, ni, consecuentemente, el acuerdo de cumplimiento 

contemplan ninguna revisión ni efecto retroactivo anterior al dictado de la 
misma sobre ningún procedimiento selectivo. 

 
SEXTO.- Por Orden de la Consejería de Educación, Juventud y 

Deportes, de 26 de marzo de 2019, se admite a trámite la solicitud de 
revisión de oficio. 

 
SÉPTIMO.- Conferido trámite de audiencia al interesado, presenta 

alegaciones el 19 de julio de 2019. Insiste en que, de no haberse dictado el 
Acuerdo de 2012, declarado nulo por el Tribunal Supremo, continuaría 
vigente el Acuerdo de 2004, en virtud del cual habría obtenido 
nombramiento durante los dos meses del verano y le habría sido reconocida 
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la citada experiencia como mérito en el procedimiento selectivo celebrado 
en 2015.  

 
OCTAVO.- El 2 de octubre de 2019, el Servicio Jurídico de la 

Consejería de Educación y Cultura propone inadmitir la solicitud de 
revisión de oficio por haber sido desestimadas, en cuanto al fondo, otras 
solicitudes sustancialmente iguales.  

 
Se basa dicha propuesta en el Dictamen de este Consejo Jurídico 

número 258/2019, en el que se informa favorablemente la desestimación de 
una revisión de oficio instada por 103 interinos docentes que pretendían se 
declarase la nulidad de pleno derecho de los actos administrativos por los 
que fueron cesados y luego nombrados como funcionarios interinos 
correspondientes a los cursos 2012/2013 a 2017/2018, y ello como 
consecuencia de que la STS 966/2018, de 11 de junio, había declarado la 
nulidad de pleno derecho de lo dispuesto en los números 1 y 2 del apartado 
Segundo del Acuerdo de 24 de febrero de 2012. 

 
NOVENO.- La Dirección de los Servicios Jurídicos (informe 

121/2019, de 2 de octubre) informa que no procede estimar la solicitud de 
revisión de oficio. 

   
DÉCIMO.- Mediante Orden de 6 de noviembre de 2019, de la 

Consejería de Educación y Cultura, se dispone la inadmisión a trámite de 
la citada solicitud de revisión de oficio. 

 
Recurrida dicha inadmisión ante la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, la sentencia  
98/2021, de 5 de marzo, estima el recurso y ordena la tramitación del 
procedimiento de revisión de oficio para pronunciarse sobre el fondo del 
asunto. 

 
UNDÉCIMO.- El 20 de diciembre de 2021, el Servicio de 

Planificación y Provisión de Efectivos propone desestimar la solicitud de 
revisión de oficio al considerar que su estimación conllevaría una quiebra 
de los principios de buena fe, confianza legítima y seguridad jurídica. Del CO
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mismo modo sostiene que “ni la sentencia, ni, consecuentemente, el 
acuerdo de cumplimiento contemplan ninguna revisión ni efecto 
retroactivo anterior al dictado de la misma sobre ningún procedimiento 
selectivo, revisión por otra parte de imposible acuerdo, toda vez que se 
trataba de actos finalizados no revisables por este procedimiento”, y que, 
en cualquier caso, la doctrina jurisprudencial que fundamenta la pretensión 
revisora del actor ha sido superada por la del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, que afirma la inexistencia de discriminación por el hecho 
de que los docentes interinos vean extinguidas sus relaciones de servicio al 
finalizar el período lectivo.   

 
DUODÉCIMO.- Mediante Acuerdo del Consejo de Gobierno de 

fecha 24 de marzo de 2022, se avoca la competencia para resolver la 
revisión instada por el Sr.  sobre la Resolución de 17 de julio 
de 2015, se admite a trámite la solicitud de revisión de oficio frente al 
indicado acto y contra la Orden de la Consejería de Educación y 
Universidades de 7 de septiembre de 2016, y se nombra instructora. 

 
DECIMOTERCERO.- Conferido el preceptivo trámite de 

audiencia, no consta que el interesado haya hecho uso del mismo 
presentando alegaciones ni aportando documentos o justificaciones al 
procedimiento.   

 
DECIMOCUARTO.- El 17 de mayo de 2022 se formula propuesta 

de resolución desestimatoria de la solicitud de revisión de oficio al entender 
la instructora que los actos cuya invalidez se pretende no están incursos en 
la causa de nulidad invocada por el interesado. A tal efecto y con 
fundamento en el Dictamen de este Consejo Jurídico número 258/2019, 
considera que la declaración de nulidad del Acuerdo de 2012 no conlleva 
la de los actos administrativos firmes dictados en aplicación del mismo y 
que, en cualquier caso, el fundamento de la nulidad de aquel Acuerdo ha 
sido rechazado por la jurisprudencia posterior, por lo que no cabría amparar 
ahora un pronunciamiento de nulidad en la pretendida discriminación entre 
funcionarios docentes interinos y de carrera que se encontraba en la base de 
la declaración de nulidad del Acuerdo de 2012.      
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 DECIMOQUINTO.- Recabado el preceptivo informe de la 
Dirección de los Servicios Jurídicos se evacua el 21 de julio de 2022 con el 
número 62/2022, en sentido favorable a la propuesta de resolución 
desestimatoria de la solicitud de revisión de oficio de los dos actos 
impugnados. 
 
 Respecto de la Orden de 7 de septiembre de 2016, por la que se 
declara que los aspirantes seleccionados han superado la fase de prácticas, 
sostiene el informe que no puede alcanzarle la revisión solicitada, pues para 
estar incluido en la relación aprobada por dicha Orden es requisito 
necesario superar la fase práctica del procedimiento selectivo, lo que nada 
tiene que ver con los méritos reconocidos al interesado en la fase de 
concurso.  
 
 En relación con la solicitud de nulidad de la Resolución de 17 de julio 
de 2015, considera el informe que su fundamento incide en argumentos de 
pretendida discriminación del personal interino respecto del funcionario de 
carrera que ya fueron rechazados por el Dictamen de este Consejo Jurídico 
número 258/2019, sobre la base de la jurisprudencia recaída con 
posterioridad a la anulación del Acuerdo de 2012.  
 
 Sostiene el informe que el actor no interpuso recurso alguno contra 
el Acuerdo de Consejo de Gobierno anulado ni efectuó reclamación alguna 
sobre el reconocimiento de servicios prestados hasta la presente solicitud, 
por lo que operan los límites propios del artículo 110 de la Ley de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa. Además, el acuerdo que da 
cumplimiento a la citada sentencia del Tribunal Supremo no prevé en 
ningún caso las acciones que solicita el interesado sobre procedimientos 
concluidos y consentidos ni podría hacerlo toda vez que la sentencia no los 
contempla. 
 
 DECIMOSEXTO.- Con fecha 29 de julio de 2022 la instructora 
acuerda suspender el plazo máximo para la resolución del procedimiento 
de revisión de oficio con ocasión de la remisión del expediente en solicitud 
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de dictamen al Consejo jurídico, lo que se lleva a efecto mediante 
comunicación interior del pasado 29 de julio de 2022. 
 
 No consta en el expediente la notificación del acuerdo de suspensión 
al interesado. 
 
 

A la vista de los referidos antecedentes procede realizar las siguientes 
 

 

CONSIDERACIONES 

 
  

PRIMERA.- Carácter del Dictamen. 
 

El presente Dictamen se emite con carácter preceptivo de 
conformidad con lo establecido en los artículos 12.6 de la Ley 2/1997, de 
19 de mayo, del Consejo Jurídico de la Región de Murcia, y 106.1 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPACAP), dado que versa sobre una propuesta 
de revisión de oficio de diversos actos administrativos por nulidad de pleno 
derecho. 

 
 SEGUNDA.- Actos objeto de revisión, régimen jurídico aplicable, 
plazo para promover la revisión de oficio y órgano competente para 
resolver. 
 

I. Actos objeto de revisión. 
 
La acción de nulidad ejercitada por el Sr.  se dirige contra los 

siguientes actos integrantes del procedimiento selectivo convocado por 
Orden de 13 de marzo de 2015, de la Consejería de Educación, para ingreso, 
acceso y adquisición de nuevas especialidades en los Cuerpos de Profesores 
de Enseñanza Secundaria, Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, 
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Profesores Técnicos de Formación Profesional, Profesores de Música y 
Artes Escénicas y Profesores de Artes Plásticas y Diseño: 

 
a) Resolución de 17 de julio de 2015, de la Dirección General de 

Planificación Educativa y Recursos Humanos, por la que se publican las 
puntuaciones definitivas de la fase de concurso y las listas de seleccionados 
en los procedimientos selectivos para ingreso, accesos y adquisición de 
nuevas especialidades. 

 
b) Orden de 7 de septiembre de 2016, de la Consejería de Educación, 

por la que se declara que han superado la fase de prácticas los aspirantes 
seleccionados en los indicados procedimientos selectivos y se aprueba el 
expediente del proceso selectivo.  

 
Tales actos cumplen los requisitos de ser definitivos en vía 

administrativa o no haber sido recurridos en plazo que, para ser objeto de 
un procedimiento de revisión de oficio, exigía en su día el artículo 102.1 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común 
(LPAC) y hoy el 106.1 LPACAP. 

 
II. Régimen jurídico aplicable. 

  
Dado que se pretende declarar la nulidad de dos actos anteriores al 2 

de octubre de 2016, fecha de entrada en vigor de la LPACAP, procede 
distinguir entre el régimen jurídico que habrá de aplicarse al aspecto formal 
del procedimiento revisorio, que será el vigente a la fecha de incoación del 
mismo, es decir, la LPACAP (Disposición transitoria tercera, b), del 
régimen material de las causas de nulidad, que habrá de ser el previsto en 
la LPAC, en tanto que norma que regulaba las causas de nulidad (artículo 
62) de los actos y disposiciones administrativas en el tiempo en que fueron 
dictados los actos administrativos que se revisan. 

 
III. Plazo para incoar el procedimiento de revisión y para resolverlo. 
  

CO
NT

RE
RA

S 
O

RT
IZ

, M
AN

UE
L 

M
AR

IA
GÓ

M
EZ

 F
AY

RÉ
N,

 A
NT

O
NI

O
24

/0
2/

20
23

 1
0:

08
:5

3
24

/0
2/

20
23

 1
0:

29
:4

7

Es
ta

 e
s 

un
a 

co
pi

a 
au

té
nt

ic
a 

im
pr

im
ib

le
 d

e 
un

 d
oc

um
en

to
 e

le
ct

ró
ni

co
 a

dm
in

is
tr

at
iv

o 
ar

ch
iv

ad
o 

po
r 

la
 C

om
un

id
ad

 A
ut

ón
om

a 
de

 M
ur

ci
a,

 s
eg

ún
 a

rt
íc

ul
o 

27
.3

.c
) d

e 
la

 L
ey

 3
9/

20
15

 L
os

 fi
rm

an
te

s 
y 

la
s 

fe
ch

as
 d

e 
fir

m
a 

se
 m

ue
st

ra
n 

en
 lo

s 
re

cu
ad

ro
s.

Su
 a

ut
en

tic
id

ad
 p

ue
de

 s
er

 c
on

tr
as

ta
da

 a
cc

ed
ie

nd
o 

a 
la

 s
ig

ui
en

te
 d

ir
ec

ci
ón

: h
tt

ps
:/

/s
ed

e.
ca

rm
.e

s/
ve

ri
fic

ar
do

cu
m

en
to

s 
e 

in
tr

od
uc

ie
nd

o 
de

l c
ód

ig
o 

se
gu

ro
 d

e 
ve

ri
fic

ac
ió

n 
(C

SV
) 



Consejo Jurídico 
de la Región de Murcia 

 

 
14

 

1. De apreciarse motivo de nulidad, no existe límite temporal para la 
incoación del procedimiento, ya que la declaración de revisión de oficio 
puede efectuarse en cualquier momento (artículo 106.1 LPACAP), sin 
perjuicio de la obligada modulación que de tan tajante afirmación impone 
el artículo 110 del mismo texto legal, al señalar, como límite a las facultades 
revisorias de la Administración el “tiempo transcurrido”, que pudiera 
convertir el ejercicio de aquéllas en contrario a la equidad y a la buena fe. 

  
 A pesar del tiempo transcurrido desde la adopción de las 

resoluciones cuya revisión de oficio se pretende, no cabe apreciar que 
concurra el límite establecido por el indicado artículo 110 LPACAP (antes 
106 LPAC), máxime si se tiene en cuenta que la Sentencia del Tribunal 
Supremo en la que el actor pretende fundamentar su pretensión antecede en 
apenas tres meses a la presentación de la solicitud de revisión. 

 
2. Una vez ejercitada la acción de nulidad por el interesado, ha de 

atenderse a lo establecido en el artículo 106.5 LPACAP, en cuya virtud el 
transcurso de seis meses sin que se haya dictado resolución permitirá 
entender desestimada la solicitud de nulidad. Para el cómputo de dicho 
plazo habrá de tomarse en consideración la suspensión correctamente 
acordada al amparo del artículo 22.1, letra d) LPACAP con ocasión de la 
solicitud de este dictamen, si bien no consta acreditado en el expediente que 
se haya notificado el indicado acuerdo suspensivo al actor, lo que constituye 
una condición para que la suspensión produzca efectos. 

 
IV. Órgano competente para resolver. 
  
La revisión de oficio de la Resolución de 17 de julio de 2015, de la 

Dirección General de Planificación Educativa y Recursos Humanos, 
compete a la persona titular de la Consejería de adscripción -hoy la de 
Educación, Formación Profesional y Empleo- en virtud de lo establecido en 
el artículo 33.1, letra b) de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, que atribuye a los 
Consejeros la competencia para la revisión de oficio de los actos y 
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disposiciones administrativos nulos dictados por los demás órganos de su 
Consejería.  

 
Por el contrario, la competencia para resolver la solicitud de revisión 

de oficio dirigida frente a la Orden de la Consejería de Educación y 
Universidades, de 7 de septiembre de 2016, corresponde al Consejo de 
Gobierno, por así disponerlo el artículo 33.1, letra a) de la Ley 7/2004, de 
28 de diciembre.  

 
En orden a resolver la acción de nulidad en un único acto, en 

coherencia con la solicitud también única en que aquélla se ha 
materializado, considera el Consejo Jurídico acertada la solución adoptada 
en el procedimiento consistente en la avocación por parte del Consejo de 
Gobierno de la competencia del Consejero para conocer de la solicitud de 
nulidad de la Resolución de 17 de julio de 2015.        
 
 TERCERA.- Del procedimiento.  
 

El artículo 106 LPACAP habilita a las Administraciones Públicas y 
previo dictamen favorable del órgano consultivo correspondiente, a 
declarar la nulidad de sus actos administrativos en los supuestos previstos 
en el artículo 47.1 LPACAP. No obstante, y de conformidad con lo 
señalado en la Consideración Segunda de este Dictamen, las causas de 
nulidad a las que ha de atenderse respecto de los actos objeto de revisión 
que fueron dictados con anterioridad al 2 de octubre de 2016 son las 
señaladas por el artículo 62.1 LPAC, en tanto que norma vigente en ese 
momento.   
   

En relación con el procedimiento de revisión de oficio, este Consejo 
Jurídico ha señalado reiteradamente que, como mínimo, debe estar 
integrado por el acuerdo de iniciación, los informes pertinentes, la práctica 
de la prueba si así se propone, la audiencia a los interesados y la propuesta 
de resolución que se somete a Dictamen de este Órgano Consultivo. En su 
aplicación al caso, consta el acuerdo de iniciación adoptado por el Consejo 
de Gobierno, un informe propuesta del Servicio de Planificación y 
Provisión de Efectivos, el trámite de audiencia al actor, un informe CO
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propuesta de la instructora del procedimiento y el preceptivo informe de la 
Dirección de los Servicios Jurídicos, por lo que, prima facie, se habrían 
cumplido todos los trámites preceptivos. 

 
Ha de observarse, no obstante, que en la medida en que de la eventual 

estimación de la solicitud de revisión de oficio podrían derivarse efectos 
negativos para los intereses de la última de las seleccionadas en el 
procedimiento selectivo, que es identificada por el actor, lo procedente 
habría sido otorgarle también a ella un trámite de audiencia para que 
pudiera alegar lo que a su derecho conviniera, trámite éste que, sin 
embargo, se ha omitido. No obstante, y atendido el sentido de este 
Dictamen, favorable a la desestimación de la pretensión anulatoria, no cabe 
apreciar que la falta de audiencia de la interesada la coloque en indefensión, 
por lo que no se estima necesario retrotraer el procedimiento para subsanar 
la omisión y, en consecuencia, procede a entrar a conocer del fondo del 
asunto.  

 
Del mismo modo, habría sido oportuno contar con un informe que 

permitiera contrastar el cómputo de los servicios reconocidos en 2018 que 
realiza el interesado, aplicando el baremo del procedimiento selectivo, el 
cual contiene normas de ponderación de méritos que dificultan su manejo. 
Adviértase a tal efecto, que el interesado considera en las alegaciones 
efectuadas con ocasión del trámite de audiencia, que la declaración de 
nulidad del Acuerdo de 2012 determinaría que el Acuerdo de 2004 sería el 
aplicable en el momento del procedimiento selectivo, lo que habría 
determinado que se le computaran los meses de verano de los años 2012 a 
2014. No obstante, frente a esta alegación cabría oponer que la pretendida 
reviviscencia del referido Acuerdo finalizaría a la fecha de expiración de su 
vigencia, en 2013, por lo que en ningún caso podría extender sus efectos 
más allá de ese año. De modo que sólo podría aplicarse el argumento a los 
servicios reconocidos correspondientes al verano de 2012 y 2013. Atendida 
la escasa diferencia de puntuación existente entre el actor y la seleccionada 
en último lugar en el procedimiento selectivo en cuestión, habría sido 
necesario contar con el informe antedicho para poder conocer con precisión 
si el cómputo de los servicios correspondientes conforme al baremo 
colocaría al interesado en mejor derecho a ser seleccionado.     CO

NT
RE

RA
S 

O
RT

IZ
, M

AN
UE

L 
M

AR
IA

GÓ
M

EZ
 F

AY
RÉ

N,
 A

NT
O

NI
O

24
/0

2/
20

23
 1

0:
08

:5
3

24
/0

2/
20

23
 1

0:
29

:4
7

Es
ta

 e
s 

un
a 

co
pi

a 
au

té
nt

ic
a 

im
pr

im
ib

le
 d

e 
un

 d
oc

um
en

to
 e

le
ct

ró
ni

co
 a

dm
in

is
tr

at
iv

o 
ar

ch
iv

ad
o 

po
r 

la
 C

om
un

id
ad

 A
ut

ón
om

a 
de

 M
ur

ci
a,

 s
eg

ún
 a

rt
íc

ul
o 

27
.3

.c
) d

e 
la

 L
ey

 3
9/

20
15

 L
os

 fi
rm

an
te

s 
y 

la
s 

fe
ch

as
 d

e 
fir

m
a 

se
 m

ue
st

ra
n 

en
 lo

s 
re

cu
ad

ro
s.

Su
 a

ut
en

tic
id

ad
 p

ue
de

 s
er

 c
on

tr
as

ta
da

 a
cc

ed
ie

nd
o 

a 
la

 s
ig

ui
en

te
 d

ir
ec

ci
ón

: h
tt

ps
:/

/s
ed

e.
ca

rm
.e

s/
ve

ri
fic

ar
do

cu
m

en
to

s 
e 

in
tr

od
uc

ie
nd

o 
de

l c
ód

ig
o 

se
gu

ro
 d

e 
ve

ri
fic

ac
ió

n 
(C

SV
) 



Consejo Jurídico 
de la Región de Murcia 

 

 
17

 

 
 CUARTA.- De la causa de nulidad invocada.  
 
 La potestad de revisión de oficio, reconocida en general a la 
Administración por el artículo 106, con los límites del 110 LPACAP, 
supone una facultad excepcional que se le otorga para revisar los actos 
administrativos sin acudir a los Tribunales y sin tan siquiera esperar a su 
impugnación por los interesados. Prevista para vicios especialmente graves 
causantes de la nulidad de los actos, constituye, en definitiva, una 
manifestación extrema de la autotutela administrativa. Cuando es el 
interesado quien insta la revisión de oficio de un determinado acto, se 
configura como verdadera acción de nulidad y en tanto que vía excepcional 
y extraordinaria para impugnar actos administrativos ya firmes y sin 
sometimiento a plazo se le imponen por el ordenamiento estrictos y 
numerosos límites. 
  
 Por lo que aquí interesa, el primero de ellos reside en los motivos que 
legitiman para acudir a esta vía revisoria. Dichos motivos, contenidos en el 
artículo 47.1 LPACAP (en su día en el 62.1 LPAC), constituyen verdaderas 
causas tasadas, con enumeración exhaustiva, y cuya especial gravedad, en 
definitiva, fundamenta esa potestad excepcional, como, asimismo, tanto el 
Consejo de Estado como la jurisprudencia del Tribunal Supremo han 
venido entendiendo de manera constante y reiterada (por todas SSTS de 30 
de marzo de 1982, 17 de octubre de 2000 y 12 de marzo de 2002). 
   
 Para el actor, las resoluciones impugnadas incurrirían en la causa de 
nulidad del artículo 47.1, letra a) LPACAP. Ya hemos señalado que dado 
el tiempo en que fueron dictados los actos cuya nulidad se solicita, 
anteriores a la entrada en vigor de la LPACAP, ha de estarse al régimen 
sustantivo entonces vigente, por lo que habrá de atenderse a la causa de 
nulidad fijada en el artículo 62.1, letra a), la cual en cualquier caso, tiene 
idéntica redacción que la establecida en la LPACAP. 
 

1. Entiende el interesado que la puntuación otorgada en el 
procedimiento selectivo convocado por Orden de 13 de marzo de 2015 y 
que se refleja en la Resolución de 17 de julio de 2015, ahora impugnada, CO
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fue consecuencia de la aplicación de lo establecido en el Acuerdo de 
Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
de fecha 24 de febrero de 2012, por el que se establecían medidas en materia 
de personal docente en la Administración Pública de la Región de Murcia, 
que suspendió la aplicación del apartado sexto, “derechos retributivos” del 
Acuerdo para 1a provisión de puestos de trabajo de los cuerpos docentes no 
universitarios, en régimen de interinidad, en centros dependientes de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, publicado por Resolución 
de 6 de mayo de 2004, de la Consejería de Hacienda, ordenando la extinción 
de todos los contratos vigentes del personal docente interino con efectos de 
30 de junio de 2012 y en la misma fecha de los años sucesivos.  

 
Este Acuerdo de 2012 fue declarado nulo por la STS, Sala de lo 

Contencioso-Administrativo, núm. 966/2018, de 11 de junio, al considerar 
que suponía una discriminación injustificada para el personal docente 
interino respecto del personal funcionario de carrera. 

 
Afirma el actor que, en cumplimiento del indicado fallo, la 

Administración le ha reconocido un total de 4 meses y 28 días 
correspondientes a los meses de verano de los años 2012 a 2015, durante 
los cuales vio indebidamente extinguida su relación de servicio con la 
Administración regional, períodos de servicios ahora reconocidos que, sin 
embargo, no se computaron en el procedimiento selectivo convocado por 
Orden de 13 de marzo de 2015. 

 
En la medida en que de conformidad con las bases reguladoras del 

procedimiento selectivo, debían haberle sido computados los servicios 
prestados hasta el 30 de junio de 2015, de haber sido tenidos en cuenta los 
servicios reconocidos tras el cumplimiento de la sentencia, ello habría 
incrementado su puntuación final hasta los 7,2635 puntos, superior a la de 
la seleccionada en último lugar, lo que habría determinado el derecho del 
actor a ser nombrado funcionario de carrera tras la superación del oportuno 
período de prácticas.  

 
Entiende el actor que dado que la puntuación que le fue otorgada en 

el procedimiento selectivo estuvo condicionada por la aplicación de un CO
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Acuerdo declarado nulo, la resolución por la que se le atribuyó aquella 
puntuación está también viciada de nulidad, conforme a lo establecido en 
el artículo 47.1, letra a) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 
por vulnerar su derecho de acceso en condiciones de igualdad a las 
funciones públicas, consagrado por el artículo 23.2 CE, por lo que procede 
que así se declare, se le incluya en la relación de seleccionados en el proceso 
selectivo, se le permita realizar la fase de prácticas y que, una vez superada, 
se proceda a su nombramiento como funcionario de carrera. Sostiene a tal 
efecto el actor que “la declaración de nulidad de una disposición general 
por ser de pleno derecho, produce efectos "ex tunc" y obliga a eliminar la 
disposición del ordenamiento jurídico, eliminando también aquellos actos 
que resulten de la aplicación directa de la disposición”.   
 
 2. La vulneración del principio de igualdad en el acceso a las 
funciones públicas consagrado en el artículo 23.2 CE. 
 
 Como de forma reiterada hemos declarado en nuestra doctrina (por 
todos, Dictámenes 334/2019, 313/2021 ó 307/2022), la ubicación de este 
artículo 23.2 en el Título I, Capítulo II, Sección 1ª de la Ley Fundamental 
lo hace susceptible de amparo constitucional, de conformidad con el 
artículo 53.2 CE y, en consecuencia, su eventual vulneración sería 
determinante de la nulidad del acto cuya revisión se solicita, en virtud de lo 
establecido en los artículos 62.1, letra a) LPAC y 47.1, letra a, LPACAP. 
  
 El referido precepto establece que los ciudadanos “tienen derecho a 
acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos con 
los requisitos que señalen las leyes”. Si bien, en un primer momento, la 
doctrina constitucional fue algo vacilante a la hora de establecer el ámbito 
de este precepto y determinar si tenían cabida en él las funciones públicas 
de carácter profesional propias de los empleados públicos o si únicamente 
era aplicable al acceso a los cargos de representación política, el Alto 
Tribunal se decantó por entender que este derecho fundamental se proyecta 
sobre ambos tipos de función, aunque, en relación a los empleados públicos, 
únicamente es predicable de aquellos que mantienen con la Administración 
una relación estatutaria o funcionarial, no de carácter contractual laboral. CO
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Así, la STC 86/2004, señala expresamente que “las funciones públicas 
englobadas en la protección que dispensa el artículo 23.2 CE son aquellas 
que vienen desarrolladas por funcionarios públicos, en el sentido del 
artículo 103,3 CE, esto es, por aquellas personas vinculadas con la 
Administración mediante una relación de servicios de carácter 
estatutario”. 
  
 Este derecho ha sido calificado por la doctrina constitucional como 
de configuración legal y de carácter puramente reaccional, pues el artículo 
23.2 CE no otorga el derecho a desempeñar determinadas funciones 
públicas, sino únicamente permite impugnar ante la jurisdicción ordinaria 
y, en última instancia, ante el Tribunal Constitucional, toda norma o 
aplicación concreta de una norma que quiebre la igualdad (SSTC 161/2001, 
137/2004, ó 30/2008, entre otras). La doctrina constitucional señala, 
asimismo, que este precepto no consagra un pretendido derecho 
fundamental al estricto cumplimiento de la legalidad en el acceso a los 
cargos públicos, de forma que sólo cuando la infracción de las normas o 
bases del proceso selectivo implique, a su vez, una vulneración de la 
igualdad entre los participantes, cabe entender que se ha vulnerado esta 
dimensión interna y más específica del derecho que reconoce el artículo 
23.2 CE (ATC 16/2010). Nos encontramos, por tanto, ante un derecho de 
igualdad lex espetialis, respecto del principio de igualdad consagrado por 
el artículo 14 CE, cuyo contenido puede sintetizarse en el siguiente: 
  
 a) Predeterminación normativa del procedimiento de acceso a la 
función pública. 
 
 b) Igualdad en la Ley, de forma que las normas rectoras de los 
procedimientos de acceso aseguren una situación jurídica de igualdad de 
todos los ciudadanos, prohibiendo el establecimiento de requisitos 
discriminatorios o referencias individualizadas o ad personam y no 
estrictamente referidos a los principios de mérito y capacidad. 
  
 c) Igualdad en la aplicación de la Ley, de manera que las normas que 
regulan las pruebas selectivas se apliquen por igual a todos los interesados. 
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 En relación con esta última dimensión del derecho proclamado en el 
artículo 23.2 CE, éste incorpora también el derecho a la igualdad en la 
aplicación misma de la ley, de tal modo que, una vez garantizada la 
vinculación de la propia Administración a lo dispuesto en las normas 
reguladoras del procedimiento selectivo, ha de quedar también excluida 
toda diferencia de trato en el desarrollo del referido procedimiento. En 
todos los momentos del proceso selectivo, la Administración está 
objetivamente obligada a dispensar a todos un trato igual. Las condiciones 
de igualdad a las que se refiere el artículo 23.2 CE se proyectan, por tanto, 
no sólo a las propias leyes sino también a su aplicación e interpretación 
(STC 10/1998, de 13 de enero). 
  
 En este sentido, “si bien el derecho fundamental del artículo 23.2 ha 
de conectarse ineludiblemente con la vinculación de la Administración a lo 
dispuesto en las bases que regulan el procedimiento de acceso a la función 
pública (...) el artículo 23.2 CE no consagra un pretendido derecho 
fundamental al estricto cumplimiento de la legalidad en el acceso a los 
cargos públicos, ya que sólo cuando la infracción de las bases del concurso 
implique, a su vez, una vulneración de la igualdad entre los participantes 
cabe entender que se ha vulnerado esta dimensión interna y más específica 
del derecho fundamental que reconoce el art. 23.2 CE, lo que de suyo exige, 
como asimismo se afirma, la existencia de un término de comparación 
sobre el que articular un eventual juicio de igualdad. En otros términos, la 
conexión existente entre el artículo 23.2 CE y la vinculación de la 
Administración a lo dispuesto en las bases no puede llevarse al extremo de 
que toda vulneración de las mismas (que normalmente supondrá una 
vulneración de los principios de mérito y capacidad que a través de las 
mismas se actúan) implique infracción del derecho fundamental, lo que 
sólo existirá cuando se produzca una diferencia de trato o, como en otros 
casos se ha sostenido, una quiebra relevante del procedimiento, que haría 
arbitraria la decisión que en esas condiciones se dictase" (STC 73/1998, 
FJ 3º, que reitera la doctrina contenida en la número 115/1996). 
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 Centrándonos en esta tercera manifestación del derecho fundamental 
estudiado, la igualdad en la aplicación de la Ley ha de interpretarse en el 
sentido de otorgar el mismo trato a todos los participantes durante el 
desarrollo del procedimiento selectivo. Del mismo modo, no toda 
vulneración de las bases del procedimiento selectivo constituye una 
vulneración del derecho de acceder a las funciones públicas en condiciones 
de igualdad, sino sólo cuando esa violación de las bases implique, a su vez, 
una quiebra de la igualdad de los participantes, porque exista una 
injustificada diferencia de trato entre éstos.  
 
 3. En la aplicación de la doctrina expuesta al supuesto ahora sometido 
a consulta, sería posible apreciar una vulneración del artículo 23.2 CE si el 
interesado tuviera derecho a que se le hubieran computado como servicios 
prestados a efectos del procedimiento selectivo los períodos estivales 
correspondientes a los años 2012 a 2014, que en la Resolución impugnada 
de 17 de julio de 2015 no le fueron sumados y que, sin embargo, le fueron 
reconocidos con posterioridad, con ocasión del cumplimiento de la 
sentencia del Tribunal Supremo de constante cita, mediante el Acuerdo de 
6 de julio de 2018. 
 
      A tal efecto importa destacar que el desconocimiento o vulneración 
de aquellos elementos que en la selección de los empleados públicos tienen 
por finalidad la garantía de la objetividad del procedimiento selectivo y, en 
consecuencia, la salvaguardia de la igualdad de oportunidades de todos los 
aspirantes, pueden dar lugar a una quiebra del derecho al acceso a la función 
pública en condiciones de igualdad. Entre tales elementos y en el seno de 
un procedimiento concurrencial basado en la valoración de los méritos, la 
incorrecta aplicación del baremo de méritos o su desconocimiento, son 
susceptibles de producir una quiebra del indicado derecho cuando en dicha 
apreciación del mérito se beneficia o se perjudica de forma injustificada y 
arbitraria a un aspirante en detrimento del resto. 
 
 De modo que ha de determinarse si el Sr.  tenía derecho a que 
en el procedimiento selectivo en el que se insertan las resoluciones 
impugnadas se le computaran como servicios prestados los períodos CO
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estivales correspondientes a los años 2012 a 2014, espacios de tiempo en 
los que no trabajó porque de forma sistemática se extinguía su relación de 
servicio con la Administración regional cada 30 de junio, en aplicación de 
un apartado del Acuerdo del año 2012 que fue declarado nulo en el año 
2018 por sentencia.  
 
 Entiende el Sr.  que su derecho al cómputo de tales períodos a 
efectos del procedimiento selectivo se deriva de los efectos ex tunc que 
tiene la declaración de nulidad del Acuerdo, que se extendería a todos los 
actos de aplicación del mismo, entre los que se encontraría la Resolución 
de 17 de julio de 2015 ahora impugnada. Frente a dicha concepción de los 
efectos de la declaración de nulidad de una disposición administrativa como 
lo es el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 24 de febrero de 2012, por el 
que se establecen medidas en materia de Personal Docente en la 
Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, ha de recordarse que aquéllos se regulan tanto en la normativa del 
procedimiento administrativo común como en la legislación procesal, y que 
el artículo 106.4 LPACAP dispone con carácter general que, declarada la 
nulidad de una disposición, subsistirán los actos firmes dictados en 
aplicación de ella. 
  
 Del mismo modo, el artículo 73 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, establece que 
las sentencias firmes que anulen un precepto de una disposición general no 
afectarán por sí mismas a la eficacia de las sentencias o actos 
administrativos firmes que lo hayan aplicado antes de que la anulación 
alcanzara efectos generales, salvo en el caso de que la anulación del 
precepto supusiera la exclusión o la reducción de las sanciones aún no 
ejecutadas completamente. 
  
 En ambos regímenes, por tanto, la nulidad de la disposición 
administrativa no se extiende de forma automática a los actos firmes 
dictados en su aplicación, que subsisten y mantienen sus efectos, no siendo 
atacables por las vías ordinarias de recurso, sin perjuicio de la posibilidad 
de acudir a otras formas excepcionales o extraordinarias para dejar sin 
efectos tales actos, como la revisión de oficio. CO
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 Ahora bien, ya hemos señalado que sólo cabe amparar en la acción 
prevista en el artículo 106 LPACAP aquellas pretensiones anulatorias que 
se funden en una causa de nulidad de las previstas en el artículo 47 de la 
misma Ley (62 LPAC), circunstancia que procede analizar ahora si 
concurre a la luz de las alegaciones de vulneración del derecho establecido 
en el artículo 23.2 CE. 
 
 A tal efecto y una vez descartada la extensión de la nulidad de la 
disposición administrativa a los actos de aplicación de aquélla, se advierte 
que el actor centra su argumentación en una remisión al razonamiento 
contenido en la STS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, núm. 
966/2018, de 11 de junio, transcribiendo sus fundamentos jurídicos 
decimosexto y decimoséptimo, que se expresan en los siguientes términos:  
 
 “Por tanto, ese Acuerdo, en cuanto decidió suspender los derechos 
retributivos correspondientes a los meses de julio y agosto del curso 
escolar y ordenó que con fecha 30 de junio de 2012 se extinguieran los 
contratos vigentes, extendiendo tales decisiones, o incluyendo en ellas, a 
los funcionarios docentes interinos no universitarios que hubieran sido 
nombrados al principio del curso escolar y con el designio de que 
desempeñaran las funciones propias de un profesor docente durante todo 
él, vulneró el principio de no discriminación que impone la Cláusula 4 del 
repetido Acuerdo marco (…) Tal vulneración es merecedora de la sanción 
de nulidad de pleno derecho. Tanto por la naturaleza de disposición 
administrativa que es propia de aquel Acuerdo (art. 62.2 de la Ley 30/1992, 
entonces vigente). Como, si lo anterior se pusiera en cuestión, por lesionar 
los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional [art. 
62.1.a) de la misma ley]. A este respecto, cabe añadir que la Directiva 
1999/70/ CE, de 28 de junio, y el Acuerdo marco que figura en su anexo y 
cuya aplicación ordena, entroncan con uno de los derechos que reconoce 
la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, como es la 
igualdad de trato y la prohibición de discriminación (arts. 20 y 21 de 
ésta)”. 
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 Es importante destacar que esta sentencia alcanza la conclusión de 
que el Acuerdo que anula era discriminatorio tomando como términos de 
comparación al personal docente interino, de una parte, y al docente 
funcionario de carrera, de otra, de modo que la extinción de la relación de 
servicios a 30 de junio de cada año, que sólo se dispone para los interinos, 
determinaba una diferencia de trato no justificada.  
 
 Ya señalamos en nuestro Dictamen 258/2019, que para el análisis de 
la cuestión la norma clave a considerar será, como apunta el propio Tribunal 
Supremo, “la  Directiva 1999/70/CE, de 28 de junio, pues es en ella donde 
se contiene la regulación singular o particular sobre el tipo de 
discriminación que es objeto de este recurso”. Directiva y Acuerdo marco 
que como se ha dicho, entroncan con uno de los derechos que reconoce la 
Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, como es la 
igualdad de trato y la prohibición de discriminación (arts. 20 y 21 de ésta). 
  
 El artículo 1 de la Directiva dispone que tiene por objeto aplicar el 
Acuerdo marco sobre el trabajo con contrato de duración determinada, que 
figura en el anexo, celebrado el 18 de marzo de 1999 entre las 
organizaciones interprofesionales de carácter general (UNICE, CEEP y 
CES). 
   
 A su vez, la Cláusula Cuarta del Acuerdo Marco, bajo el 
epígrafe “Principio de no discriminación" dispone: “Por lo que respecta a 
las condiciones de trabajo, no podrá tratarse a los trabajadores con un 
contrato de duración determinada de una manera menos favorable que a 
los trabajadores fijos comparables por el mero hecho de tener un contrato 
de duración determinada, a menos que se justifique un trato diferente por 
razones objetivas”. 
   
 En la interpretación de esta cláusula, el Tribunal Supremo en la ya 
citada Sentencia 966/2018, de 11 de junio, sostiene que los funcionarios 
interinos docentes que son nombrados a principio de cada curso con el 
designio de desarrollar sus funciones como profesor hasta su finalización, 
son comparables a los docentes de carrera que desempeñan sus funciones CO
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en los mismos centros y que, en consecuencia, el Acuerdo de Consejo de 
Gobierno de 24 de febrero de 2012 es nulo al suspender los derechos 
retributivos correspondientes a los meses de julio y agosto del curso escolar, 
percibidos por los interinos desde el año 2004, y al ordenar que las 
relaciones de servicio se extingan a 30 de junio de cada año. 
  
 Estima, en definitiva, que a los efectos de la Cláusula Cuarta del 
Acuerdo Marco sobre trabajo de duración determinada, se vulnera el 
principio de no discriminación al considerar que la desigualdad de trato 
entre los docentes interinos y los de carrera no está justificada por razones 
objetivas. 
   
 Sin embargo, esta interpretación que de conformidad con el 
Fundamento Jurídico Décimo de la Sentencia se basa en una abundante 
jurisprudencia europea que el Tribunal Supremo considera consolidada y 
que permite resolver la cuestión litigiosa sin necesidad de formular cuestión 
prejudicial (FJ Decimoctavo) ha sido rebatida por la Sentencia del Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea, de 21 de noviembre de 2018, recaída  en 
el Asunto C-245/17 en respuesta a una cuestión prejudicial formulada por 
el TSJ de Castilla-La Mancha. Dice ahora el TJUE que la Cláusula Cuarta 
del Acuerdo Marco del trabajo de duración determinada “debe 
interpretarse en el sentido de que no se opone a una normativa nacional 
que permite a un empleador extinguir, en la fecha en que finaliza el período 
lectivo, la relación de servicio de duración determinada de los docentes 
nombrados como funcionarios interinos para un curso académico por el 
hecho de que, en esa fecha, ya no se dan las razones de necesidad y 
urgencia a las que se supeditó su nombramiento, mientras que se mantiene 
la relación de servicio por tiempo indefinido de los docentes que son 
funcionarios de carrera”. 
   
 Dicha Sentencia contesta en los siguientes términos a la pregunta de 
si la finalización del período lectivo del curso escolar constituye una razón 
objetiva que justifique un trato diferente entre funcionarios interinos 
docentes y funcionarios de carrera: 
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 “43. En efecto, el hecho de que, en la fecha de finalización de las 
clases, no se extinga la relación de servicio de los docentes que son 
funcionarios de carrera o de que esta relación no se suspenda es inherente 
a la propia naturaleza de la relación de servicio de estos empleados. En 
efecto, estos están llamados a ocupar una plaza permanente precisamente 
porque su relación de servicio es por tiempo indefinido. 
  
 44. En cuanto a las relaciones de servicio de duración determinada, 
como las de los interesados, se caracterizan en cambio, como se desprende 
de la cláusula 3, apartado 1, del Acuerdo Marco, por el hecho de que el 
empleador y el empleado acuerdan, cuando se inicia la relación, que ésta 
se extinguirá cuando se produzca una circunstancia fijada de manera 
objetiva, como la finalización de una tarea determinada, el advenimiento 
de un acontecimiento concreto o, incluso, una fecha concreta.... 
  
 45. Corresponde exclusivamente al órgano jurisdiccional remitente 
apreciar si el empleador extinguió la relación de servicio de los interesados 
antes de que se produjese la circunstancia fijada de manera objetiva por 
las partes de los asuntos de los que conoce. Si así ocurriera, este hecho no 
constituiría una discriminación prohibida por el Acuerdo Marco, sino un 
incumplimiento por parte del empleador de las condiciones en las que se 
enmarca tal relación de servicio, incumplimiento que podría sancionarse, 
en su caso, con arreglo a las disposiciones nacionales aplicables 
  
(...) 
  
 49. Por lo demás, del auto de remisión se desprende que el Sr. 
Indalecio y la Sra. Marisa alegan, en esencia, que sus relaciones de 
servicio de duración determinada no habrían debido extinguirse el 29 de 
junio de 2012, fecha en la que finalizó el período lectivo, sino el 14 de 
septiembre de 2012, es decir, unos dos meses y medio después, tal como se 
establecía en el acuerdo de 10 de marzo de 1994. 
  
 50. A este respecto, es preciso señalar que los interesados no 
solicitan ser tratados efectivamente, por lo que respecta a la duración de CO
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su relación de servicio, de la misma manera que sus compañeros 
funcionarios de carrera, que están llamados a ocupar sus puestos incluso 
después del 14 de septiembre de 2012. En realidad, lo que reclaman con 
sus solicitudes es el mismo trato que se otorgó a los docentes que en los 
anteriores cursos académicos fueron nombrados como funcionarios 
interinos hasta el 14 de septiembre. 
  
 51. Pues bien, dado que el principio de no discriminación se ha 
aplicado y se ha concretado mediante el Acuerdo Marco únicamente en lo 
que respecta a las diferencias de trato entre trabajadores con contrato de 
duración determinada y trabajadores con contratos por tiempo indefinido 
que se encuentren en una situación comparable ( sentencia de 5 de junio 
de 2018, Montero Mateos, C-677/16, apartado 50 y jurisprudencia citada), 
las posibles diferencias de trato entre determinadas categorías de personal 
con contrato de duración determinada no están incluidas en el ámbito de 
aplicación del principio de no discriminación consagrado por dicho 
Acuerdo Marco (véase, en este sentido, la sentencia de 14 de septiembre de 
2016, de Diego Porras, C-596/14, apartado 38 y jurisprudencia citada). 
   
 52. En tales circunstancias, la diferencia de trato alegada por los 
interesados no puede estar comprendida, en cualquier caso, en el ámbito 
de aplicación de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco". 
  
 A la luz de lo expuesto, la STSJ Castilla-La Mancha, Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, núm. 64/2019, de 12 de marzo, y 
considerando las Sentencias 966/2018, de 11 de junio, del Tribunal 
Supremo y la del TJUE de 21 de noviembre de 2018, se separa de la 
doctrina establecida por el Tribunal Supremo en dicha sentencia para, a la 
luz de la interpretación que con posterioridad a aquélla ha efectuado el 
TJUE de la Cláusula Cuarta del Acuerdo Marco para el trabajo de duración 
determinada, fijar que no incurre en una vulneración del principio de no 
discriminación allí proclamado el trato que respecto al momento de 
finalización de los nombramientos se da a los funcionarios interinos 
docentes y a los funcionarios de carrera. 
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 Ya se indicó supra que, en el supuesto ahora sometido a consulta y 
que constituye el objeto de este Dictamen, la alegación de trato 
discriminatorio realizada por el interesado se hace de modo genérico, 
mediante una remisión a la interpretación que se contiene en la STS 
966/2018 de la normativa europea sobre trabajo de duración determinada, 
interpretación que, sin embargo, ha sido rechazada por el TJUE y trasladada 
a la jurisprudencia española, no sólo por la STSJ Castilla -La Mancha antes 
citada, que fue la primera sentencia en aplicarla en nuestro país, sino 
también por el propio Tribunal Supremo en numerosas sentencias de su 
Sala de lo Contencioso-Administrativo, cuya serie se inició con la número 
1024/2020, de 16 de julio, y que continúa hoy día como muestra la STS 
núm. 1343/2022, de 24 de octubre, que a modo de juicio de la Sala sintetiza 
la siguiente doctrina: “…en las citadas sentencias, declaramos que la 
finalización del vínculo de relación de servicio se produce en las 
respectivas fechas de los ceses del personal funcionario interino --que en 
este caso fueron al 30 de junio de cada uno de los años reclamados--, y la 
iniciación de una nueva relación de servicio al inicio del siguiente curso 
escolar no invalida los efectos jurídicos de cada uno de los ceses 
precedentes, y, por ende, no otorga derecho alguno al funcionario interino 
en esta situación para percibir retribuciones por el periodo de tiempo 
transcurrido entre el cese anterior y el inicio de una nueva relación de 
servicio, como tampoco otorga derecho al reconocimiento de otros efectos 
de índole administrativa, como antigüedad o cómputo de servicios 
prestados, en relación al indicado periodo”. 
 
 En consecuencia, el hoy actor no fue discriminado respecto de los 
funcionarios de carrera cuando se le cesó el 30 de junio de 2012, 2013 y 
2014, ni vio vulnerado su derecho a acceder en condiciones de igualdad a 
la función pública cuando no se le computaron en el procedimiento 
selectivo convocado en 2015, como servicios efectivamente prestados, los 
meses de verano de dichos años en los que no trabajó porque había sido 
cesado.  
 
 Por otra parte, aunque la Administración regional, atendiendo al 
criterio jurisprudencial imperante en aquel momento, acordó en el año 2018 CO
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reconocer efectos tanto administrativos (en forma de reconocimiento de 
servicios prestados) como retributivos a dichos períodos de cese, y ordenó 
la “anotación inmediata de servicios a todos los docentes con derecho a 
ello, con los correspondientes efectos sobre las oposiciones y los actos de 
adjudicación” (apartado 1 del Acuerdo de 6 de julio de 2018), lo hizo sin 
establecer un efecto retroactivo de dichas anotaciones, de modo que de 
conformidad con el artículo 39.1 LPACAP, aquéllas se presumirán válidas 
y producirán efectos desde la fecha en que se realicen y no antes, por lo que 
no era procedente su cómputo en un procedimiento convocado y resuelto 
tres años antes, en el año 2015. Adviértase, por otra parte, que este Acuerdo 
de 6 de julio de 2018 no ha sido impugnado por el actor en el actual 
procedimiento de revisión de oficio ni consta que lo haya atacado por otros 
medios, como debería haber hecho si consideraba que los efectos 
reconocidos por el mismo habían de retrotraerse al momento en que se 
prestaron los servicios anotados. 
 
 QUINTA.- De la nulidad de la Orden de 7 de septiembre de 2016 
por la que se declaran los aspirantes que han superado la fase de prácticas 
del procedimiento selectivo: inexistencia. 
 
 Ya señalamos supra que el actor dirige la acción de nulidad no sólo 
frente a la Resolución de 17 de julio de 2015, sino también frente a la Orden 
de 7 de septiembre de 2016, de la Consejería de Educación y Universidades, 
por la que se declaran los aspirantes que han superado la fase de prácticas.  
 
 Como bien indica la Dirección de los Servicios Jurídicos, esta Orden 
nada tiene que ver con la valoración de los méritos del interesado en la fase 
de concurso, argumentación que fundamenta su acción,  por lo que su 
nulidad únicamente podría derivarse de la de otros actos previos del 
procedimiento selectivo, con los que estuviera directa e íntimamente 
vinculada, como la Resolución de 17 de julio de 2015, determinante de los 
aspirantes que tienen derecho a pasar a la fase de prácticas del 
procedimiento selectivo. Descartada la nulidad de dicha resolución 
conforme a lo señalado en la Consideración cuarta de este Dictamen, no se 
aprecia causa de nulidad en la Orden impugnada.                 
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 Corolario de lo expuesto es que procede desestimar la solicitud de 
revisión de oficio a la que se refiere este Dictamen, toda vez que no se 
advierte que los actos impugnados incurran en causa de nulidad alguna. 
  
 
 En atención a todo lo expuesto, el Consejo Jurídico formula la 
siguiente 
 

CONCLUSIÓN 

 
 ÚNICA.- Se dictamina en sentido favorable la propuesta de 
resolución desestimatoria de la solicitud de revisión de oficio, toda vez que 
no se aprecia la concurrencia de causa de nulidad alguna en los actos 
administrativos impugnados por el actor.  
 
 No obstante, V.E. resolverá. 

 
 

EL LETRADO-SECRETARIO GENERAL 
  (Fecha y firma electrónica al margen) 

 
Vº Bº EL PRESIDENTE Y CONSEJERO 
                      (en funciones) 
         (Fecha y firma electrónica al margen) 
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Región de Murcia 
Consejería de Presidencia,  
Turismo, Cultura, Juventud, Deportes y Portavocía 
 
 

DON MARCOS ORTUÑO SOTO, SECRETARIO DEL CONSEJO DE 
GOBIERNO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA. 
 

CERTIFICO: Según resulta del borrador del acta de la sesión celebrada el 
día nueve de marzo de dos mil veintitrés, visto el expediente relativo a la revisión 
de oficio formulada por D. José David , con D.N.I. , 
respecto a la Resolución de 17 de julio de 2015, de la Dirección General de 
Planificación Educativa y Recursos Humanos, por la que se publican las 
puntuaciones definitivas de la fase de concurso y las listas de seleccionados en 
los procedimientos selectivos para ingreso, accesos y adquisición de nuevas 
especialidades en los Cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, 
Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores Técnicos de Formación 
Profesional, Profesores de Música y Artes Escénicas y Profesores de Artes 
Plásticas y Diseño convocados por Orden de 13 de marzo de 2015; y de la Orden 
de 7 de septiembre de 2016, de la Consejería de Educación y Universidades, por 
la que se declara que han superado la fase de prácticas los aspirantes 
seleccionados en los procedimientos selectivos convocados por Orden de 13 de 
marzo de 2015, y se aprueba el expediente del proceso selectivo, y vistos los 
siguientes: 

I. ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO.- D. José David  participó en el procedimiento 
selectivo convocado por Orden de 13 de marzo de 2015 de la Consejería de 
Educación, Cultura y Universidades, para ingreso, accesos y adquisición de 
nuevas especialidades en los Cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, 
Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores Técnicos de Formación 
Profesional, Profesores de Música y Artes Escénicas y Profesores de Artes 
Plásticas y Diseño celebrado en el año 2015 y por la que se regula la 
composición de las listas de interinidad en estos cuerpos para el curso 2015-
2016, como aspirante a una plaza del Cuerpo de Profesores Técnicos de 
Formación Profesional, especialidad de Operaciones y Equipos de Producción 
Agraria.  

SEGUNDO.- D. José David  obtuvo una puntuación final de 
7,1524 puntos, sin que resultara seleccionado, quedando integrado en el Bloque 
I de la lista de aspirantes a cubrir plazas en régimen de interinidad, a la que se 
alude en la base 23.a) de la Orden de 13 de marzo de 2015 por la especialidad 
de Operaciones y Equipos de Producción Agraria del Cuerpo de Profesores 
Técnicos de Formación Profesional, al haber obtenido en la fase de oposición 
una nota superior a cinco puntos. 

TERCERO.- Mediante Resolución de 17 de julio de 2015, de la Dirección 
General de Planificación Educativa y Recursos Humanos, se publican las 
puntuaciones definitivas de la fase de concurso y las listas de seleccionados en 
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los procedimientos selectivos para ingreso, accesos y adquisición de nuevas 
especialidades, en los cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, 
Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores Técnicos de Formación 
Profesional, Profesores de Música y Artes Escénicas y Profesores de Artes 
Plásticas y Diseño convocados por Orden de 13 de marzo de 2015. 

CUARTO.- Mediante Orden de 7 de septiembre de 2016, de la Consejería 
de Educación y Universidades, se declara que han superado la fase de prácticas 
los aspirantes seleccionados en los procedimientos selectivos convocados por 
Orden de 13 de marzo de 2015, y se aprueba el expediente del proceso selectivo.  

QUINTO.- Concluido el procedimiento selectivo, no consta que el 
interesado formulara reclamación en vía administrativa sobre las puntuaciones 
otorgadas en la fase de oposición y de concurso, ni sobre ninguna de las 
resoluciones y órdenes dictadas en el desarrollo del proceso. 

SEXTO.- Con fecha 11 de junio de 2018, la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Supremo dicta la Sentencia nº 966/2018,  en el 
recurso de Casación interpuesto por la Asociación de Interinos Docentes de la 
Región de Murcia (AIDMUR) contra la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, de 2 de octubre de 
2015, recaída en el recurso nº 291/2012, sobre impugnación del Acuerdo del 
Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia de 24 
de febrero de 2012, por el que se establecen medidas en materia de personal 
docente de la Administración Pública de la Región de Murcia. El tenor literal del 
fallo es el siguiente: 

“Ha lugar al recurso de casación que interpone la representación procesal 
de la Asociación de Interinos Docentes de la Región de Murcia AIDMUR, contra 
la Sentencia de 2 de octubre de 2015, dictada por la Sección Primera de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, en 
el procedimiento ordinario núm. 291/2012. Sentencia que casamos y dejamos 
sin efecto. 

DECLARAMOS la nulidad de pleno derecho de lo dispuesto en los números 
1 y 2 del apartado Segundo del Acuerdo del Consejo de Gobierno de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia de fecha 24 de febrero de 2012, 
publicado en el BORM nº 74 de 29 de marzo del mismo año, por el que se 
establecían medidas en materia de Personal Docente en la Administración 
Pública de dicha Comunidad. Tales números, cuya nulidad de pleno derecho 
declaramos, decían así: 

«1. Suspender el apartado sexto, ‘derechos retributivos’, del Acuerdo para 
la provisión de puestos de trabajo de los cuerpos docentes no universitarios, en 
régimen de interinidad en centros dependientes de la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia, publicado por Resolución de 6 de mayo de 2004 de la 
Consejería de Hacienda, y prorrogado en sus mismos términos por el Acuerdo 
de 23 de marzo de 2009. 
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2. La duración del nombramiento del personal docente interino se ajustará 
al tiempo que duren las circunstancias que dieron lugar a su nombramiento y se 
mantendrá mientras persistan las razones de urgencia o necesidad que lo 
justificaron, cesando, como máximo el 30 de junio de cada año. En 
consecuencia, con fecha 30 de junio de 2012, se extinguirán los contratos 
vigentes del personal docente interino.»” 

SÉPTIMO.- En cumplimiento de la Sentencia nº 966/2018, la 
Administración y las organizaciones sindicales adoptaron, con fecha 6 de julio de 
2018, el siguiente acuerdo: 

“1. Anotación inmediata de servicios a todos los docentes con derecho a 
ello, con los correspondientes efectos sobre las oposiciones y los actos de 
adjudicación. 

2. Presupuesto 2018: abono, previa solicitud, de la totalidad de los atrasos 
y regulación de trienios y sexenios a los recurrentes que acudieron a la Sala y 
han ganado la sentencia, al resto de demandantes iniciales y a los inmersos en 
causas judiciales  suspensas, siguiendo el ritmo marcado por los tribunales. 

3. Presupuesto 2019: Abono, previa solicitud, del verano de 2012 a los que 
trabajaran 165  días en el curso 2011-12, con regulación de  trienios y sexenios. 

4. Presupuesto 2020: Abono, previa solicitud, del verano de 2013 a los que 
trabajaran 165 días en el curso 2012-13. Abono del verano  de 2014 a los que 
trabajaran 255 días en el curso 2013-14. Todo  ello con regulación de trienios y 
sexenios. 

5. Presupuesto 2021: Abono, previa solicitud, del verano de 2015 a los que 
trabajaran 255 días con regulación  de trienios y sexenios. 

6. Si por razones presupuestarias no se pudiera acometer el pago completo 
de algún verano se comenzarán los pagos por orden de antigüedad hasta agotar 
la partida correspondiente. En caso en que en alguno de los ejercicios no hubiera 
presupuesto, sino prórroga del anterior, los pagos podrían extenderse por los 
mismos períodos. 

7. Aquellos docentes inmersos en reclamaciones administrativas o 
contenciosas distintas de lo expresado en el punto 2 percibirán los atrasos 
cuando finalicen las mismas, con el objeto de cumplir fielmente las resoluciones 
adoptadas por los tribunales de justicia. La posibilidad de renunciar a tales 
acciones quedará establecida en la aplicación informática que se elabore al 
efecto.” 

OCTAVO.- El Sr.  presentó escrito, con fecha 21 de 
septiembre de 2018, en el que solicita la revisión de oficio de los actos 
administrativos que se indican a continuación: 

- Resolución de 17 de julio de 2015, de la Dirección General de 
Planificación Educativa y Recursos Humanos, por la que se publican las 
puntuaciones definitivas de la fase de concurso y las listas de seleccionados en 
los procedimientos selectivos para ingreso, accesos y adquisición de nuevas 
especialidades, en los cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, 
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Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores Técnicos de Formación 
Profesional, Profesores de Música y Artes Escénicas y Profesores de Artes 
Plásticas y Diseño convocados por Orden de 13 de marzo de 2015. 

- Orden de 7 de septiembre de 2016, de la Consejería de Educación y 
Universidades, por la que se declara que han superado la fase de prácticas los 
aspirantes seleccionados en los procedimientos selectivos convocados por 
Orden de 13 de marzo de 2015, y se aprueba el expediente del proceso selectivo. 

El interesado alega que en el procedimiento selectivo convocado por la 
Orden de 13 de marzo de 2015 se le valoraron los méritos perfeccionados hasta 
el 30 de junio de 2015 y que, teniendo en cuenta que la Administración educativa 
en el mes de julio de 2018, le reconoció de oficio como efectivamente trabajados 
los días correspondientes al periodo de verano de los años 2012, 2013, 2014 y 
2015, este tiempo debe valorarse en la fase de concurso, de forma que le 
correspondería una puntuación 3,4998 en lugar de los 3,1666 puntos, y que 
como consecuencia de ello debería resultar incluido entre los seleccionados. 

NOVENO.- Mediante Orden de 6 de noviembre de 2019, de la Consejera 
de Educación y Cultura, se dispone la inadmisión a trámite de la citada solicitud 
de revisión de oficio. 

DECIMO.- Contra dicha Orden el interesado interpuso recurso contencioso-
administrativo, habiendo dictado la Sala de lo Contencioso Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Murcia,  la sentencia nº 98/2021, de 5 de marzo, 
cuyo fallo tiene el siguiente tenor literal: 

“Estimar parcialmente el recurso contencioso administrativo interpuesto por 
Don José David  anulando la Orden de 6/11/2019, de la Consejería 
de Educación y Cultura que inadmitió a trámite la revisión de oficio solicitada por 
el mismo de la Resolución de 17/7/2015 de la Dirección General de planificación 
educativa y recursos humanos y de la Orden de 7/9/2016 de la Consejería de 
Educación y Universidades, detalladas en el encabezamiento de la presente 
Sentencia, por no resultar la misma ajustada a derecho, debiendo proceder la 
Administración a admitir a trámite su solicitud de revisión y a sustanciarla por los 
trámites legales hasta el dictado de resolución motivada que le ponga término al 
procedimiento resolviendo sobre las pretensiones deducidas por el demandante; 
sin costas.” 

Con fecha 17 de mayo de 2021, se remite al Servicio de Planificación y 
Provisión de Efectivos de la Dirección General de Recursos Humanos, 
Planificación Educativa y Evaluación, el Decreto dictado por la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior Justicia de Murcia, en el 
Procedimiento Ordinario nº 32/2020, por el que se declara la firmeza de la 
Sentencia nº 98/2021, para que en el plazo previsto en la ley se lleve a puro y 
debido efecto lo en ella acordado, adoptándose las resoluciones procedentes 
para el cumplimiento de las declaraciones contenidas en el fallo. 
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UNDÉCIMO.- Mediante comunicación interna se remite informe de 31 de 
mayo de 2021, de la Dirección General de Recursos Humanos, Planificación 
Educativa y Evaluación en relación la Sentencia nº 98/2021 dictada en el citado 
PO nº 32/2020, al que adjunta un certificado efectuado por el Jefe de Servicio de 
Gestión Informática de la Consejería de Economía, Hacienda y Transformación 
Digital. Tras el estudio de la documentación obrante en el expediente, con fecha 
20 de diciembre de 2021 por el Servicio Jurídico se solicita a la Dirección General 
de Recursos Humanos, Planificación Educativa y Evaluación la subsanación de 
algunos aspectos del informe y certificado señalados anteriormente. 

DUODÉCIMO.- Con fecha 25 enero 2022, se recibe en el Servicio Jurídico 
de la Secretaría General de esta Consejería informe de esa misma fecha emitido 
por el Servicio de Planificación y Provisión de Efectivos de la Dirección General 
de Recursos Humanos, Planificación Educativa y Evaluación. 

DÉCIMOTERCERO.- Previa propuesta de la Consejera de Educación, se 
adopta con fecha 24 de marzo de 2022 por el Consejo de Gobierno Acuerdo de 
incoación del procedimiento de revisión de oficio de la Resolución de 17 de julio 
de 2015, de la Dirección General de Planificación Educativa y Recursos 
Humanos, por la que se publican las puntuaciones definitivas de la fase de 
concurso y las listas de seleccionados en los procedimientos selectivos para 
ingreso, accesos y adquisición de nuevas especialidades, en los cuerpos de 
Profesores de Enseñanza Secundaria, Profesores de Escuelas Oficiales de 
Idiomas, Profesores Técnicos de Formación Profesional, Profesores de Música 
y Artes Escénicas y Profesores de Artes Plásticas y Diseño convocados por 
Orden de 13 de marzo de 2015; y de la Orden de 7 de septiembre de 2016, de 
la Consejería de Educación y Universidades, por la que se declara que han 
superado la fase de prácticas los aspirantes seleccionados en los 
procedimientos selectivos convocados por Orden de 13 de marzo de 2015, y se 
aprueba el expediente del proceso selectivo. En dicho Acuerdo se nombra 
instructora del procedimiento, y se avoca la competencia para resolver la revisión 
de oficio de la citada Resolución de 17 de julio de 2015, de la Dirección General 
de Planificación Educativa y Recursos Humanos de la Consejería de Educación. 
Este acto se notifica al interesado con fecha 20 de abril de 2022. 

DÉCIMOCUARTO.- Mediante oficio de 26 de abril de 2022, se confiere al 
interesado trámite de audiencia para que pueda tomar vista del expediente, 
formular alegaciones y presentar los documentos que estime pertinentes. La 
notificación se practica por medios electrónicos atendiendo a lo dispuesto en el 
artículo 41.1 de la Ley 39/2015 en relación con el artículo 42.2 dada la condición 
de empleado público del interesado. La notificación fue aceptada con fecha 28 
de abril de 2022, según consta en el certificado del Servicio de Notificaciones 
Electrónicas y de Dirección Electrónica Habilitada. No consta que haya hecho 
uso de este derecho. 
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DECIMOQUINTO.- Tras llevarse a cabo la instrucción del procedimiento de 
revisión de oficio y practicarse el trámite de audiencia al interesado, se elaboró 
propuesta de resolución del expediente de referencia en fecha 17 de mayo de 
2022, que fue sometida al preceptivo dictamen de la Dirección de los Servicios 
Jurídicos conforme al artículo 7.1.l de la Ley 4/2004, de 22 de octubre, de 
Asistencia Jurídica de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, 
evacuándose en fecha 21 de julio de 2022 Informe nº 62/2022 en sentido 
favorable a la propuesta de resolución. 

DECIMOSEXTO.- Con fecha 29 de julio de 2022 se remite el expediente al 
Consejo Jurídico de la Región de Murcia para emisión del preceptivo dictamen 
de dicho órgano consultivo. 

DECIMOSEPTIMO.- En fecha 29 de julio de 2022 se acuerda por la 
instructora suspender el plazo máximo para la resolución del procedimiento de 
revisión de oficio, con efectos desde la solicitud del preceptivo dictamen al 
Consejo Jurídico hasta la recepción del mismo en la Consejería de Educación. 
Dicho acuerdo se notifica al interesado mediante su puesta a disposición en 
fecha 29 de julio de 2022 y la fecha de vencimiento el 8 de agosto de 2022. 

 
DECIMOCTAVO.- Con fecha 24 de febrero de 2023 se recibe en el Servicio 

Jurídico de la Consejería de Educación, Formación Profesional y Empleo el 
Dictamen nº 39/2023, de 21 de febrero, del Consejo Jurídico, en el que se 
concluye que no se aprecia la concurrencia de causa de nulidad alguna en los 
actos administrativos impugnados por el actor en base a las siguientes 
consideraciones: 

<< CUARTA.- De la causa de nulidad invocada. 
La potestad de revisión de oficio, reconocida en general a la Administración por el artículo 

106, con los límites del 110 LPACAP, supone una facultad excepcional que se le otorga para 
revisar los actos administrativos sin acudir a los Tribunales y sin tan siquiera esperar a su 
impugnación por los interesados. Prevista para vicios especialmente graves causantes de la 
nulidad de los actos, constituye, en definitiva, una manifestación extrema de la autotutela 
administrativa. Cuando es el interesado quien insta la revisión de oficio de un determinado acto, 
se configura como verdadera acción de nulidad y en tanto que vía excepcional y extraordinaria 
para impugnar actos administrativos ya firmes y sin sometimiento a plazo se le imponen por el 
ordenamiento estrictos y numerosos límites. 

Por lo que aquí interesa, el primero de ellos reside en los motivos que legitiman para 
acudir a esta vía revisoria. Dichos motivos, contenidos en el artículo 47.1 LPACAP (en su día en 
el 62.1 LPAC), constituyen verdaderas causas tasadas, con enumeración exhaustiva, y cuya 
especial gravedad, en definitiva, fundamenta esa potestad excepcional, como, asimismo, tanto 
el Consejo de Estado como la jurisprudencia del Tribunal Supremo han venido entendiendo de 
manera constante y reiterada (por todas SSTS de 30 de marzo de 1982, 17 de octubre de 2000 y 
12 de marzo de 2002). 

Para el actor, las resoluciones impugnadas incurrirían en la causa de nulidad del artículo 
47.1, letra a) LPACAP. Ya hemos señalado que dado el tiempo en que fueron dictados los actos 
cuya nulidad se solicita, anteriores a la entrada en vigor de la LPACAP, ha de estarse al régimen 
sustantivo entonces vigente, por lo que habrá de atenderse a la causa de nulidad fijada en el 
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artículo 62.1, letra a), la cual en cualquier caso, tiene idéntica redacción que la establecida en la 
LPACAP. 

1. Entiende el interesado que la puntuación otorgada en el procedimiento selectivo 
convocado por Orden de 13 de marzo de 2015 y que se refleja en la Resolución de 17 de julio de 
2015, ahora impugnada, fue consecuencia de la aplicación de lo establecido en el Acuerdo de 
Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia de fecha 24 de febrero 
de 2012, por el que se establecían medidas en materia de personal docente en la Administración 
Pública de la Región de Murcia, que suspendió la aplicación del apartado sexto, “derechos 
retributivos” del Acuerdo para 1a provisión de puestos de trabajo de los cuerpos docentes no 
universitarios, en régimen de interinidad, en centros dependientes de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, publicado por Resolución de 6 de mayo de 2004, de la Consejería de 
Hacienda, ordenando la extinción de todos los contratos vigentes del personal docente interino 
con efectos de 30 de junio de 2012 y en la misma fecha de los años sucesivos. 

Este Acuerdo de 2012 fue declarado nulo por la STS, Sala de lo Contencioso-
Administrativo, núm. 966/2018, de 11 de junio, al considerar que suponía una discriminación 
injustificada para el personal docente interino respecto del personal funcionario de carrera.  

Afirma el actor que, en cumplimiento del indicado fallo, la Administración le ha 
reconocido un total de 4 meses y 28 días correspondientes a los meses de verano de los años 
2012 a 2015, durante los cuales vio indebidamente extinguida su relación de servicio con la 
Administración regional, períodos de servicios ahora reconocidos que, sin embargo, no se 
computaron en el procedimiento selectivo convocado por Orden de 13 de marzo de 2015. 

En la medida en que de conformidad con las bases reguladoras del procedimiento 
selectivo, debían haberle sido computados los servicios prestados hasta el 30 de junio de 2015, 
de haber sido tenidos en cuenta los servicios reconocidos tras el cumplimiento de la sentencia, 
ello habría incrementado su puntuación final hasta los 7,2635 puntos, superior a la de la 
seleccionada en último lugar, lo que habría determinado el derecho del actor a ser nombrado 
funcionario de carrera tras la superación del oportuno período de prácticas. 

Entiende el actor que dado que la puntuación que le fue otorgada en el procedimiento 
selectivo estuvo condicionada por la aplicación de un Acuerdo declarado nulo, la resolución por 
la que se le atribuyó aquella puntuación está también viciada de nulidad, conforme a lo 
establecido en el artículo 47.1, letra a) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, por vulnerar su derecho de acceso en 
condiciones de igualdad a las funciones públicas, consagrado por el artículo 23.2 CE, por lo que 
procede que así se declare, se le incluya en la relación de seleccionados en el proceso selectivo, 
se le permita realizar la fase de prácticas y que, una vez superada, se proceda a su nombramiento 
como funcionario de carrera. Sostiene a tal efecto el actor que “la declaración de nulidad de una 
disposición general por ser de pleno derecho, produce efectos "ex tunc" y obliga a eliminar la 
disposición del ordenamiento jurídico, eliminando también aquellos actos que resulten de la 
aplicación directa de la disposición”. 

2. La vulneración del principio de igualdad en el acceso a las funciones públicas 
consagrado en el artículo 23.2 CE. 

Como de forma reiterada hemos declarado en nuestra doctrina (por todos, Dictámenes 
334/2019, 313/2021 o 307/2022), la ubicación de este artículo 23.2 en el Título I, Capítulo II, 
Sección 1ª de la Ley Fundamental lo hace susceptible de amparo constitucional, de conformidad 
con el artículo 53.2 CE y, en consecuencia, su eventual vulneración sería determinante de la 
nulidad del acto cuya revisión se solicita, en virtud de lo establecido en los artículos 62.1, letra 
a) LPAC y 47.1, letra a, LPACAP. 

El referido precepto establece que los ciudadanos “tienen derecho a acceder en 
condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos con los requisitos que señalen las 
leyes”. Si bien, en un primer momento, la doctrina constitucional fue algo vacilante a la hora de 
establecer el ámbito de este precepto y determinar si tenían cabida en él las funciones públicas 
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de carácter profesional propias de los empleados públicos o si únicamente era aplicable al 
acceso a los cargos de representación política, el Alto Tribunal se decantó por entender que este 
derecho fundamental se proyecta sobre ambos tipos de función, aunque, en relación a los 
empleados públicos, únicamente es predicable de aquellos que mantienen con la 
Administración una relación estatutaria o funcionarial, no de carácter contractual laboral. 

Así, la STC 86/2004, señala expresamente que “las funciones públicas englobadas en la 
protección que dispensa el artículo 23.2 CE son aquellas que vienen desarrolladas por 
funcionarios públicos, en el sentido del artículo 103,3 CE, esto es, por aquellas personas 
vinculadas con la Administración mediante una relación de servicios de carácter estatutario”. 

Este derecho ha sido calificado por la doctrina constitucional como de configuración legal 
y de carácter puramente reaccional, pues el artículo 23.2 CE no otorga el derecho a desempeñar 
determinadas funciones públicas, sino únicamente permite impugnar ante la jurisdicción 
ordinaria y, en última instancia, ante el Tribunal Constitucional, toda norma o aplicación 
concreta de una norma que quiebre la igualdad (SSTC 161/2001, 137/2004, ó 30/2008, entre 
otras). La doctrina constitucional señala, asimismo, que este precepto no consagra un 
pretendido derecho fundamental al estricto cumplimiento de la legalidad en el acceso a los 
cargos públicos, de forma que sólo cuando la infracción de las normas o bases del proceso 
selectivo implique, a su vez, una vulneración de la igualdad entre los participantes, cabe 
entender que se ha vulnerado esta dimensión interna y más específica del derecho que reconoce 
el artículo 23.2 CE (ATC 16/2010). Nos encontramos, por tanto, ante un derecho de igualdad lex 
espetialis, respecto del principio de igualdad consagrado por el artículo 14 CE, cuyo contenido 
puede sintetizarse en el siguiente: 

a) Predeterminación normativa del procedimiento de acceso a la función pública. 
b) Igualdad en la Ley, de forma que las normas rectoras de los procedimientos de acceso 

aseguren una situación jurídica de igualdad de todos los ciudadanos, prohibiendo el 
establecimiento de requisitos discriminatorios o referencias individualizadas o ad personam y 
no estrictamente referidos a los principios de mérito y capacidad. 

c) Igualdad en la aplicación de la Ley, de manera que las normas que regulan las pruebas 
selectivas se apliquen por igual a todos los interesados. 

En relación con esta última dimensión del derecho proclamado en el artículo 23.2 CE, éste 
incorpora también el derecho a la igualdad en la aplicación misma de la ley, de tal modo que, 
una vez garantizada la vinculación de la propia Administración a lo dispuesto en las normas 
reguladoras del procedimiento selectivo, ha de quedar también excluida toda diferencia de trato 
en el desarrollo del referido procedimiento. En todos los momentos del proceso selectivo, la 
Administración está objetivamente obligada a dispensar a todos un trato igual. Las condiciones 
de igualdad a las que se refiere el artículo 23.2 CE se proyectan, por tanto, no sólo a las propias 
leyes sino también a su aplicación e interpretación (STC 10/1998, de 13 de enero). 

En este sentido, “si bien el derecho fundamental del artículo 23.2 ha de conectarse 
ineludiblemente con la vinculación de la Administración a lo dispuesto en las bases que regulan 
el procedimiento de acceso a la función pública (...) el artículo 23.2 CE no consagra un pretendido 
derecho fundamental al estricto cumplimiento de la legalidad en el acceso a los cargos públicos,  
ya que sólo cuando la infracción de las bases del concurso implique, a su vez, una vulneración de 
la igualdad entre los participantes cabe entender que se ha vulnerado esta dimensión interna y 
más específica del derecho fundamental que reconoce el art. 23.2 CE, lo que de suyo exige, como 
asimismo se afirma, la existencia de un término de comparación sobre el que articular un 
eventual juicio de igualdad. En otros términos, la conexión existente entre el artículo 23.2 CE y la 
vinculación de la Administración a lo dispuesto en las bases no puede llevarse al extremo de que 
toda vulneración de las mismas (que normalmente supondrá una vulneración de los principios 
de mérito y capacidad que a través de las mismas se actúan) implique infracción del derecho 
fundamental, lo que sólo existirá cuando se produzca una diferencia de trato o, como en otros 
casos se ha sostenido, una quiebra relevante del procedimiento, que haría arbitraria la decisión 
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que en esas condiciones se dictase" (STC 73/1998, FJ 3º, que reitera la doctrina contenida en la 
número 115/1996). 

Centrándonos en esta tercera manifestación del derecho fundamental estudiado, la 
igualdad en la aplicación de la Ley ha de interpretarse en el sentido de otorgar el mismo trato a 
todos los participantes durante el desarrollo del procedimiento selectivo. Del mismo modo, no 
toda vulneración de las bases del procedimiento selectivo constituye una vulneración del 
derecho de acceder a las funciones públicas en condiciones de igualdad, sino sólo cuando esa 
violación de las bases implique, a su vez, una quiebra de la igualdad de los participantes, porque 
exista una injustificada diferencia de trato entre éstos. 

3. En la aplicación de la doctrina expuesta al supuesto ahora sometido a consulta, sería 
posible apreciar una vulneración del artículo 23.2 CE si el interesado tuviera derecho a que se le 
hubieran computado como servicios prestados a efectos del procedimiento selectivo los 
períodos estivales correspondientes a los años 2012 a 2014, que en la Resolución impugnada de 
17 de julio de 2015 no le fueron sumados y que, sin embargo, le fueron reconocidos con 
posterioridad, con ocasión del cumplimiento de la sentencia del Tribunal Supremo de constante 
cita, mediante el Acuerdo de 6 de julio de 2018. 

A tal efecto importa destacar que el desconocimiento o vulneración de aquellos 
elementos que en la selección de los empleados públicos tienen por finalidad la garantía de la 
objetividad del procedimiento selectivo y, en consecuencia, la salvaguardia de la igualdad de 
oportunidades de todos los aspirantes, pueden dar lugar a una quiebra del derecho al acceso a 
la función pública en condiciones de igualdad. Entre tales elementos y en el seno de un 
procedimiento concurrencial basado en la valoración de los méritos, la incorrecta aplicación del 
baremo de méritos o su desconocimiento, son susceptibles de producir una quiebra del indicado 
derecho cuando en dicha apreciación del mérito se beneficia o se perjudica de forma 
injustificada y arbitraria a un aspirante en detrimento del resto. 

De modo que ha de determinarse si el Sr.  tenía derecho a que en el procedimiento 
selectivo en el que se insertan las resoluciones impugnadas se le computaran como servicios 
prestados los períodos estivales correspondientes a los años 2012 a 2014, espacios de tiempo 
en los que no trabajó porque de forma sistemática se extinguía su relación de servicio con la 
Administración regional cada 30 de junio, en aplicación de un apartado del Acuerdo del año 2012 
que fue declarado nulo en el año 2018 por sentencia. 

Entiende el Sr.  que su derecho al cómputo de tales períodos a efectos del 
procedimiento selectivo se deriva de los efectos ex tunc que tiene la declaración de nulidad del 
Acuerdo, que se extendería a todos los actos de aplicación del mismo, entre los que se 
encontraría la Resolución de 17 de julio de 2015 ahora impugnada. Frente a dicha concepción 
de los efectos de la declaración de nulidad de una disposición administrativa como lo es el 
Acuerdo del Consejo de Gobierno de 24 de febrero de 2012, por el que se establecen medidas 
en materia de Personal Docente en la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, ha de recordarse que aquéllos se regulan tanto en la normativa del 
procedimiento administrativo común como en la legislación procesal, y que el artículo 106.4 
LPACAP dispone con carácter general que, declarada la nulidad de una disposición, subsistirán 
los actos firmes dictados en aplicación de ella. 

Del mismo modo, el artículo 73 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, establece que las sentencias firmes que anulen un 
precepto de una disposición general no afectarán por sí mismas a la eficacia de las sentencias o 
actos administrativos firmes que lo hayan aplicado antes de que la anulación alcanzara efectos 
generales, salvo en el caso de que la anulación del precepto supusiera la exclusión o la reducción 
de las sanciones aún no ejecutadas completamente. 

En ambos regímenes, por tanto, la nulidad de la disposición administrativa no se extiende 
de forma automática a los actos firmes dictados en su aplicación, que subsisten y mantienen sus 
efectos, no siendo atacables por las vías ordinarias de recurso, sin perjuicio de la posibilidad de 
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acudir a otras formas excepcionales o extraordinarias para dejar sin efectos tales actos, como la 
revisión de oficio. 

Ahora bien, ya hemos señalado que sólo cabe amparar en la acción prevista en el artículo 
106 LPACAP aquellas pretensiones anulatorias que se funden en una causa de nulidad de las 
previstas en el artículo 47 de la misma Ley (62 LPAC), circunstancia que procede analizar ahora 
si concurre a la luz de las alegaciones de vulneración del derecho establecido en el artículo 23.2 
CE. 

A tal efecto y una vez descartada la extensión de la nulidad de la disposición 
administrativa a los actos de aplicación de aquélla, se advierte que el actor centra su 
argumentación en una remisión al razonamiento contenido en la STS, Sala de lo Contencioso-
Administrativo, núm. 966/2018, de 11 de junio, transcribiendo sus fundamentos jurídicos 
decimosexto y decimoséptimo, que se expresan en los siguientes términos:  

“Por tanto, ese Acuerdo, en cuanto decidió suspender los derechos retributivos 
correspondientes a los meses de julio y agosto del curso escolar y ordenó que con fecha 30 de 
junio de 2012 se extinguieran los contratos vigentes, extendiendo tales decisiones, o incluyendo 
en ellas, a los funcionarios docentes interinos no universitarios que hubieran sido nombrados al 
principio del curso escolar y con el designio de que desempeñaran las funciones propias de un 
profesor docente durante todo él, vulneró el principio de no discriminación que impone la 
Cláusula 4 del repetido Acuerdo marco (…) Tal vulneración es merecedora de la sanción de 
nulidad de pleno derecho. Tanto por la naturaleza de disposición administrativa que es propia 
de aquel Acuerdo (art. 62.2 de la Ley 30/1992, entonces vigente). Como, si lo anterior se pusiera 
en cuestión, por lesionar los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional [art. 
62.1.a) de la misma ley]. A este respecto, cabe añadir que la Directiva 1999/70/ CE, de 28 de 
junio, y el Acuerdo marco que figura en su anexo y cuya aplicación ordena, entroncan con uno 
de los derechos que reconoce la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, como 
es la igualdad de trato y la prohibición de discriminación (arts. 20 y 21 de ésta)”. 

Es importante destacar que esta sentencia alcanza la conclusión de que el Acuerdo que 
anula era discriminatorio tomando como términos de comparación al personal docente interino, 
de una parte, y al docente funcionario de carrera, de otra, de modo que la extinción de la 
relación de servicios a 30 de junio de cada año, que sólo se dispone para los interinos, 
determinaba una diferencia de trato no justificada.  

Ya señalamos en nuestro Dictamen 258/2019, que para el análisis de la cuestión la norma 
clave a considerar será, como apunta el propio Tribunal Supremo, “la Directiva 1999/70/CE, de 
28 de junio, pues es en ella donde se contiene la regulación singular o particular sobre el tipo de 
discriminación que es objeto de este recurso”. Directiva y Acuerdo marco que como se ha dicho, 
entroncan con uno de los derechos que reconoce la Carta de Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea, como es la igualdad de trato y la prohibición de discriminación (arts. 20 y 21 de 
ésta).  

El artículo 1 de la Directiva dispone que tiene por objeto aplicar el Acuerdo marco sobre 
el trabajo con contrato de duración determinada, que figura en el anexo, celebrado el 18 de 
marzo de 1999 entre las organizaciones interprofesionales de carácter general (UNICE, CEEP y 
CES). 

A su vez, la Cláusula Cuarta del Acuerdo Marco, bajo el epígrafe “Principio de no 
discriminación" dispone: “Por lo que respecta a las condiciones de trabajo, no podrá tratarse a 
los trabajadores con un contrato de duración determinada de una manera menos favorable que 
a los trabajadores fijos comparables por el mero hecho de tener un contrato de duración 
determinada, a menos que se justifique un trato diferente por razones objetivas”. 

En la interpretación de esta cláusula, el Tribunal Supremo en la ya citada Sentencia 
966/2018, de 11 de junio, sostiene que los funcionarios interinos docentes que son nombrados 
a principio de cada curso con el designio de desarrollar sus funciones como profesor hasta su 
finalización, son comparables a los docentes de carrera que desempeñan sus funciones en los 
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mismos centros y que, en consecuencia, el Acuerdo de Consejo de Gobierno de 24 de febrero 
de 2012 es nulo al suspender los derechos retributivos correspondientes a los meses de julio y 
agosto del curso escolar, percibidos por los interinos desde el año 2004, y al ordenar que las 
relaciones de servicio se extingan a 30 de junio de cada año.  

Estima, en definitiva, que a los efectos de la Cláusula Cuarta del Acuerdo Marco sobre 
trabajo de duración determinada, se vulnera el principio de no discriminación al considerar que 
la desigualdad de trato entre los docentes interinos y los de carrera no está justificada por 
razones objetivas. 

Sin embargo, esta interpretación que de conformidad con el Fundamento Jurídico Décimo 
de la Sentencia se basa en una abundante jurisprudencia europea que el Tribunal Supremo 
considera consolidada y que permite resolver la cuestión litigiosa sin necesidad de formular 
cuestión prejudicial (FJ Decimoctavo) ha sido rebatida por la Sentencia del Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea, de 21 de noviembre de 2018, recaída en el Asunto C-245/17 en respuesta 
a una cuestión prejudicial formulada por el TSJ de Castilla-La Mancha. Dice ahora el TJUE que la 
Cláusula Cuarta del Acuerdo Marco del trabajo de duración determinada “debe interpretarse en 
el sentido de que no se opone a una normativa nacional que permite a un empleador extinguir, 
en la fecha en que finaliza el período lectivo, la relación de servicio de duración determinada de 
los docentes nombrados como funcionarios interinos para un curso académico por el hecho de 
que, en esa fecha, ya no se dan las razones de necesidad y urgencia a las que se supeditó su 
nombramiento, mientras que se mantiene la relación de servicio por tiempo indefinido de los 
docentes que son funcionarios de carrera”. 

Dicha Sentencia contesta en los siguientes términos a la pregunta de si la finalización del 
período lectivo del curso escolar constituye una razón objetiva que justifique un trato diferente 
entre funcionarios interinos docentes y funcionarios de carrera: 

“43. En efecto, el hecho de que, en la fecha de finalización de las clases, no se extinga la 
relación de servicio de los docentes que son funcionarios de carrera o de que esta relación no se 
suspenda es inherente a la propia naturaleza de la relación de servicio de estos empleados. En 
efecto, estos están llamados a ocupar una plaza permanente precisamente porque su relación 
de servicio es por tiempo indefinido. 

44. En cuanto a las relaciones de servicio de duración determinada, como las de los 
interesados, se caracterizan en cambio, como se desprende de la cláusula 3, apartado 1, del 
Acuerdo Marco, por el hecho de que el empleador y el empleado acuerdan, cuando se inicia la 
relación, que ésta se extinguirá cuando se produzca una circunstancia fijada de manera objetiva, 
como la finalización de una tarea determinada, el advenimiento de un acontecimiento concreto 
o, incluso, una fecha concreta.... 

45. Corresponde exclusivamente al órgano jurisdiccional remitente apreciar si el 
empleador extinguió la relación de servicio de los interesados antes de que se produjese la 
circunstancia fijada de manera objetiva por las partes de los asuntos de los que conoce. Si así 
ocurriera, este hecho no constituiría una discriminación prohibida por el Acuerdo Marco, sino un 
incumplimiento por parte del empleador de las condiciones en las que se enmarca tal relación de 
servicio, incumplimiento que podría sancionarse, en su caso, con arreglo a las disposiciones 
nacionales aplicables 

(...) 
49. Por lo demás, del auto de remisión se desprende que el Sr. Indalecio y la Sra. Marisa 

alegan, en esencia, que sus relaciones de servicio de duración determinada no habrían debido 
extinguirse el 29 de junio de 2012, fecha en la que finalizó el período lectivo, sino el 14 de 
septiembre de 2012, es decir, unos dos meses y medio después, tal como se establecía en el 
acuerdo de 10 de marzo de 1994.  

50. A este respecto, es preciso señalar que los interesados no solicitan ser tratados 
efectivamente, por lo que respecta a la duración de su relación de servicio, de la misma manera 
que sus compañeros funcionarios de carrera, que están llamados a ocupar sus puestos incluso 
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después del 14 de septiembre de 2012. En realidad, lo que reclaman con sus solicitudes es el 
mismo trato que se otorgó a los docentes que en los anteriores cursos académicos fueron 
nombrados como funcionarios interinos hasta el 14 de septiembre. 

51. Pues bien, dado que el principio de no discriminación se ha aplicado y se ha concretado 
mediante el Acuerdo Marco únicamente en lo que respecta a las diferencias de trato entre 
trabajadores con contrato de duración determinada y trabajadores con contratos por tiempo 
indefinido que se encuentren en una situación comparable ( sentencia de 5 de junio de 2018, 
Montero Mateos, C-677/16, apartado 50 y jurisprudencia citada), las posibles diferencias de 
trato entre determinadas categorías de personal con contrato de duración determinada no están 
incluidas en el ámbito de aplicación del principio de no discriminación consagrado por dicho 
Acuerdo Marco (véase, en este sentido, la sentencia de 14 de septiembre de 2016, de Diego 
Porras, C-596/14, apartado 38 y jurisprudencia citada). 

52. En tales circunstancias, la diferencia de trato alegada por los interesados no puede 
estar comprendida, en cualquier caso, en el ámbito de aplicación de la cláusula 4, apartado 1, 
del Acuerdo Marco". 

A la luz de lo expuesto, la STSJ Castilla-La Mancha, Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
núm. 64/2019, de 12 de marzo, y considerando las Sentencias 966/2018, de 11 de junio, del 
Tribunal Supremo y la del TJUE de 21 de noviembre de 2018, se separa de la doctrina establecida 
por el Tribunal Supremo en dicha sentencia para, a la luz de la interpretación que con 
posterioridad a aquélla ha efectuado el TJUE de la Cláusula Cuarta del Acuerdo Marco para el 
trabajo de duración determinada, fijar que no incurre en una vulneración del principio de no 
discriminación allí proclamado el trato que respecto al momento de finalización de los 
nombramientos se da a los funcionarios interinos docentes y a los funcionarios de carrera. 

Ya se indicó supra que, en el supuesto ahora sometido a consulta y que constituye el 
objeto de este Dictamen, la alegación de trato discriminatorio realizada por el interesado se 
hace de modo genérico, mediante una remisión a la interpretación que se contiene en la STS 
966/2018 de la normativa europea sobre trabajo de duración determinada, interpretación que, 
sin embargo, ha sido rechazada por el TJUE y trasladada a la jurisprudencia española, no sólo 
por la STSJ Castilla -La Mancha antes citada, que fue la primera sentencia en aplicarla en nuestro 
país, sino también por el propio Tribunal Supremo en numerosas sentencias de su Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, cuya serie se inició con la número 1024/2020, de 16 de julio, y que 
continúa hoy día como muestra la STS núm. 1343/2022, de 24 de octubre, que a modo de juicio 
de la Sala sintetiza la siguiente doctrina: “…en las citadas sentencias, declaramos que la 
finalización del vínculo de relación de servicio se produce en las respectivas fechas de los ceses 
del personal funcionario interino --que en este caso fueron al 30 de junio de cada uno de los años 
reclamados--, y la iniciación de una nueva relación de servicio al inicio del siguiente curso escolar 
no invalida los efectos jurídicos de cada uno de los ceses precedentes, y, por ende, no otorga 
derecho alguno al funcionario interino en esta situación para percibir retribuciones por el periodo 
de tiempo transcurrido entre el cese anterior y el inicio de una nueva relación de servicio, como 
tampoco otorga derecho al reconocimiento de otros efectos de índole administrativa, como 
antigüedad o cómputo de servicios prestados, en relación al indicado periodo”. 

En consecuencia, el hoy actor no fue discriminado respecto de los funcionarios de carrera 
cuando se le cesó el 30 de junio de 2012, 2013 y 2014, ni vio vulnerado su derecho a acceder en 
condiciones de igualdad a la función pública cuando no se le computaron en el procedimiento 
selectivo convocado en 2015, como servicios efectivamente prestados, los meses de verano de 
dichos años en los que no trabajó porque había sido cesado. 

Por otra parte, aunque la Administración regional, atendiendo al criterio jurisprudencial 
imperante en aquel momento, acordó en el año 2018 reconocer efectos tanto administrativos 
(en forma de reconocimiento de servicios prestados) como retributivos a dichos períodos de 
cese, y ordenó la “anotación inmediata de servicios a todos los docentes con derecho a ello, con 
los correspondientes efectos sobre las oposiciones y los actos de adjudicación” (apartado 1 del 
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Acuerdo de 6 de julio de 2018), lo hizo sin establecer un efecto retroactivo de dichas 
anotaciones, de modo que de conformidad con el artículo 39.1 LPACAP, aquéllas se presumirán 
válidas y producirán efectos desde la fecha en que se realicen y no antes, por lo que no era 
procedente su cómputo en un procedimiento convocado y resuelto tres años antes, en el año 
2015. Adviértase, por otra parte, que este Acuerdo de 6 de julio de 2018 no ha sido impugnado 
por el actor en el actual procedimiento de revisión de oficio ni consta que lo haya atacado por 
otros medios, como debería haber hecho si consideraba que los efectos reconocidos por el 
mismo habían de retrotraerse al momento en que se prestaron los servicios anotados. 

QUINTA.- De la nulidad de la Orden de 7 de septiembre de 2016 por la que se declaran los 
aspirantes que han superado la fase de prácticas del procedimiento selectivo: inexistencia. 

Ya señalamos supra que el actor dirige la acción de nulidad no sólo frente a la Resolución 
de 17 de julio de 2015, sino también frente a la Orden de 7 de septiembre de 2016, de la 
Consejería de Educación y Universidades, por la que se declaran los aspirantes que han superado 
la fase de prácticas.  

Como bien indica la Dirección de los Servicios Jurídicos, esta Orden nada tiene que ver con 
la valoración de los méritos del interesado en la fase de concurso, argumentación que 
fundamenta su acción, por lo que su nulidad únicamente podría derivarse de la de otros actos 
previos del procedimiento selectivo, con los que estuviera directa e íntimamente vinculada, 
como la Resolución de 17 de julio de 2015, determinante de los aspirantes que tienen derecho 
a pasar a la fase de prácticas del procedimiento selectivo. Descartada la nulidad de dicha 
resolución conforme a lo señalado en la Consideración cuarta de este Dictamen, no se aprecia 
causa de nulidad en la Orden impugnada. 

Corolario de lo expuesto es que procede desestimar la solicitud de revisión de oficio a la 
que se refiere este Dictamen, toda vez que no se advierte que los actos impugnados incurran en 
causa de nulidad alguna. >> 

 
II. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO.- El artículo 106.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
establece: “1. las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por 
iniciativa propia o a solicitud de interesado, y previo dictamen favorable del 
Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, 
si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los actos administrativos que 
hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, 
en los supuestos previstos en el artículo 47.1”. 

SEGUNDO.- Atendiendo a lo dictaminado por el Consejo Jurídico de la 
Región de Murcia en sentido desfavorable a la propuesta de revisión de oficio, 
no procede declarar de oficio la nulidad de la Resolución de 17 de julio de 2015, 
de la Dirección General de Planificación Educativa y Recursos Humanos, por la 
que se publican las puntuaciones definitivas de la fase de concurso y las listas 
de seleccionados en los procedimientos selectivos para ingreso, accesos y 
adquisición de nuevas especialidades en los Cuerpos de Profesores de 
Enseñanza Secundaria, Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, 
Profesores Técnicos de Formación Profesional, Profesores de Música y Artes 
Escénicas y Profesores de Artes Plásticas y Diseño convocados por Orden de 
13 de marzo de 2015; y de la Orden de 7 de septiembre de 2016, de la Consejería 
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de Educación y Universidades, por la que se declara que han superado la fase 
de prácticas los aspirantes seleccionados en los procedimientos selectivos 
convocados por Orden de 13 de marzo de 2015, y se aprueba el expediente del 
proceso selectivo, al no estar incursos dichos actos en la causa de nulidad del 
artículo 47.1 a) de la Ley 39/2015 LPACAP (en su día en el 62.1 de la Ley 
30/1992 LPAC) 

Por todo ello, de conformidad con el artículo 16.2.c) de la ley 7/2004, de 28 
de Diciembre, de Organización y Régimen Jurídico de la Administración Publica 
de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, en relación con el artículo 
22.27 de la ley 6/2004, de 28 de Diciembre, del Presidente y del Consejo de 
Gobierno de la Región de Murcia y los artículos 106.5 y 95 de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, y de acuerdo con el Consejo Jurídico, a propuesta del Consejero 
de Educación, Formación Profesional y Empleo, el Consejo de Gobierno  

A C U E R D A 

PRIMERO.- DECLARAR que no procede la revisión de oficio de la 
Resolución de 17 de julio de 2015, de la Dirección General de Planificación 
Educativa y Recursos Humanos, por la que se publican las puntuaciones 
definitivas de la fase de concurso y las listas de seleccionados en los 
procedimientos selectivos para ingreso, accesos y adquisición de nuevas 
especialidades en los Cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, 
Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores Técnicos de Formación 
Profesional, Profesores de Música y Artes Escénicas y Profesores de Artes 
Plásticas y Diseño convocados por Orden de 13 de marzo de 2015; y de la Orden 
de 7 de septiembre de 2016, de la Consejería de Educación y Universidades, por 
la que se declara que han superado la fase de prácticas los aspirantes 
seleccionados en los procedimientos selectivos convocados por Orden de 13 de 
marzo de 2015, y se aprueba el expediente del proceso selectivo. 

SEGUNDO.- Notificar este Acuerdo al interesado, D. José David  
, con indicación de que contra el mismo, que pone fin a la vía 

administrativa, cabe interponer recurso potestativo de reposición ante el Consejo 
de Gobierno, en el plazo de un mes, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 
123 y 124 la Ley 39/2015 ,de 1 de Octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, o bien recurso contencioso-
administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Murcia, en el plazo de dos meses, a partir del día 
siguiente a su notificación. 

  
Y para que conste y a los procedentes efectos, expido, firmo y sello la 
presente en Murcia a la fecha de la firma electrónica recogida al margen. 
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